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ACTA N” 38 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2015 


Correspondiente a la reunión del día 14 de julio de 2016 
(Asiste el Ministerio de Desarrollo Social) 
SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 15) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Desarrollo Social, integrada 
por la señora ministra, Marina Arismendi; por la señora Graciela Mazzuchi, de la Dirección General de 
Secretaría; por el señor Julio Bango, de la Secretaría Nacional de Cuidados; por el señor Mauricio Guarinoni, 
de la Dirección Nacional de Gestión Territorial; por la señora Mariela Fodde, de la Dirección Nacional de 
Economía Social e Integración Laboral; por el señor Juan Pablo Labat, de la Dirección Nacional de 
Evaluación y Monitoreo; por Santiago Soto, del Instituto Nacional de la Juventud; por la señora Mayra 
Aldama, de la Dirección Nacional de Protección Integral en Situaciones de Vulneración; por la señora 
Mariela Solari Morales, de la Dirección Uruguay Crece Contigo; por el señor Gerardo Lorbeer, del Instituto 
Nacional de Alimentación, INDA, y por la señora Daniela Correa, gerente financiera. 


En el día de hoy, analizaremos la Rendición de Cuentas 2015 del Inciso 15, “Ministerio de Desarrollo 
Social”, que contiene los artículos 100 y 101. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Es un gusto estar en el Parlamento rindiendo 
cuentas en el día de hoy, y lo hacemos con más datos y entusiasmo porque es el fin del primer año de 
esta tercera etapa del Mides, que nació en 2005 por disposición de ustedes. 


El año pasado estuvimos aquí por la Rendición de Cuentas de 2014, pero en este caso vamos a explicar unas 
cuantas cosas que tienen que ver con lo realizado en el primer año de esta tercera etapa del ministerio. 


El esquema de la presentación lo vamos a hacer sobre la base de los tres ejes estratégicos. A pedido del 
Consejo de Ministros y del presidente -que recopiló los ejes estratégicos de este quinquenio-, el Ministerio de 
Desarrollo Social determinó tres ejes estratégicos que no están en orden de importancia, sino que están 
totalmente interrelacionados, interactuando, concomitantes. Ellos son el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados; la Promoción y Protección Social Integral a la Vulnerabilidad en Clave de Género y Derechos 
Humanos, y Apoyo a los Procesos de Descentralización y Participación. 


Estos tres ejes están totalmente interrelacionados. No hay política de ninguna especie, ni acción del Estado en 
el sentido más amplio del Gobierno y el Poder Ejecutivo, del segundo y tercer nivel de Gobierno, que no se 
realice en alguna parte. Quienes están vinculados a los temas relativos a las nuevas tecnologías saben que no 
se realizan en una nube; se realizan en un territorio concreto. El territorio es el Uruguay, los distintos 
departamentos y las distintas localidades. Finalmente, el microterritorio son las pequeñas comunidades donde 
viven, trabajan, se alegran, se desesperan las personas, las familias y los grupos humanos. 


Cuando hablamos de Promoción y Protección Social Integral a la Vulnerabilidad en Clave de Género y 
Derechos Humanos, lo decimos a veces más corto y hablamos de la pobreza que nos queda. 


Las cifras del Instituto Nacional de Estadística y también los informes externos, tanto sea de la Universidad 
de la República como de la Universidad Católica, distintos consultores o de los organismos internacionales - 
Banco Mundial, BID, Cepal, Celac- muestran que el Uruguay pasó de tener 4% de exclusión social o 
indigencia, en números puros medidos por ingresos, a tener 0,4%, en números duros medidos por ingresos. 


Si se nos pregunta si esta es la exclusión que nos queda, respondemos que no. Si vemos la vulneración de 
derechos o la vulnerabilidad desde el ángulo de género y de derechos humanos, la promoción y la protección 
social son integrales. Voy a poner un ejemplo, que es de público conocimiento y que lamento que suceda, de 
vulneración de derechos. Me refiero al asesinato de las mujeres, a la violencia basada en género, a lo que les 
sucede a las mujeres y a los hijos de esas familias. Esto sucede en hogares que por ingresos no 
necesariamente están en la línea de la indigencia, pueden estar en la línea de la pobreza o no, pero también 
sucede en familias de altos ingresos. Hay situaciones graves en las que confluyen determinados problemas 
vinculados, por ejemplo, a la discapacidad, a la raza, al género, a la etnia, a la opción o definición sexual, a 
problemas de salud mental, de consumo de sustancias, etcétera, que hacen que haya vulneración de derechos, 
pero a veces no coinciden con el hecho de estar en la línea de pobreza o de indigencia. 


Cuando hablamos de esto en lenguaje de trabajo decimos “la pobreza que nos queda”. En realidad, es la 
Promoción y Protección Social Integral vista desde los derechos humanos, desde género y generaciones. 


El Sistema Nacional Integrado de Cuidados comienza a fines de la primera etapa del Mides. Nosotros 
habíamos avanzado mucho con lo que estábamos haciendo en la primera etapa, pero debíamos tender a 
visualizar los aspectos y los temas de vulneración o vulnerabilidad en la que se encuentran los niños, la 
primera infancia, las personas con discapacidad de cualquier edad y los adultos o personas mayores cuando 
no pueden valerse por sí mismos, es decir, no están en condiciones para atenderse y cuidarse por sí mismos. 
Si usamos el término “cuidados” -esto lo explicábamos el otro día en el Comisión de Población y Desarrollo 
de esta Cámara-, lo hacemos basándonos en la definición de la Unesco, en el sentido amplio de la palabra. El 
Estado debe cuidar a las personas. La Constitución dice que todos tenemos los mismos derechos, o sea que si 
hay algo que nos impide ejercerlos, necesitamos que el Estado, que los tres poderes del Estado, que la 
sociedad organizada, esa red fantástica que tiene el Uruguay, nos protejan. A veces cuando nos 
decepcionamos un poco, pensamos en la tragedia de la ciudad de Dolores y nos reconciliamos con la 
sociedad uruguaya, que tiene una solidaridad formidable. Todos y todas acudimos a ayudar y no importó de 
qué pelo, de qué organismo, ni de qué situación social éramos. Esto habla de los mejores valores de nuestra 
sociedad. También nos vamos a referir al apoyo a los procesos de las áreas comunes del Ministerio -la 
financiero contable y las que se agrupan en la Dirección General de Secretaría; si no existiera, no habría 
recursos humanos y no podríamos hacer el resto del trabajo-, a la interinstitucionalidad, a la ejecución 
financiera y a los artículos presentados. 


Este es el esquema de la presentación aunque, insisto, los ejes fundamentales son el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados y la descentralización, tanto política como de transferencia de poder y en lo que tiene 
que ver con actuar, decidir, pensar y aportar desde el territorio, de acuerdo a las condiciones. Acá hay 
diputados de los distintos departamentos y saben a qué me refiero. Precisamente, ayer hablé con una radio de 
Nueva Helvecia, que hizo preguntas sobre su departamento, Colonia. Yo les decía que hasta los amaneceres y 
los atardeceres son distintos según la localidad. El país es chiquito, pero es diverso, como somos los seres 
humanos. 


Vamos a referirnos al primer eje estratégico: el Sistema Nacional Integrado de Cuidado. Voy a hacer una 
rápida presentación general; después, el sociólogo Bango puede hacer las puntualizaciones que correspondan 
a partir de su capacidad para manejar este tema. 


La Ley N* 19,353, que se aprobó el 18 de noviembre de 2015 y se promulgó el 27 de noviembre de ese año, 
establece que en Uruguay todas las niñas y los niños, las personas con discapacidad en situación de 
dependencia y los adultos mayores en situación de dependencia tienen derecho a ser cuidados. Después 
vamos a ver cómo llegamos a que ese derecho se concrete. 


A su vez, la ley reconoce el valor social de las personas que realizan las tareas de cuidado y apunta a 
promover una modificación de la actual división sexual del trabajo. ¿Qué significa esto? Las mujeres que 
estamos acá -perdónenme que hable en estos términos- sabemos mejor que los varones, sobre todo que los 
que no son tan jóvenes, que las que cuidamos, en general, somos las mujeres: todas las que hemos tenido 
hijos, los hemos cuidado; todas las que hemos tenido madres y padres en situación de dependencia, los 


hemos cuidado; todas hemos cuidado a niñas, a adolescentes y a jóvenes; todas hemos cuidado a familiares; 
muchas, nos hemos quedado en casa a cuidar. Después veremos que esta última situación se repite con las 
niñas, las adolescentes y las jóvenes que se quedan en casa a cuidar mientras la mamá sale a trabajar. O sea 
que hay un corte de género importante. Ese corte se refleja, además, en el área de los cuidadores: la mayoría 
son mujeres. Cuando yo estaba en el movimiento sindical, las maestras decíamos que como éramos las 
segundas madres, nos pagaban poco. Se supone que tenemos un don para esa tarea: como nacimos dotadas 
para ser madres, estamos dotadas para ser segundas madres y cuidadoras. La exdirectora Carmen Beramendi 
trabajó en el sector de la pesca, y en cuanto al fileteo decía: “Como parece que es un don de las mujeres 
poder cocinar, le pagan poco a las trabajadoras de la pesca”. 


Entonces, queremos calificar y que se reconozca el valor social de mujeres y de varones, porque también hoy 
vemos a muchachos participando en la corresponsabilidad; este es un avance muy grande de la sociedad 
uruguaya. 


En síntesis, la norma establece cuáles son los sujetos de la política, los derechos y obligaciones y la 
institucionalidad del Sistema. 


En el marco del Plan Nacional de Cuidados, se diseñó una estrategia conjunta de formación para las personas 
ocupadas en la tarea de cuidados. Entre todos los organismos involucrados se aprobaron las líneas de trabajo, 
tanto para la atención a la primera infancia como para la atención a la dependencia. 


En el caso de la primera infancia, se incorporaron contenidos en relación al Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados y se amplió la oferta de cursos. 


Con respecto a la atención a la dependencia, se determinó el perfil laboral y el diseño curricular de la 
formación básica; esto fue aprobado por la UTU y el MEC. 


Para ambas poblaciones se pretende avanzar en tres líneas de trabajo: formación, validación de cursos y 
certificación por competencias laborales. ¿Qué significa esto? Hay muchas personas que hoy cuidan; son 
trabajadores y trabajadoras contratados para cuidar a niñas, a niños o a personas en situación de dependencia. 
Esos trabajadores tienen saberes acumulados; queremos que los acrediten, y que sobre eso se construya un 
mayor desarrollo para que esa profesión sea valorada. ¿Cómo se valora? Con acreditación, con salario digno 
y, también, con un grupo o un subgrupo de trabajo en los Consejos de Salarios. 


Por otro lado, en la ley quedó establecida la estrategia institucional de la Secretaría Nacional de Cuidados en 
el territorio. Mientras que las directoras y los directores territoriales del Mides serán los representantes de la 
Secretaría Nacional de Cuidados, las Mesas Interinstitucionales de Políticas Sociales serán el enclave 
territorial de la articulación correspondiente con la Junta Nacional de Cuidados. 


(Diálogos) 


———Me acota muy bien el Director de la Secretaría Nacional de Cuidados que en la medida en que los 
dineros se aprobaron a partir del presupuesto de enero, no ejecutamos; por lo tanto, no rendimos cuentas de la 
ejecución presupuestal. 


En conjunto con la Dirección Nacional de Gestión Territorial -está presente su director, Mauricio Guarinoni- 
recorrimos diecinueve departamentos en sesenta días, para presentar la conceptualización y los avances en el 
diseño del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. De esas instancias participaron más de trescientos 
técnicos y técnicas; me refiero a todos los equipos que trabajan en el territorio. 


Voy a hablar ahora de las Mesas Interinstitucionales de Políticas Sociales. 


Como ustedes saben, en cada departamento hay una Mesa Interinstitucional integrada por el Mides, el 
Ministerio de Salud Pública, ASSE, representantes de la educación, el Ministerio del Interior -porque 
analizamos la convivencia y el vínculo con la comunidad-, las intendencias -como este proceso se ha ido 
fortaleciendo, en una segunda etapa se incorporan los municipios; más adelante nos vamos a referir a este 
punto-, los medios de comunicación, las organizaciones sociales, los sindicatos, las empresas y público en 
general. En estas exposiciones sobre cuidados participaron aproximadamente mil quinientas personas a lo 


largo y ancho del país. Allí quedó planteada la estrategia institucional de la Secretaría Nacional de Cuidados 
en el territorio. 


Reitero que las directoras y los directores territoriales del Mides serán los representantes de la Secretaría 
Nacional de Cuidados y las Mesas Interinstitucionales de Políticas Sociales serán el enclave territorial de la 
articulación institucional correspondiente a la Junta Nacional de Cuidados. 


Estoy convencida que, por su larga trayectoria -ya sea a nivel de gobierno, de gobierno departamental o como 
legisladores- todos los que están tienen claro que la interinstitucionalidad es fundamental para potenciar 
recursos y el impacto. Pero que se teje y reteje cada vez. Por lo tanto, esa es una de nuestras convicciones 
más fuertes. 


Como nacimos en 2005, tenemos la ventaja de tener asumida la concepción de descentralización. En aquel 
momento, ustedes nos otorgaron uno, dos o tres pases en comisión para cada oficina. Hoy, tenemos técnicos y 
técnicas para cada uno de los programas; aquí están presentes algunos de sus directores. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Es un gusto estar aquí. 


Saludo a las funcionarias y funcionarios y a los señores diputados y diputadas. 


Quisiera hacer una pequeña acotación. Al momento de implementar el Sistema Nacional de Cuidados desde 
la Secretaría Nacional de Cuidados hemos hecho una opción -avalada por la ministra- en el sentido de no 
sumar recursos humanos sino aprovechar los del Ministerio para llevar adelante las políticas en todo el 
territorio nacional. Entendemos que en esta nueva etapa del Ministerio existen recursos y no nos parecía 
adecuado agregar nuevos funcionarios públicos sino intentar trabajar con los que ya tenemos. De la misma 
manera, apuntamos a no reproducir juntas departamentales de cuidado que implican tiempo de la gente y de 
los funcionarios de los distintos ministerios que conforman el Sistema Nacional de Cuidados y, en cambio, 
apostamos a fortalecer las Mesas Interinstitucionales de Políticas Sociales, donde se tratan todos los temas 
sociales. Esto tiene que ver con una apuesta que ha hecho el Ministerio, encabezado por la señora ministra, 
para racionalizar al máximo los recursos humanos de que dispone y, de esa manera, propender a su eficiencia 
en materia de gestión. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL .- El segundo eje estratégico -no en importancia- 
es la promoción y protección social integral a la vulnerabilidad en clave de género y derechos 
humanos; debería decir género y generaciones, pero cometimos un error. 


En primer lugar, quiero referirme a un aspecto acerca del que siempre nos preguntan -no en este ámbito- y es 
bueno que los señores legisladores tengan presente. Se habla de los programas y planes, así como de la plata 
que da el Mides, por lo que quisiera aclarar cuáles son y de cuánto dinero se trata. 


Ayer se realizó una interesantísima jornada en la Facultad de Ciencias Económicas -pude participar 
solamente en la parte final-, en la que participaron expertos nacionales e internacionales, acerca del tema de 
las transferencias monetarias en Uruguay y en el mundo. Se mostraron comparativos y resultó muy 
importante porque es una discusión que está planteada en el mundo. La Cepal está haciendo énfasis en el 
tema de las transferencias monetarias y ustedes saben bien que hace décadas que se viene discutiendo acerca 
de la renta básica universal. Nosotros también tenemos debates internos acerca de este tema, que es muy 
importante. 


En este momento, nos gustaría brindar una especie de foto que demuestre lo que transfiere el Ministerio de 
Desarrollo Social, que son dos cosas. Por un lado, tenemos la tarjeta Uruguay Social que, como ustedes 
saben, es un plástico que se puede utilizar en todos lados. Hasta el año 2015, inclusive, solamente se podía 
usar en los llamados comercios solidarios, que firmaban un convenio con el Mides. Por lo tanto, nosotros 
hacíamos las transferencias y las personas compraban con esa tarjeta. En estas tarjetas hay distintos rangos 
que tienen que ver con una situación de vulneración. Quizás el sociólogo Juan Pablo Labat con mucho más 
conocimiento de causa y solidez técnica pueda explicar de qué manera encontramos a esas familias y 
decimos que están en una situación de tan extrema vulneración de derechos que deben recibir la tarjeta 
Uruguay Social. En el año 2015, se otorgaron 69.162 tarjetas, lo que implica ese número de hogares. Si 
consideramos toda la población de Uruguay -por más que somos pocos-, este número no significa 


absolutamente nada; pero, desde el punto de la vida de cada uno de esos hogares, de esas familias y de esas 
personas, es muchísimo y resulta sumamente importante. Esa es la mirada desde la cual parte el Mides, 
considerando la importancia que tiene esta tarjeta para estas personas y estos hogares, pero reitero que son 
nada más que 69.162. 


En este caso, las tarjetas tienen una carga simple y una carga duplicada. Con un hijo, esta representa $ 808; 
con dos, $ 1.225; con tres, $ 1.559, y con cuatro o más -que pueden ser diez- $ 2.172. Esa es la transferencia 
monetaria que hacemos con la tarjeta para que las personas vayan y compren comida. En el cuadro que 
proyectamos figuran las cantidades y no voy a leer todas ya que las podrán apreciar. Solamente tenemos 
35.666 familias con esa carga, que reciben esa transferencia monetaria para comer. Resulta claro que se trata 
de una ayuda, ya que nadie come con ese dinero, aunque tenga un solo hijo. 


Una de las primeras decisiones que tomamos en el año 2015 junto con el equipo técnico de la Dirección de 
Evaluación y Monitoreo fue la de aislar el factor hacinamiento que pesa mucho en el índice de carencias 
críticas a fin de ver qué pasaba. Al hacerlo se demostró que mil mujeres solas con un hijo necesitaban la 
tarjeta. Resulta claro que una mujer sola con un hijo, que además debe trabajar o salir a buscar trabajo, no 
puede transformar su vida con $ 808; simplemente, estamos dándole una ayuda. 


La carga duplicada llega a 33.496 hogares, es decir un número casi igual al de la simple. A esto debemos 
agregar las tarjetas que se entregan cuando suceden inundaciones, desastres como el de Dolores, o se 
producen distintas situaciones como el caso de una empresa que cierra y su personal va a seguro de paro. En 
estos casos, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el BPS o la OPP nos comunican que hay un 
conjunto de familias a las que nuestros técnicos visitan y, entonces, les damos una tarjeta por tres meses, 
mientras están en esa situación, la que a veces se prorroga. En el caso de Dolores y de las inundaciones, 
también entregamos tarjetas provisorias que luego se retiran o no, según las condiciones de vida de las 
personas o cómo han logrado superar esa situación. 


La otra transferencia que hace el Ministerio de Desarrollo Social y que votó el Parlamento uruguayo es la 
asistencia a la vejez. Como se sabe, tenemos una pensión a la vejez a partir de los setenta años, con una 
cantidad de condicionantes establecidas en el Código Civil. La más importante es lo que se llama familiares 
obligados, que implica que si mi mamá está en una situación delicada y yo estoy trabajando, estoy obligada 
por ley a ayudarla. Esto viene de aquel Uruguay que miraba a Francia -aquí hay varios abogados que lo 
sabrán; lo conversábamos con el embajador francés hace poco-, que tuvo lugar cuando Tristán Narvaja 
comenzó a trabajar en el Código Civil. Francia tiene exactamente esta misma pensión a la vejez con los 
familiares obligados. 


La diferencia está en que Francia da la pensión a la vejez al adulto mayor que no tiene ingresos porque el 
familiar obligado no se ocupa, pero cuando este va a hacer algún trámite como vender algo, por ejemplo, le 
cae todo el peso de la ley y el Estado le descuenta lo que debió haber hecho. Me gustaría que esto se 
instrumentara en Uruguay porque muchas veces esos familiares obligados están en la otra punta del 
continente o del mundo y no se ocupan. Sin embargo, esa persona no tiene acceso a la pensión a la vejez 
porque tiene familiares obligados que deberían ocuparse. 


Por otro lado, cuando terminó el Plan de Emergencia nos preguntamos qué hacer con las personas de sesenta 
y cinco a setenta años que estaban en una situación sumamente crítica y no podían acceder a la pensión a la 
vejez. Entonces, en el diálogo de la seguridad social -recordarán que se instrumentó un largo diálogo, al igual 
que ahora se está haciendo con el diálogo social-, acordamos esta asistencia a la vejez, que se entrega a las 
personas sin recursos económicos o con carencias críticas. Cuando tienen algún ingreso formal, se les paga 
un complemento hasta $ 7.692, y si no lo tienen, se le paga el monto total hasta los sesenta y nueve años, ya 
que a los setenta pasan recibir la pensión a la vejez. 


En el año 2015, también atendimos 873 familias a través del programa piloto Canasta de Servicios, que es el 
que regulariza hogares en situación de descuelgue. Esto lo hicimos en diez departamentos, retirando 
electrodomésticos y entregando gasodomésticos, estufas y cocinas. En este caso, el hogar paga una parte de 
los bienes y de la recarga de gas. Este programa nació, se desarrolla, mejora y cambia, en articulación con 
UTE, OSE y Ancap. En este tema, quisiera destacar un aspecto importante y es que, cuando arrancamos en 
2005 buscando la Canasta de Servicios, la primera institución que aceptó el desafío fue OSE. En ese 
momento, junto con esa institución enviamos una carta a través del correo a fin de que las personas pudieran 
contar con ella -en aquel momento estaban tan excluidas que nunca habían recibido una carta en toda su 


vida-, pero además porque los trabajadores postales oficiaron como vínculo informándonos si encontraban a 
la familia o no, en cuyo caso nos hacían la devolución. En ella se proponía que si se regularizaban pagando 
una cantidad por agua y otra por saneamiento -si es que lo tenían-, se partiría de allí hacia adelante, 
congelando lo sucedido anteriormente. A partir de los buenos números que dio esto, hicimos el convenio con 
UTE, que tenemos hasta el día de hoy. El convenio con ese ente es este y otro vinculado a los barrios, al que 
podrá referirse la directora de Protección Social Integral, Mayra Aldama, de quien depende este programa. 


Para que tengan una idea podemos decir que UTE tiene este programa en recuperación de pérdidas; lo 
quieren como un programa social pero figura en recuperación de pérdidas porque si logramos que una familia 
se descuelgue de la red y pase a tener un consumo responsable, sin riesgo de cortocircuito o de incendio en el 
que pueden morir personas -como ha pasado-, UTE recupera dinero perdido. Además, las personas consumen 
energía mucho más racionalmente y pagan, porque quiero aclarar que a la mayoría le gusta estar en orden y 
no en desorden. 


En este momento, también tenemos un debate -aunque estamos hablando del año 2015- que se plantea a 
partir de que en un momento la energía eléctrica es más barata, más limpia, más sana y en otro no. En 2005, 
teníamos un gran ahorro de energía mientras que hoy no; actualmente tenemos los molinos y la biomasa, es 
decir muchos elementos que nos permiten pensar que podemos apostar a la energía eléctrica de una manera 
diferente a la del gas licuado, evitando los riesgos que esto implica especialmente cuando hay niños y niñas 
en el hogar. A través de este programa, el hogar paga una parte de los bienes y de la recarga de gas. 


La protección social integral a personas en situación de vulneración es el segundo eje e implica la atención a 
las familias en situación de extrema pobreza o vulneración de derechos. Aquí aparece el 0,4% del que 
hablábamos y más, porque insisto en que ese porcentaje tiene que ver con la pobreza medida por ingresos, 
pero la pobreza es multidimensional y la exclusión social tiene otros problemas que a veces ni siquiera son de 
ingreso. El ejemplo más claro para nosotros fue que en el Plan de Emergencia prácticamente no tuvimos 
clasificadores, porque de acuerdo con los ingresos no les tocaba. Sin embargo, sus condiciones de vida eran 
tremendas; había otros derechos vulnerados que tenían que ver con la forma en que obtenían los ingresos. 


En este sentido, en 2015 hicimos un análisis y una consolidación de los programas prioritarios. ¿Cuáles eran 
los programas prioritarios? Jóvenes en Red, Uruguay Crece Contigo y Cercanías. 


El programa Cercanías implica un trabajo directo con las familias, con las mujeres que están cursando un 
embarazo -quizás de riesgo-, con las que tienen un bebé y se encuentran en situación de vulnerabilidad, con 
las que tienen niños o niñas con bajo peso al nacer, anemia o problemas de prematurez. Hay una serie de 
condicionantes vinculadas con la vida de estas niñas y niños que tienen una incidencia tremenda en el 
desarrollo posterior. 


Desde el punto de vista de los recursos -lo voy a decir mal; yo no lo pienso así, pero lo voy a decir como 
algunos se lo plantean-, es más barato prevenir que curar, y lo podemos demostrar con números. Es más 
barato para un Estado contemplar los derechos que atender los resultados cuando estos no se contemplan, 
tanto en salud, en calidad de vida en la vejez, en lo que tiene que ver con los destinos de esas personas, es 
decir, a qué se dedican. 


En 2015, las familias atendidas por el programa Cercanías fueron 2.581, que involucran a 15.685 personas. 
La cantidad de familias atendidas por otros equipos de abordaje familiar fueron 400. 


El señor Bango habló de la potencialidad de los equipos. Esto tiene que ver con el trabajo de cercanía, con el 
traje a medida, con el cuerpo a cuerpo, con el casa por casa. Por eso, estamos trabajando intensamente en que 
los equipos actúen en conjunto. Por ejemplo, el equipo que va a ver a una familia en el medio del campo - 
como lo hace la dirección de Economía Social e Inclusión Laboral, cuya directora es Mariela Fodde- trabaja 
en la línea de ruralidad; el equipo de Uruguay Crece Contigo no va a ir. Es como si fuera el programa de 
Cercanía pero desde el punto de vista de la ruralidad; la mirada va a tener que ser completa. En ese sentido, 
trabajamos fantástico con muchas intendencias que colaboran con sus técnicos; hacemos un trabajo 
interdisciplinario. 


Por otro lado, tenemos el Sistema de Respuesta para Situación de Calle, que es bastante más conocido. Se ha 
producido avances en los acuerdos con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 


Ambiente y con ASSE para la transformación del modelo de respuesta a las situaciones de calle y a la 
capacidad para atender a las personas en situación de calle. 


En 2015, tuvimos cupos para dos mil personas en forma simultánea en cincuenta y cinco centros. ¿Por qué 
decimos cupos para dos mil personas en forma simultánea? Porque si hacemos la foto de una noche, tenemos 
dos mil personas en cincuenta y cinco centros, pero pensemos en que no tienen por qué ser las mismas. 
Quiere decir que son más personas. En cuanto al tiempo, unas estuvieron días, otras meses y otras durante 
todo el año. 


SEÑORA ALDAMA (Mayra).- En realidad, solo quiero hacer algunas puntualizaciones con respecto al 
programa Canasta de Servicios. 


El programa Canasta de Servicios, además de tener acuerdos para el subsidio en algunas tarifas para la 
población en situación de vulnerabilidad en ciertos barrios, trabaja específicamente con las familias que 
accedieron a una regularización de su situación habitacional. Eso se acuerda con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Se hace un trabajo de intervención para mantener la formalidad 
en el pago de los servicios, pero además para contribuir a mantener las situaciones edilicias adquiridas. A 
veces, la irregularidad del servicio genera un deterioro en las condiciones edilicias. Allí se trabaja en un plan 
piloto, que se va haciendo por barrios y que, como dije, se acuerda con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Otra puntualización que nos parece importante realizar es que cuando se habla de las familias atendidas por 
el programa Cercanías y se muestran los números en la diapositiva, no se incluye a las familias atendidas por 
Uruguay Crece Contigo y por Jóvenes en Red. Cuando nosotros decimos que las familias atendidas por otros 
equipos son cuatrocientas, nos referimos a otros equipos que tiene el Ministerio de Desarrollo Social que 
hacen intervención familiar. Luego vendrán los números de Uruguay Crece Contigo y de Jóvenes en Red. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Veo que hay algunos diputados preocupados en 
tomar apuntes. 


Nosotros vamos a dejar la presentación para que les sea más cómodo. 


Dentro de lo que es la promoción y la protección social y el fortalecimiento de los derechos, encontramos la 
integración al mundo del trabajo en clave de economía social. Esto es fundamental. Hay mucha gente que 
sostiene -y nosotros estamos de acuerdo- que el trabajo nos transforma. Nos transforma cuando tenemos 
trabajo y cuando no también, porque nos angustia. 


Recuerdo el universo de aquellas personas que estaban en el Plan de Emergencia, que tenían capital 
educativo, y que se habían caído en 2002. Era tremendo, porque tenían todas las condiciones para la 
integración, pero su estado de ánimo y su capacidad de salida eran terribles. La persona que pierde un trabajo 
sabe de lo que estoy hablando. 


También tenemos experiencias muy positivas en este sentido, cuando vemos a un joven que ingresa, por 
ejemplo, a una obra en el sector de la construcción, y sus compañeros lo rodean. Allí aparece el valor de 
llegar en hora y cumplir con el horario; el valor de hacer algo que después queda y se usa o el de saber que 
colaboró con esa obra. Y voy a citar a Federico Engels, que hablaba del papel del trabajo para convertir al 
mono en hombre. En aquel momento, no había lenguaje de género, y por hombre se entendía ser humano. 


En ese sentido, desde el Plan de Emergencia hemos puesto énfasis en las salidas laborales, en la capacitación 
para el trabajo y en las posibilidades de un proceso de integración laboral con valor social; un proceso que 
puede iniciarse con un pequeño acompañamiento o con una pequeña capacitación. 


En cuanto al reconocimiento de saberes, hemos hecho alianzas muy importantes con UTU. A veces, también 
las hemos hecho con Secundaria. Inclusive -si bien el Mides es un ministerio con muchos técnicos-, en 
nuestra Cartera tenemos un grupo de personas terminando ciclo básico y otro bachillerato. 


Hacemos hincapié en la profesionalización, en adquirir un oficio. Una de nuestras joyas es la consolidación 
de la marca Provas. Se trata de procesos de integración laboral con valor social. Fue el inicio de la 


profesionalización de la marca Provas. En 2015, se aprobó el desarrollo de una estrategia de marca central 
con creación de submarcas. Se hizo un acuerdo con el LATU para el desarrollo de diseños de protocolo, 
gobernanza y procedimiento. 


Se acordó con Inmujeres el desarrollo de su marca Provas en equidad de género. 


Se retoma la asociación estratégica entre el Mides y Uruguay Natural. Los señores diputados podrán ver 
algunos artículos en el MAM. También los pudieron haber visto en el callejón de la Universidad los días 
previos al Día del Padre o en las carpitas en la puerta del Mides -la subsecretaria me rezonga por poner los 
quioscos en la vereda, por su pasado como intendenta- antes del Día de la Madre. En 2015, en la Rural del 
Prado habrán visto el costoso estand que tuvimos que alquilar para que las emprendedoras y los 
emprendedores pudieran exhibir y vender sus artículos, que tienen una altísima calidad. Por eso, estamos 
participando de todas estas certificaciones, que son ejemplo de esas trayectorias sociolaborales. 


En este mundo del trabajo participaron 3.081 personas en los diecinueve departamentos en Uruguay Trabaja. 
Las condiciones para anotarse son duras. No pueden haber tenido trabajo formal durante mucho tiempo, ni 
Secundaria completa. La población que se anota ha variado, pero en 2015 se anotaron 17.000 personas para 
3.000 cupos, que finalmente fueron 3.081. 


Yo, que converso mucho con las radios del interior, puedo decir que en las pequeñas localidades no se lo 
conoce al Mides por las transferencias monetarias, sino por las personas que, con su uniforme y logo de 
Uruguay Trabaja, hacen arreglos en las escuelas, liceos, policlínicas, espacios verdes, plazas. 


Por otra parte, se mantuvieron los cupos para población afrodescendiente, para personas con discapacidad, 
para la población con extremas vulnerabilidades, para las mujeres víctimas de violencia basada en género y 
para la población trans. 


Por primera vez, se acordaron las tareas operativas de bien público en el marco de las mesas 
interinstitucionales de políticas sociales en los diecinueve departamentos. ¿Qué quiere decir eso? Que en 
lugar de que la policlínica o la escuela diga lo que es necesario arreglar, la mesa interinstitucional analiza qué 
tareas de bien público realizarán los trabajadores y las trabajadoras. No es un empleo, es un subsidio por una 
cifra muy pequeña, que tiene formalidad y atención de salud bucal. Yo siempre digo que cuando uno va a 
pedir un trabajo y no tiene dientes para sonreír, no es lo mismo que si los tiene. Por suerte hoy en el Carné del 
Niño aparece como exigencia la atención de salud bucal desde pequeñitos. La falta de piezas dentales es 
tremenda para la inserción en el mundo del trabajo. 


Se acuerda con el Sistema Nacional de Cuidados esa capacitación específica en materia de cuidados y 
derechos, y la posibilidad de que las organizaciones sociales sugieran capacitaciones específicas para 
cuidadores en el próximo pliego del programa Uruguay Trabaja, edición 2016. 


También se acuerda la participación en la comisión técnica del Consejo Nacional de Género para aportar en 
la línea del eje estratégico vinculado con trabajo y empleo. 


Por otra parte, están las trayectorias sociolaborales; en esto insiste mucho la directora Mariela Fodde. Antes, 
Trabajo por Uruguay empezaba y terminaba, al igual que Construyendo Rutas de Salida. Ahora, podemos 
plantearnos nuevos desafíos. Como hicimos lo otro, la sociedad nos demanda más y queremos que así sea. 
Ahora, hacemos trayectorias. No es que la persona terminó y el programa se cortó, sino que terminó esta 
etapa y debemos ver cómo sigue en los quinientos cuarenta nuevos emprendimientos productivos que están 
en funcionamiento y formalizados. Hay más de mil quinientas consultas para iniciar el trámite de 
formalización de iniciativa emprendedora a través del monotributo social del Mides. 


La persona que hace un producto, tiene una capacitación o realiza un trabajo -un electricista, un carpintero, 
una modista, alguien que confeccione envases, que envasa fruta, que hace mermeladas y cosas mucho más 
interesantes- está en orden porque es monotributista social. Se trata de una pequeña cantidad, pero la persona 
está registrada, paga el monotributo, tiene boleta; es decir, está formal y puede vender su fuerza de trabajo o 
su producto. 


Como se advierte, la comisión técnica del Consejo Nacional de Género corta todo, en todo el Estado, no solo 
en Mides. 


Por otro lado, están las redes de comercialización. Nos queda mucho por delante. Estamos muy 
entusiasmados, pero quisiéramos que todo sea más veloz. Es muy lindo que la gente haga cosas buenas, que 
esté en orden, pero tiene que vender; si no, no tiene ingresos para vivir. Queremos que viva de su trabajo y 
para eso necesitamos redes de comercialización. Por eso, hicimos referencia al stand del Mides de la Rural 
del Prado, que también estará este año. 


Asimismo, están las trayectorias sociolaborales para el desarrollo en cuanto a las Primeras Experiencias 
Laborales, las PEL. En 2005, ciento ochenta jóvenes iniciaron su primera experiencia laboral en seis 
organismos públicos en Montevideo y Canelones. Es una experiencia muy linda. Depende mucho de que la 
institución realmente se preocupe de que ese joven se vaya con una experiencia laboral provechosa, no solo 
desde el punto de vista de la certificación, que luego le sirve para presentarse en otro trabajo, sino del de la 
capacitación, cumplimiento, cómo se presenta y se vincula con las autoridades, lo que el día de mañana le va 
a generar un plus o no. 


Por otra parte, están las trayectorias sociolaborales para el desarrollo en cuanto a la ruralidad. Hay quinientas 
cincuenta personas del medio rural, con un alto grado de vulnerabilidad, que reciben capacitación y 
orientación en el marco de un convenio con el INIA y el IPA. Se visita a doscientas cuarenta familias en 
localidades de menos de cinco mil habitantes y se las orienta. Esto es bien interesante porque se trata de lo 
que INIA e IPA saben hacer -lo técnico- más lo que sabemos hacer nosotros, que es lo social. Hay 
experiencias muy importantes en lugares donde no llega otra cosa. 


También están las trayectorias sociolaborales para el desarrollo en cuanto al Programa Uruguay Clasifica. Se 
trata de doscientas sesenta y cuatro personas que participan del trabajo de clasificación de residuos, en trece 
plantas, en seis departamentos del país; ciento cincuenta clasificadoras y clasificadores reciben asistencia 
social y técnica y orientación integral. 


Dentro de las trayectorias sociolaborales para el desarrollo están las cooperativas sociales. Se trata de una ley 
que se votó en 2006, cuando el Parlamento estaba discutiendo la ley general de las cooperativas. En ese 
momento, solicitamos al Parlamento -y lo hizo- que sacara del proyecto los artículos de las cooperativas 
sociales y los votara rápidamente como un proyecto aparte. En aquella época, esta era una herramienta muy 
importante de salida de la exclusión social. 


En 2015, se crearon cuarenta y una nuevas cooperativas sociales, que representan ciento sesenta puestos de 
trabajo. De las cuatrocientas cooperativas que tenemos, quinientas noventa personas que integran los 
consejos directivos recibieron asistencia técnica en gestión empresarial cooperativa y ocho mil personas - 
socios, socias y trabajadores contratados, incluidos en sistemas de fortalecimiento- recibieron asistencia 
técnica en gestión, derechos, trabajo y formación profesional. Se articuló con Inacoop y se iniciaron 
reuniones con directorios y gerencias de organismos públicos, empresas públicas e instituciones que 
contratan cooperativas sociales. 


En 2015, se inicia un espacio de intercambio para reformar la ley que regula las cooperativas. Hemos 
aprendido muchas cosas. Las leyes tienen que acompañar las transformaciones de la sociedad. Nosotros 
estamos ayudando a transformar la sociedad, pero a veces tenemos que correr a regular. 


Por otro lado, dentro de la parte laboral, está el Programa Focco, que queremos mucho. Se trata de un 
proyecto muy puntual, de proximidad laboral, orientado a población en extrema vulnerabilidad, a refugios, a 
mujeres víctimas de violencia, a mujeres jóvenes con hijos a cargo. El primer proyecto piloto se hizo entre la 
Dirección de Economía Social e Inclusión Laboral y Uruguay Crece Contigo y estuvo dirigido al 
fortalecimiento de capacidades y competencias para el mundo del trabajo de las mujeres jóvenes con extrema 
vulnerabilidad. El trabajo que hacemos es muy duro, pero permanentemente da frutos; son dos personas o 
quinientas personas que viven un poco mejor o encuentran un camino. 


También se hizo un proyecto piloto denominado Patios del Maciel a efectos de fortalecer las capacidades y 
competencias para el mundo del trabajo de las personas que viven en refugios. Se llevó a cabo la capacitación 
en jardinería, que embellece los patios y los jardines del Hospital de Maciel. Si van allí, advertirán el cambio 
que ha habido. Lo hicieron personas que vivían a la intemperie y fueron a refugios, donde se las capacita para 
el mundo del trabajo. 


También se rediseñaron las propuestas de iniciativas locales. 


Solicito que la directora Mariela Fodde haga referencia a los espacios interinstitucionales y programáticos de 
la economía social. 


SEÑORA FODDE (Mariela).- Desde esta área, estamos implementando los programas a través de 
cinco leyes que fueron aprobadas en el Parlamento, entre ellas, la que regula las cooperativas sociales - 
Uruguay Trabaja- y fue aprobada en 2007, y la de agricultura familiar, reglamentada en febrero del 
año pasado. También está la ley de envases, que tiene relación con la inserción laboral y con el 
acompañamiento social que se hizo a la población que tiene como sustento la clasificación y que se ha 
formalizado. Por otro parte, está la ley del monotributo social Mides, hecha a medida, en el año 2011. 
Se trata de un instrumento que facilita la formalización de quienes en el año 2002 no tenían 
posibilidades de formalizarse y mostrar sus saberes. 


Hoy, pueden mostrar sus productos a través de la formalización del monotributo social, que implica un 
instrumento que apunta a la gradualidad en lo que llamamos proceso y trayectoria. Este instrumento no se 
quedará para siempre. Apostamos a que esas trayectorias estén en clave de desarrollo. Son procesos por los 
que tenemos que transitar inevitablemente. 


También transitamos esos procesos en las instituciones, por lo que en esta instancia me parece válido relevar 
estos instrumentos que han contribuido a dar continuidad a estos objetivos que tienen que ver con 
poblaciones que aún tienen ciertas vulneraciones, también en los derechos y en los aislamientos -me refiero, 
por ejemplo, al área de ruralidad-, llegando en forma complementaria con otras instituciones como el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Mediante la ley de agricultura familiar se lanzó el registro de 
organizaciones habilitadas, lo que posibilitará que los emprendimientos de agricultura familiar muy pequeños 
sean apoyados en capacitación a través de organismos como el INIA y el IPA. Se trata de duplas de equipos 
técnicos de ruralidad que llegan a esos pueblitos que muchos de los que estamos acá ni siquiera sabíamos que 
existían. Quizás sea muy atrevida al decir esto. Estos lugares están en el medio de la nada. Cuando fuimos, 
nos encontramos con familias que tienen su autosustento, que viven de lo que producen. Hoy, estamos 
trabajando para que esas familias se incluyan como monotributistas sociales y puedan vender. Nosotros 
denominamos esto “comercio de cercanía”. ¿Qué quiere decir? Que esa familia que tiene autosustento podrá 
vender su producto a la escuela, contribuyendo a insertarse en un proceso. Además, podrá estar en el registro 
de las organizaciones habilitadas. 


En 2006 hicimos varios encuentros con emprendimientos que no existían para la economía de nuestro país - 
dicho por los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas en la comisión interinstitucional-, para la 
formalización que culminó en 2010. En ese momento, miles de personas vendían sus productos y sus 
servicios. De esos encuentros surgieron dos elementos fundamentales como debilidades que se debían ajustar. 
Uno de ellas era la formalización. Entonces, luego de años de trabajo en ese ámbito en el que participaron 
todos los organismos públicos, desde esta institución surge este instrumento. Hoy tenemos más de ocho mil 
emprendimientos formalizados. Otro elemento era la comercialización. Cuando se opta por la economía 
social y se apuesta a otra forma de pararse en el mundo del trabajo -de manera asociativa en la que ellos son 
los dueños de lo que producen, a contrapelo de lo que vivimos día a día-, los puntos de comercialización son 
clave. Hemos iniciado un proceso por el cual organismos públicos y empresas privadas se han sumado a este 
compromiso. Hemos abierto puntos de comercialización donde todas las personas que ofrecen sus productos 
están formalizadas. Queremos resaltar esto porque hace a las trayectorias y a los procesos. Entonces, cuando 
miramos hacia atrás, podemos ver los puntos de partida y que hoy, en 2016, hay más de veinte mil personas 
que forman parte de esos siete mil y pico de emprendimientos formalizados que tendrán derechos por el 
compromiso que asumieron. Para nosotros, este es uno de los roles fundamentales de este Ministerio. 


Por otra parte, como Ministerio de Desarrollo Social, no tenemos la responsabilidad de la sectorial del trabajo 
pero sí de preparar a las personas con herramientas legales y también otras que se van creando en función de 
algunas especificidades. Necesitamos programas a la medida y, sobre todo, de varios talles. Dentro de los 
varios talles, quiero mencionar programas, actividades y áreas en desarrollo. Me refiero a los negocios 
inclusivos, que son la síntesis de los procesos de trayectorias de integración y capacitación laboral. Lo 
hacemos internamente; somos los primeros consumidores de lo que promocionamos. Dentro de esta iniciativa 
está la marca Provas, Procesos con Valor Social. Me hubiera gustado traer un regalito de Provas para cada 
uno, pero me tomaron desprevenida. Ya les mandaré el catálogo que estamos finalizando. 


Trabajamos conjuntamente con varios organismos públicos. Hacemos negocios inclusivos con Uruguay 
Crece Contigo y también con el Instituto Nacional de la Juventud. Vamos a continuar el desarrollo en esta 
área con el Instituto Nacional de Cooperativismo, con Cudecoop y Dinae. 


El año pasado, el día después de que finalizaran los programas de Uruguay Trabaja, comenzamos el 
programa Plazas, vinculado con la Dinae y cuyo objetivo era el empleo. Las personas que pasaron por 
Uruguay Trabaja y el Programa Plazas se integran durante un año a trabajar con otro salario y no con la 
prestación de Uruguay Trabaja, que es un programa de trabajo protegido, al que se presentaron 17.000 
personas. Es un programa que prepara para la inserción en el mundo del trabajo en sus distintas formas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una apreciación personal. Si tuviéramos que hablar de lo que se 
ha hecho en el Mides durante todo este período, nos llevaría muchísimo tiempo. Como estamos en esta 
Comisión, debemos limitar la información. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Dentro de la protección integral, nos vamos a 
referir a la inclusión socioeducativa y sociocultural. 


Dentro de los derechos humanos tenemos todo lo que tiene que ver con diversidad sexual e identidad de 
género. Se diseñó el primer censo de personas trans junto con la Dirección Nacional de Evaluación y 
Monitoreo del Mides y la Facultad de Ciencias Sociales. Por un decreto se generó el Consejo Nacional de 
Diversidad Sexual. Se continuó con el trabajo conjunto con la Facultad de Psicología y el Hospital Saint 
Bois. Allí se realiza una atención de salud específica para personas trans, por ejemplo, operaciones de cambio 
de género. Se diseñó la sistematización e investigación de esta experiencia. También se continuó con la línea 
de formación en diversidad sexual e identidad de género a cargo del Instituto de Ciencias Políticas de la 
Facultad de Ciencias Sociales a través de un convenio que está vigente. También se instrumentaron acciones 
afirmativas para población trans: cuotas en programas sociales, asesoramiento legal para el cambio de 
nombre y sexo registral y la inclusión que tenemos en nuestro Ministerio de trabajadores y trabajadoras trans. 


Actuamos de la misma manera con respecto a los afrodescendientes y equidad racial. Se ha trabajado en la 
implementación de la Ley N* 19.122. Se constituyó el Consejo Consultivo de la Sociedad Civil; se hizo la 
publicación de la ley y del decreto reglamentario, la resolución del decenio internacional de las personas 
afrodescendientes -a través de las Naciones Unidas-, y la guía de implementación de acciones afirmativas. 
Junto con las organizaciones sociales, se construyó la propuesta del mes de la afrodescendencia y se realizó 
el lanzamiento del decenio. Se realizó un llamado a licitación para cursos de sensibilización y capacitación 
sobre la Ley N* 19,122, El año pasado se organizó el seminario debate “Quilombo”, y este año estamos 
realizando otro. 


Nos preguntan mucho sobre el cumplimiento de la ley, y yo quiero señalar algo. Nosotros no somos quienes 
tenemos que contestar sobre eso, pero somos los responsables de que la ley se cumpla; el Servicio Civil es 
quien tiene los datos. De todos modos, en tono neutro, voy a hacer una afirmación basada en datos duros. En 
el Ministerio de Desarrollo Social se cumple estrictamente con la cuota. En el Poder Ejecutivo hay un 
subcumplimiento -aún queda espacio en los llenados de vacantes-; en las Intendencias es menor y en el Poder 
Legislativo el cumplimiento es cero. Creo que Poder Legislativo debería preocuparse por que se cumpla con 
la cuota de afrodescendientes. 


Ahora me voy a referir a la inclusión socioeducativa. En el año 2015 participaron 15.150 personas en cinco 
programas socioeducativos. Esto es cogestión Mides-ANEP; ya hemos dado algunos ejemplos. La 
participación en el diseño en la gestión de la estrategia Todos por la Educación es a nivel territorial. En los 
territorios educativos donde participamos, estuvimos diseñando para ir a trabajar todos juntos en el territorio 
con los niños, las niñas, escolares, liceales, alumnos de UTU, con salud, vivienda, educación y las oficinas 
del Mides. 


Asimismo, se está haciendo el sostenimiento y aportes de referentes Mides en programas ejecutados junto 
con la Anep en proceso de rediseño. Se diseñó la estrategia “Centros Educativos Promotores de Derechos”. 
Se trabajó con la Secretaría Nacional de Cuidados y la Asamblea Técnico Docente de Secundaria para el 
diseño de estrategias de cuidados para hijos de estudiantes de liceos nocturnos. Está dirigido a las personas 
que van al liceo en la noche y no tienen con quién dejar a sus niños 


En el área sociocultural se ejecutaron 61 proyectos en todo el país. Se realiza una convocatoria a la que se 
presenta gente de todo el país y proponen proyectos para que sean financiados. El año pasado ganaron 61 
proyectos muy diversos: radios comunitarias, obras de teatro, títeres, jardinería o plazas de deporte. Son 
propuestas presentadas por la comunidad y gana la que llega a cierto puntaje. 


Se diseñaron dos convocatorias nuevas: “Comunidades culturales” -que son para departamentos de 
circulación y formación- y “Nuevo Sentido”, promoción en derechos humanos. En 2015 hicimos un piloto, 
que ahora ya se está desarrollando. Me refiero al convenio entre el Mides y el Sodre junto a las escuelas de 
formación artística para las niñas, niños y adolescentes de refugios y de programas de cercanía. El año 
pasado, en el cierre de cursos de la escuela de danza moderna participaron nuestras chicas -en realidad, son 
de todos- y no se notaba la diferencia entre unas y otras. Dispusimos el acceso de más de mil personas de 
todas las edades a bienes culturales como la danza, la ópera, la música, el circo. A través de los convenios que 
hemos firmado, recibimos entradas que repartimos en todo el país. A su vez, gestionamos y distribuimos seis 
mil libros. 


En cuanto a la transversalidad en las políticas de igualdad de género en el Estado uruguayo, diré lo siguiente. 
Tenemos el Consejo Nacional de Género, integrado por la representación jerárquica de los Ministerios. Este 
Consejo está integrado por los subsecretarios o directores generales de Ministerios que parecen lógicos, como 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Educación y Cultura, Salud Pública y Desarrollo 
Social, pero también de otros, como los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional. 


La discusión y el corte de género se están promoviendo y apoyando con acciones afirmativas en todas las 
instituciones con distintos grupos de trabajo. Este año enviamos un proyecto de ley integral contra la 
violencia basada en género -que se encuentra en la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la 
Cámara de Senadores- que surgió de este trabajo colectivo en el Consejo Nacional de Género. Se aprobó el 
plan de acción, se hicieron propuestas para una ley de femicidio y se dispuso la integralidad del sistema de 
tobilleras. 


Quiero resaltar que el resultado del trabajo conjunto con el Ministerio del Interior y con su Dirección de 
Género fue muy bueno. Trabajamos atendiendo a las mujeres víctimas de violencia basada en género y a los 
varones que tienen tobilleras. Hay que trabajar -así se lo plantea el Instituto Nacional de las Mujeres- la 
masculinidad, el rol de los varones. Lo ideal sería que ese varón que hoy tiene tobillera, que tiene prohibido 
el acceso a su hogar, donde quizás estén sus hijos, haga un proceso de transformación. Hoy asistimos a las 
mujeres víctimas, pero también empezamos a trabajar con los varones que tienen tobilleras, para ver si es 
posible lograr una transformación de esos roles. Nuestra idea es ampliar esto a otros lugares del país. Esto lo 
vemos también en otros programas como Uruguay Crece Contigo. 


A su vez, hicimos un llamado para cuentos y ganó “La fuerza de papá”. Allí se explica que la fuerza de papá 
radica en que le cuenta cuentos a su hijo, en que cuelga la ropa, en que coparticipa y es corresponsable en la 
familia, junto con mamá. Cuando hablamos de género nos referimos a varones y a mujeres, y no solamente a 
mujeres. Hay que entender que a una niña, además de una pala, de una escoba o de una joyita, se le puede 
regalar un autito, y viceversa para un varón. 


También trabajamos la violencia en el noviazgo. 


Es muy importante decir que, por primera vez, promovido por OPP y por Inmujeres, estamos haciendo una 
apertura de presupuesto sensible al género. Estamos empezando a mostrar cuánto gasto público social se hace 
en las distintas instituciones del Estado en temas de género. Lo queremos hacer también con otras cosas. 


Trabajamos con género y juventud y con cuidados vinculados a género. Como saben, la directora de 
Inmujeres integra la Junta Nacional de Cuidados, en la que se estableció la línea estratégica para los cuidados 
y la línea estratégica de planificación, formación y gestión. 


Se atendieron 2.409 consultas en todo el país en servicios de atención a mujeres. Hay referentes en este tema 
en todo el país. Se atendieron 99 consultas en el servicio de atención de trata para explotación sexual. Este es 
un trabajo colectivo que estamos realizando. Para el Uruguay es un tema nuevo, no la trata, pero sí su 
abordaje, y hemos suscrito compromisos internacionales al respecto. Además, estamos haciendo dispositivos 
y trabajos. 


En 2015 hicimos seminarios y trabajos de sensibilización para funcionarios públicos de todas las 
instituciones de los tres niveles de gobierno, que tratan con personas, con muchachas y muchachos, con 
jóvenes, para que sean capaces de detectar la trata y de responder a una demanda. Como a veces no es una 
demanda directa, tienen que estar atentos a las señales que se puedan dar. 


Si durante las vacaciones visitaron los balnearios del Uruguay, habrán visto que en los hoteles hay pegotines 
y cartelitos que invitan a los empleados y a los turistas a prestar atención sobre si hay alguien que esté 
pidiendo ayuda por ser objeto de trata. 


Recordarán que la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social en 2015 detectó personas sometidas 
a trata para explotación laboral, en un ámbito que fue cerrado. Nosotros luego trabajamos con esas personas 
extranjeras sometidas a trata para explotación laboral. 


Por otro lado, 217 mujeres, adolescentes y niños recibieron asistencia habitacional transitoria por situaciones 
de violencia basada en género. 


En el tema de discapacidad hicimos el curso virtual de lengua de señas para doce departamentos, llegando a 
unas 350 personas, dimos 1.140 ayudas técnicas y facilitamos 274 prótesis, ortesis y férulas. Trabajamos en 
todo el país; ahora se va a ir a Vichadero y a otras pequeñas localidades. El número de amputaciones por 
diabetes y, fundamentalmente, por siniestros de tránsito, es alto. Tenemos un convenio firmado con el 
Instituto de Ortopedia y Traumatología del exedificio Libertad, donde se colocan piernas, férulas y ortesis, 
por problemas de nacimiento, por enfermedad y, en un número muy importante, en jóvenes, por siniestros de 
tránsito. 


Por otra parte, tenemos un 911 accesible para personas sordas, en conjunto con Antel. Hemos visitado a 318 
usuarios, a los que se valoró, cuando la ley decía que se daba asistente personal solamente a aquellos que 
tuvieran pensión por invalidez severa. Hoy la ley cambió, pero en 2015 todavía atendíamos los pedidos que 
tenían que ver con la aplicación de la ley vieja. Se hicieron 655 valoraciones y 550 consultas jurídicas. Unas 
2.000 personas fueron valoradas para el programa Asistentes Personales y 40 personas ciegas o con baja 
visión para rehabilitación integral. 


Trabajamos en el fortalecimiento institucional. 


Con la Oficina Nacional del Servicio Civil, trabajamos para promover el cumplimiento del artículo 4* de la 
Ley N* 18.651, relativo a la cuota de discapacidad. Un 4,4% de los funcionarios del Mides tiene variadas 
discapacidades e ingresaron por concurso. 


Asimismo, se hizo el trabajo para el Centro Virtual de Intérpretes de Lengua de Señas. ¿Qué significa esto? 
Por un lado, preparamos funcionarios públicos para que sean capaces de atender con lengua de señas. Por 
otro, como hoy hay nuevas tecnologías, estamos trabajando con Antel y con la Facultad de Humanidades y 
Ciencias para tener un centro virtual. Quiere decir que si el funcionario de la Intendencia, del Municipio o de 
una empresa pública no sabe lengua de señas, la aplicación hará de intérprete para el funcionario y para la 
persona. 


En cuanto al centro de ayudas técnicas, el año pasado firmamos un convenio para atender los miembros 
superiores. Tenemos un muy buen convenio con Cuba, que firmamos en 2008, por el cual técnicos cubanos 
nos proporcionan artificios ortopédicos, fundamentalmente de miembros inferiores. Esto refiere a la 
posibilidad de caminar con esas piernas ortopédicas. Hoy solo tenemos brazos cosméticos, que disimulan la 
falta de éste. Ahora vamos a ayudas técnicas de prótesis de miembros superiores, con los que puedan 
aprehender, movilizar y hacer otras cosas, más allá de disimular la falta del miembro superior. Esto se hace 
en conjunto con el Ministerio de Salud Pública, con ASSE y con el Instituto de Ortopedia y Traumatología. 


En el tema empleo, como señalaba la directora de Economía Social, están “Tienes una empresa, tienes una 
oportunidad”, “Yo estudio y trabajo”, “Uruguay trabaja”, “Primera Experiencia Laboral”. En las cooperativas 
sociales y en todos estos programas hay cupos para personas con discapacidad. 


Lo mismo ocurre con el tema educación y salud. 


Quiero resaltar, porque es algo que no se conoce del ASSE accesible, que hoy tenemos un ejemplo de 
policlínica. Me refiero a la Policlínica Luisa Tiraparé, en el Municipio B de Montevideo, en la que funciona 
la unidad de sordos. Se trata de una policlínica común, con todo lo que ASSE pone para su funcionamiento 
habitual. Además, el Mides aporta sociólogos, trabajadores sociales e intérpretes. En esta unidad de salud, 
que queremos repicar en distintos lugares, los sordos pueden atender su salud en el sentido más amplio, 
además de tener un intérprete y un trabajador social, a los que pueden apelar sí los necesitan. 


Hicimos talleres de capacitación en todo el país. 


Dentro de la inclusión, protección social y políticas de primera infancia, tenemos a Uruguay Crece Contigo. 
Queremos aclarar que el presupuesto de Uruguay Crece Contigo se ejecutó en la órbita de Presidencia, 
porque en el Período anterior nació y se radicó en la OPP. Ya en 2015, las personas, los trabajadores y las 
tareas pasaron al Mides. Pero tanto la OPP como Presidencia no rindieron cuentas por “Uruguay Crece 
Contigo”, porque el trabajo ya se hizo en el Mides, y durante todo el año estuvieron físicamente sentados en 
la OPP. Estos datos no van a estar en nuestros cuadros, pero sí en los de Presidencia. La aclaración de que es 
presupuesto 2015 está escrita. 


Como dije, las acciones se hicieron desde el Mides. Se entregaron 39.920 sets universales de “Uruguay crece 
contigo”. Esto quiere decir que todos los niños y niñas que nacen en el Uruguay tienen derecho a recibir un 
set de bienvenida. Si alguno de ustedes conoce personas a las cuales no se les entregó en la maternidad el set 
de bienvenida deben comunicarlo. Todas las maternidades del país cuentan con los sets de bienvenida 
suficientes para los 47.000 niños promedio que nacen por año. 


En cuanto a la contribución y mejora a la captación temprana del embarazo, se ha inaugurado el policlínico 
móvil para captación del embarazo, en conjunto con ASSE y MSP. En el Uruguay, por suerte, la abrumadora 
mayoría de las mujeres van a la maternidad pública o mutual. Digo esto porque en otros países esto no pasa. 
Aunque no logremos atrapar como quisiéramos a la mujer para acompañarla desde la concepción y para que 
se controle durante el embarazo, es casi seguro que en el momento del parto vamos a encontrar a la enorme 
mayoría. Además, vamos a estar ahí cuando ese bebé o esa bebé venga al mundo. 


Además del set de bienvenida, hemos implementado la telesonografía remota en dos proyectos piloto. Se 
trata de una ecografía analizada por un especialista desde lejos. Por ejemplo, la persona está en el policlínico 
móvil de Paso de los Mellizos haciéndose una ecografía, y el doctor especialista grado 5 que está en el 
Pereira Rossell puede mirarla e intercambiar opiniones con el colega de ese lugar. Nos parece que este es un 
avance muy grande que debemos generalizar. 


Se está brindado material de apoyo para control de salud y crianzas, como los rotafolios, aplicando planes 
como “Tejiendo Vínculos”, guías de apoyo de crianza para operadores de primera infancia; además, se está 
dando a conocer el trabajo técnico en el hogar, que es la atención temprana para mujeres embarazadas y niños 
menores de cuatro años en diversas modalidades. Como decía la directora Mayra Aldama, en los números de 
cercanías no estaban incluidos estos. Este es un programa de cercanías, con la mujer, con su familia, con sus 
niños. 


En cuanto al trabajo técnico en el hogar, hay 9.397 hogares acompañados desde setiembre de 2012. En esa 
oportunidad se trabajó con 12.682 niños y niñas y 4.550 mujeres embarazadas. Hubo 17.232 beneficiarios 
directos y 26.809 beneficiarios indirectos. En 2015, hubo 3.800 hogares acompañados; en esa oportunidad se 
trabajó con 5.500 niños, niñas y mujeres embarazadas. Por cierto, como siempre, en asociación con otras 
instituciones con otras vulnerabilidades. Se hizo un trabajo grupal con el Ministerio del Interior con mujeres 
víctimas de trata, privadas de libertad en todo el país; actividades de crianza y cuidados en centros de primera 
infancia, como los CAIF, los CAPI, del INAU. Además, se hizo la Encuesta de Nutrición y Desarrollo 
Infantil primera y segunda ola. Supongo que ustedes habrán oído hablar de la que presentamos en 2015, que 
hizo mucho ruido, y que es sumamente interesante. Se hizo el lanzamiento del Fondo para investigación de 
primera infancia, y se adjudicaron siete proyectos. También se realizó el seminario internacional “De primera 
y para siempre”. La apertura de este seminario la hizo el presidente de la República con el Consejo de 
Ministros, y esto es una señal de la importancia que este evento tiene. Las señales en política son necesarias. 
En dicho seminario había técnicos internacionales de altísimo nivel refiriéndose al papel de la primera 
infancia y de como “De primera y para siempre” marca el desarrollo del ser humano. En un país donde los 
datos demográficos hablan del envejecimiento de la población, 45.000 o 47.000 nacimientos por año, es una 
cifra sumamente pequeña. Esos niños en 2030, en 2050, serán los trabajadores y trabajadoras, los técnicos, 


profesionales del futuro. Según cómo nazcan, cómo se nutran, cómo se desarrollen, cómo se estimulen y 
cómo les vaya en esa primera infancia, marcará fuertemente el futuro del país. 


Si el señor presidente lo permite, cedería el uso de la palabra a la magíster Mariela Solari Morales, directora 
de “Uruguay crece contigo”. 


SEÑORA SOLARI MORALES (Mariela).- Simplemente, quiero reafirmar dos o tres aspectos que la 
señora ministra planteó claramente. 


En primer lugar -pido disculpas a quienes ya nos han escuchado decir esto, pero es una nueva oportunidad 
para reafirmarlo-, quiero señalar la importancia de invertir en la primera infancia por todo lo que la señora 
ministra planteó. 


Cuando miramos las cifras del programa de acompañamiento familiar, que es el componente focalizado que 
tiene “Uruguay crece contigo”, parecen números fríos, pero en realidad representa familias en las que el 60% 
de las mujeres son mejores de 19 años; se trata de familias donde hay mujeres muy jóvenes que no 
terminaron el ciclo básico y en las cuales hay un promedio importante de niños pequeños, que es la etapa más 
importante del ser humano. Entonces, lo que podemos hacer desde el programa de acompañamiento familiar 
es trabajar, precisamente, con las mamás, con estos niños pequeños, con los papás y con todos los que 
componen el núcleo de crianza de esos niños, siempre en acuerdo con INAU y la salud, porque en esto se nos 
va la inversión a todas las instituciones. 


Como decía la señora ministra, esto es una cuestión de derechos para los niños, para las mamás y para las 
familias. Además, es una ventana de oportunidades que se le presentan en la vida de la persona y las tiene que 
aprovechar. Quienes participamos en la gestión en el Estado tenemos la responsabilidad del manejo de los 
recursos. Si no hacemos una inversión temprana en esto, dentro de cinco años este niño que va a ingresar a la 
escuela o que a los tres años va a ingresar a un centro de primera infancia, tendrá sus capacidades 
disminuidas y no podrá aprovechar esto. Entonces, vamos a tener que reforzar con otros técnicos, con otras 
políticas, que también le cuestan al Estado. Hay mucha bibliografía al respecto a invertir en primera infancia 
y mucha evidencia a partir de la intervención de “Uruguay crece contigo”. El mes que viene vamos a tener 
pronta la evaluación de impacto, donde se muestran los resultados concretos en cuanto a cómo mejora el 
desarrollo de los niños y, sobre todo, el estado anímico y la capacidad de la mamá y de algunos de los adultos 
de referencia en la crianza. 


Lo otro que quería reafirmar de la gestión de 2015 es la importancia del pasaje de una política de primera 
infancia de una institución a otra, lo que no siempre es sencillo. Fue un pasaje muy amigable en el sentido de 
que permitió dar continuidad a lo que se venía haciendo y redoblar la apuesta en lo que tiene que ver con 
fortalecer los componentes socioeducativos en el trabajo con las familias. Integrar la política de primera 
infancia dentro del Ministerio de Desarrollo Social permitió, como dijo la directora de Economía Social, 
articular con otras áreas del Ministerio para mejorar la intervención que se hace con estas familias. 
Asimismo, permitió trabajar con temas de discapacidad, insertarse con mayor fuerza dentro del Consejo 
Nacional de Políticas Sociales, articular con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados y con todo lo que 
tiene que ver con políticas de juventud. Esa transición hay que destacarla como parte de un esfuerzo de 
gestión entre la OPP y el Mides el año pasado. 


Por último, quería destacar que desde la gestión, precisamente, por la Rendición de Cuentas, la mayoría de 
los recursos asignados en “Uruguay crece contigo” tienen que ver con el material de apoyo a la crianza para 
las familias y con los recursos humanos que trabajan en territorio en el programa “Acompañamiento 
familiar”, tanto en el hogar como en cárceles, con las mujeres privadas de libertad, como en el trabajo más 
grupal que se hace a nivel comunitario. La mayoría de los recursos están puestos ahí para el trabajo directo 
con las familias. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Cuando nosotros hablamos de “género” y 
“generación” en los temas de la mujer, en general, todos pensamos -yo me incluyo- en la mujer en la 
edad reproductiva y en la edad productiva en lo que refiere al trabajo, pero no en la niña -como refería 
la señora Mariela Solari Morales-, en la adolescente, en la joven. No pensamos tampoco en sus 
relaciones de noviazgo, en las perspectivas de los muchachos y las muchachas, ya sean adolescentes o 
jóvenes, en todo lo que tiene que ver con su vínculo con el mundo del trabajo, con la cultura, con la 


música, con el poder encontrarse en colectivos sanos y poder donde realizar todo tipo de actividades. Se 
dice que los muchachos y las muchachas no están para ninguna cosa; los jóvenes no quieren hacer 
nada, como si fueran una unidad homogénea. Nosotros sabemos muy bien que las muchachas y los 
muchachos, los jóvenes y las jóvenes, son diversos y tiene intereses distintos, a algunos les puede gustar 
la música, a otros el estudio de tecnologías de la innovación y a otros los paseos, el medio ambiente y los 
vínculos con otras personas. 


En cuanto a cómo se impulsa desde una vieja institución en relación al Mides, como es el Instituto Nacional 
de la Juventud, tanto lo que hace a las juventudes de todo el país como el trabajo en cercanías, si me lo 
permite el señor presidente, cedería el uso de la palabra al Director del instituto, el economista y politólogo 
Santiago Soto. 


SEÑOR SOTO (Santiago).- En cuanto a la primera infancia y adolescencia se han hecho muchos 
estudios internacionales. Uno de los últimos premio Nobel de economía, James Heckman, señala que la 
inversión en primera infancia y en adolescencia son dos inversiones complementarias y, sin lugar a 
dudas, son muy importantes en el desarrollo futuro de las personas. 


En lo que tiene que ver con 2015, el Instituto organizó tres líneas de acción, como decía la señora ministra, 
dentro de las líneas del Ministerio de Desarrollo Social. Una tiene que ver con la participación y el rol 
protagónico de los jóvenes en el cambio cultural, en las diferentes expresiones juveniles. Algunas de las cosas 
que señalamos en la presentación refieren a fondos de iniciativas juveniles, que hay más de ochenta en todo 
el país. Por ejemplo, el fondo “Somos de acá “ para jóvenes rurales o las Expo Educa, que realizamos en todo 
el país con las intendencias de cada uno de los departamentos. Fue una muy buena experiencia que está por 
cumplir diez años. En conjunto con la Presidencia de la Cámara de Representantes, dentro del proyecto “Más 
juventudes, más democracia” realizamos una instancia juvenil, que devino en un consejo de participación, 
que este año vamos a terminar de consolidar. Por lo tanto, quiero que sepan que la inversión que hicieron el 
año pasado en la participación juvenil, tuvo sus frutos de largo plazo. 


“Arte y Juventud” es otra buena instancia; la llevamos adelante junto al municipio de Carmelo y la 
Intendencia de Colonia. Este trabajo permitió visibilizar el rol positivo y protagónico que tienen los jóvenes. 


Hemos seguido avanzando en el Plan de Acción de Juventudes 2015-2025, construido con las juventudes 
políticas de todos los partidos. Si bien en la presentación no se destacan muchos detalles de este Plan, les 
comento que forma parte de las líneas que tiene el Mides como coordinador de políticas sociales, en 
particular, para la juventud. 


Quizá la novedad más importante para el Instituto de Juventud en estos veinticinco años sea que a partir de 
2015 comenzó a liderar la ejecución directa de algunas políticas sociales. Una de ellas es el programa 
“Jóvenes en Red”, que atendió a más de cinco mil jóvenes en un proyecto individual vinculado a la 
educación y al trabajo; en la presentación figuran algunos de los resultados de este proceso. 


También comenzamos a hacer el acompañamiento a jóvenes que egresan del Inisa. Para esto, el INJU trabajó 
en conjunto con el INAU. 


A partir del año pasado comenzamos a llevar adelante un proyecto piloto muy interesante relativo a la 
prevención de trayectorias delictivas. Junto al Ministerio del Interior trabajamos con jóvenes que si bien no 
están judicializados han pasado por procesos en las comisarías. Este proyecto tiene que ver con la inclusión 
laboral o educativa y, obviamente, con lo personal. Hay que atender estos aspectos para que puedan salir de 
las trayectorias y que no terminen en el delito. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Continuamos desarrollando el segundo eje, que 
es la protección y promoción social integral. 


Vamos a hablar de las personas adultas mayores y de las políticas de vejez y envejecimiento. 


El Instituto está trabajando junto a las personas mayores representantes de las organizaciones sociales de todo 
el país. Algunas instancias desarrolladas son el “Encuentro Nacional de la Red de Personas Mayores” y la 
sesión del Parlamento integrado por personas mayores, que tuvo mucha repercusión en todos los lugares del 
país. Lo sabemos porque en las salidas que hace el gobierno de cercanía muchísimas organizaciones de la 
Red de Adultos Mayores, Redam, nos contaron su experiencia en la sesión del Parlamento realizada aquí 
junto a ustedes. Estaban muy felices, entre otras cosas, porque habían participado legisladores, lo que el año 
anterior no había ocurrido. 


También se ha realizado capacitación en derechos humanos y se ha trabajado con organizaciones sociales. 
Aclaro que como vamos a dejar la presentación, no me voy a extender en cada uno de los puntos. 


Debemos destacar la promoción y protección en lo que tiene que ver con el Sistema de Información de Vejez 
y Envejecimiento. Esa información está en el Observatorio Mides. Precisamente, hace dos días se presentó el 
nuevo, ampliado y mejorado Observatorio Mides; el sociológo Labat les puede decir cómo hacer para sacar 
todos los datos que quieran. El sistema es muy amigable; hasta gente como yo puede ser capaz de sacar 
datos. 


Otra línea en la que trabajamos es la asistencia. Tenemos un dispositivo de atención a la problemática del 
abuso y maltrato a las personas mayores, con mecanismos de respuesta integral. Atendimos a 156 personas 
mayores por abuso y maltrato intrafamiliar, y brindamos apoyo a situaciones de especial vulnerabilidad, ya 
que las personas mayores están en situaciones sociales críticas. A veces, un vecino o alguien de la comunidad 
nos avisa -inclusive, sin dar su nombre-, por ejemplo, que hace tiempo no ve a determina persona. Nosotros 
vamos al lugar y encontramos que la persona mayor está sola, que tiene un ingreso pero no lo maneja, 
etcétera. 


También es importante la promoción de centros de larga estadía: residenciales o como muchas veces mal dice 
la gente casas de salud. Tenemos la convicción de que se debe brindar atención socio-sanitaria; por eso 
compartimos este tema con el Ministerio de Salud Pública y el Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
realiza un trabajo intersectorial. 


Quiero destacar el trabajo del equipo de Inmayores. Se trata de un pequeñísimo equipo de gente, que pone su 
alma y su vida en esto, que tiene vocación de trabajo con las personas adultas mayores. A diciembre de 2015, 
en un trabajo coordinado con el Ministerio de Salud Pública, se fiscalizaron, registraron, asesoraron y 
censaron 1.114 centros. Aproximadamente catorce mil personas mayores viven en ellos. Los trabajadores y 
las trabajadoras que se desempeñan en estos centros son cerca de cinco mil. Durante 2015, el Mides realizó 
mil setecientas visitas a estos establecimiento. Cabe aclarar que la Dirección Nacional de Evaluación y 
Monitoreo es la que determina cómo los técnicos de Inmayores deben abordar, sistematizar, evaluar, hacer el 
análisis y fiscalizar. 


Estas visitas permitieron conocer en detalle la situación de los establecimientos: los servicios que se prestan, 
las personas que ahí viven, hacer seguimiento, asesorar, observar y sancionar. En 2015 el Mides aplicó 74 
sanciones, clausuró 4 establecimientos y habilitó 12 establecimientos. 


Si bien en 2015 el INDA está en el presupuesto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, desde el 1” de 
marzo del año pasado comenzó a trabajar en la órbita del Mides, como pasó con el programa “Uruguay Crece 
Contigo”. 


Si se me permite, cedo el uso de la palabra al doctor Gerardo Lorbeer, director del INDA para que haga 
algunas apreciaciones. 


SEÑOR LORBEER (Gerardo).- Como bien explicó la señora ministra, a partir de este año se hizo 
efectivo el cambio de Inciso del Instituto Nacional de Alimentación. Hasta el último día de 2015 estuvo 
dentro del Inciso 13 y su unidad ejecutora era la 006, y desde el 1” de enero de 2016 comparte la 
estructura del Inciso 15, “Ministerio de Desarrollo Social”. 


Las prioridades y líneas estratégicas del INDA se comenzaron a trabajar en esa transición y, obviamente, 
serán producto de rendiciones de cuenta futuras. Yo asumí en junio de 2015 la dirección del Instituto. Sin 


duda, esa transición fue uno de los trabajos principales. 


La rendición de cuentas del año 2015 del presupuesto del Instituto Nacional de Alimentación refleja las líneas 
estratégicas y los pesos relativos y absolutos de las principales apoyaturas y transferencias. 


Si bien las acciones y programas del INDA son conocidos, muchas veces solo se visualizan las transferencias 
en alimentos -de distinta manera y por distintos programas- y las transferencias en dinero, ya sea por hogar, 
individualmente o a través de los más de setecientos programas que apoyan instituciones públicas y privadas. 


Por esto, tenemos que destacar el rol que cumple el INDA como facilitador de las políticas, obviamente, sin 
ser el rector de políticas de salud, la policía sanitaria del Estado ni el encargado de la regulación alimentaria y 
los servicios de bromatología, que están dentro de las autonomías de los gobiernos departamentales. 
Precisamente eso es lo que se expresa en esta rendición de cuentas. 


En concordancia con las líneas estratégicas del Mides, tanto por Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
como por Uruguay Crece Contigo, es el peso que tiene en el presupuesto la apoyatura a los Centros de 
Atención a la Infancia y la Familia, CAIF. El año 2015 cerró con 386 CATF. Las transferencias en dinero a 
estos Centros para la compra de los alimentos que necesitan -según la modalidad, la complejidad y la 
integralidad en la atención de cada uno de ellos- pesa en el presupuesto de INDA más del 20%. La cifra 
supera $ 230.000.000 en el año. 


Las otras transferencias y apoyaturas que pesan presupuestalmente tienen que ver con el Sistema Nacional de 
Comedores. Es importante aclarar que INDA solamente administra y gestiona los comedores de Montevideo. 
En el interior, este trabajo se realiza a través de una alianza estratégica con los gobiernos departamentales, 
con los comedores locales y con funcionarios departamentales; es allí como se integra este Sistema Nacional 
de Comedores. Por lo tanto, en el presupuesto es importantísimo el peso que tiene la compra de alimentos 
para consumo humano, tanto frescos como secos. 


También son importantes las transferencias; la ministra se refirió a este tema. La tarjeta Uruguay Social hace 
más de ocho años que existe. INDA, también tiene una tarjeta; ya lo explicó la ministra así que no voy a 
reiterar los conceptos. Sí voy a decir que hay un énfasis del INDA en relación a este instrumento de 
transferencia monetaria, que actualmente se utiliza en más de mil comercios; cabe aclarar que esa red se va 
incrementando. Me refiero a la detección de enfermedades crónicas en uno o en varios integrantes de un 
hogar. Esto implica un riesgo nutricional además de vulnerabilidades socioeconómicas. En el segundo 
semestre de 2015 comenzó a aumentar el monto de esas transferencias sustituyendo otro tipo de 
instrumentos. 


De acuerdo con los énfasis del Sistema Nacional Integrado de Cuidados y considerando el otro extremo de 
las franjas etáreas, es decir la de los adultos mayores, podemos decir que el INDA hace transferencias a 
través de BPS para las pensiones más bajas, brindando un complemento desde el punto de vista nutricional 
que tiene un peso de aproximadamente 15% dentro del presupuesto del instituto. De esta manera, en 2015 se 
complementaron aproximadamente ochenta mil pensiones del BPS. 


Obviamente, INDA desarrolla muchísimos otros programas y acciones que son de menor monto y tienen un 
menor peso en el presupuesto a los cuales no vamos a referirnos porque los legisladores y legisladoras tienen 
los datos. 


Por último, quisiera mencionar que estas son apenas algunas de las acciones que se conocen del Instituto 
Nacional de Alimentación, pero como dijo la ministra y lo profundizó la directora de Economía Social e 
Integración Laboral, Mariela Fodde, tienen muchísima importancia las transferencias que hace el Estado a 
través de INDA tanto a las personas y hogares como a las instituciones, como en el caso de los CATE, así 
como también las partidas en dinero que se destinan a las intendencias departamentales, que implican dinero 
que pensamos que potencia desarrollos locales, más allá de lo primordial que es facilitar la accesibilidad 
complementaria a lo alimentario y nutricional de cualquier ser humano, porque ninguno de los programas de 
INDA satisface todas las necesidades desde el punto de vista alimentario y nutricional de una persona. 
Pensamos que si bien ese es el primer objetivo, hay mucha potenciación en estas transferencias que hacen a 
los desarrollos locales tanto social como económicamente. 


En este sentido, es justo mencionar en esta casa que desde Dinesil se reconoce la importancia del trabajo 
realizado por legisladores y legisladoras presentes, quienes junto con el Mides y el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca fueron los principales promotores de la Ley N” 19.292, que se refiere a que determinado 
porcentaje de las compras estatales deben realizarse a nivel local, es decir, a organizaciones de la sociedad 
civil y pequeños emprendimientos, apoyando la agricultura familiar. Para el INDA también es un objetivo 
prioritario que con estas transferencias se apoyen esos desarrollos a fin de que las compras se descentralicen 
cada vez más y no se concentren ni se excluya a las unidades económicas por su tamaño en el mercado, sino 
que se dé preponderancia a la agricultura familiar. Cuando se habla de hábitos saludables siempre se 
menciona que más del 90% de los uruguayos y uruguayas no logramos consumir cinco porciones diarias de 
frutas y hortalizas, pero tenemos la buena noticia de que solamente importamos el 4% de esos productos. 
Somos soberanos en frutas y hortalizas para nuestro consumo y ese número puede incrementarse mediante 
ese apoyo a la agricultura familiar. A la vez, debemos reconocer que la población rural y fundamentalmente 
el pequeño agricultor familiar ha venido decreciendo; hoy no contamos en el país con más de un 5% de 
población rural. Y eso no solamente implica la vida de estas familias y productores sino el proyecto y futuro 
del país como productor de alimentos, así como el hecho de que estos programas se puedan seguir 
desarrollando. 


Hay muchos otros temas de los cuales INDA no es rector pero en los que desde 2015 está trabajando y uno 
muy importante es el relacionado con el desperdicio y residuo de alimentos que todavía pueden ser de 
consumo humano y animal. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Luego de lo expresado por el doctor Lorbeer 
quisiera enfatizar que cuando uno va al territorio -a continuación ingresaremos en ese tema- 
comprueba que resulta natural que como en el lugar hay producción fresca y orgánica esta acción 
representa un apoyo para esos pequeños productores y estas familias. A la vez, si el Estado tiene que 
brindar alimentos al CATE, a la escuela o al hospital, es bueno que allí mismo se produzcan esas 
transacciones que también nos permiten eliminar costos. Esto resulta fantástico desde el punto de vista 
del desarrollo del territorio pero si lo miramos estrictamente del lado de los números apreciamos que 
también eliminamos costos. No es lo mismo que tengamos que trasladar alimentos de un lado a otro 
que existan habilitaciones con sus debidos controles que favorezcan esas pequeñas producciones que a 
su vez cubren las necesidades de ese mismo territorio o microterritorio. 


Recuerdo que cuando comenzamos en la primera etapa con el Plan de Emergencia en una pequeñísima 
localidad del departamento de Durazno no había panadería y, por tanto, tenían que comprar en otra pequeña 
localidad. Entonces, el pequeño emprendimiento productivo que en aquel momento hicimos en aquel lugar 
con la gente del Plan de Emergencia fue de panificación. Esos elementos son los que los tres niveles deben 
mirar porque las transferencias monetarias que se hacen desde el gobierno central a los gobiernos 
departamentales incluyen estas que a veces no están sumadas, pero se trata de transferencias de distintas 
instituciones. En algún momento tendremos una cuenta común que realmente nos muestre el trabajo que llega 
por cada vía al segundo nivel y aspiro que mejoremos aún más la ley de descentralización y podamos 
transferir más al tercer nivel, o al primero, como dicen los miembros en el municipio, porque son los que 
están pegaditos al suelo. 


El tercer eje estratégico es el apoyo a los procesos de descentralización y participación, tema del cual 
estuvimos hablando. En la imagen que aparece proyectada pueden apreciar las oficinas territoriales del 
Mides. Recuerdo que cuando hablábamos de oficinas en la primera etapa nos estábamos refiriendo a un 
trabajador o una trabajadora que desde un sindicato, una organización social o la intendencia, trataba de 
cubrir toda la cancha con voluntarios a apoyatura de otras instituciones del Estado. Lentamente, hemos 
avanzado en ese sentido, debido a que estamos convencidos de que hay que descentralizar -porque insisto en 
que nacimos en el año 2005; tal vez si hubiéramos nacido en el siglo pasado no hubiéramos tenido 
descentralización- y de que debemos apuntar a la descentralización política. 


Hace pocos días, en ocasión del primer diálogo social varias organizaciones de la sociedad civil decían muy 
claramente que descentralizar no es solamente desconcentrar servicios sino transferir poder de decisión para 
que aquellos que están en el territorio sean capaces de mirar, elaborar, priorizar y jerarquizar, siempre dentro 
de un proyecto común. No se trata de que cada pedacito tenga su propio programa, porque eso sería una 

locura, sino de que cada lugar haga su plan en función de las necesidades, las demandas o la organización de 


la demanda de acuerdo con las realidades que se ven de manera diferente desde Montevideo que desde el 
resto del país. Al respecto podríamos hacer una larguísima historia. 


Como decía, en el mapa proyectado podemos apreciar las oficinas territoriales del Mides que nuestro director 
quiere que sean más pero en este quinquenio no va a ser posible. 


Los programas y servicios de una oficina territorial implican la atención a la ciudadanía tanto en ellas como 
en los puntos móviles de atención urbanos y rurales. Esto quiere decir que los trabajadores de esa oficina no 
solamente están sentados en una silla detrás de un escritorio. Hay gente que está atrás de un escritorio porque 
resulta necesario ingresar datos o dar respuestas, pero esa oficina se traslada a las pequeñas localidades el 
primer lunes del mes o el segundo miércoles, o en fechas acordadas con los vecinos, y atiende directamente 
allí. 


En este sentido, el avance vertiginoso de la tecnología nos ha ayudado mucho. Recuerdo que en el primer 
gobierno el hecho de haber logrado una laptop por oficina fue maravilloso, lo que al final del período se 
complementó con un módem. Hoy podemos hacer esto porque, además, tenemos los centros MEC, wifi, 
etcétera, que permiten contestar a la persona en el momento y no inscribir todo y luego mandarlo a 
Montevideo para averiguar. 


Estas oficinas también brindan apoyo y coordinación en el territorio a programas e institutos del MIDES que 
están en todo el país y a los que hicimos referencia. También se dedican a la articulación interinstitucional 
con la Mesa Interinstitucional de Políticas Sociales, los municipios, las intendencias, la Junta Departamental 
de Drogas, la Comisión Departamental de Discapacidad y los Centros de Emergencia. En este sentido, se 
mencionó algo por parte del INDA, así como cuando nos referimos a las tarjetas, ya que también nosotros 
somos parte del Sistema Nacional de Emergencias y del Comité Departamental. Ser parte de ese sistema 
implica salir con alimentos o buscar a las personas para que no ocurra una tragedia. Una salida de emergencia 
también puede ser entregar la caja cuna de emergencia, lo que no fue mencionado por Mariela Solari. 
Nosotros entregamos una caja cuna con una bolsa con los primeros elementos que necesita un bebé, como 
pañales, mamaderas y abrigo; muchas son cosidas por nuestras emprendedoras de Dinesil, porque tratamos 
de hacer todo el circuito. De esta manera, si la mamá tiene que salir corriendo con su bebé en medio de una 
inundación o en un caso como el que sucedió en Dolores, puede tener su caja cuna y la bolsa con lo primero 
que va a necesitar y que seguramente no habrá atinado a tomar porque se habrá dedicado a salvar a su bebé 
de esa situación de emergencia. 


A la vez, estas oficinas apuntan a la promoción de la participación ciudadana y de las redes locales. También 
brindan asesoramiento jurídico, para lo cual tenemos consultorios jurídicos en todo el país en convenio con el 
Centro de Estudiantes de Derecho en los que atienden profesionales; realizan visitas sociales de los 
programas de cercanías que mencionamos, como Jóvenes en Red, Uruguay Crece Contigo, el Programa 
Cercanías, así como acompañamiento técnico a estudiantes avanzados de la Udelar en sus trabajos finales en 
el marco de un convenio. 


Asimismo, en estas oficinas tenemos Servicios de Orientación, Consulta y Articulación Territorial (Socat), 
que nacieron en el marco del Programa Infamilia pero que hoy tienen que ver con convenios con 
organizaciones de la sociedad civil y en 2015 se dedicaron a trabajar en más lugares como articuladores del 
conjunto de organizaciones de la sociedad civil e instituciones del Estado y privadas, o empresas, es decir 
todas las fuerzas vivas del lugar. 


En este sentido, podrá brindar más detalles el Director Nacional de Gestión Territorial, Mauricio Guarinoni, 
de quien dependen estas oficinas y los Socat. 


SEÑOR GUARINONI (Mauricio).- Saludo a todos los legisladores y legisladoras. 


Simplemente quisiera ahondar en algunas de las cuestiones adelantadas por la señora ministra. 


En el marco de la labor de la Dirección Nacional de Gestión Territorial debemos pensar el modelo de gestión 
del Ministerio. También articular las diversas direcciones, institutos y asesorías que tiene el Ministerio de 
Desarrollo Social. 


Tenemos los dispositivos de atención ciudadana: las oficinas territoriales y los Socat. 


Es nuestra responsabilidad articular y coordinar las políticas sociales a nivel territorial en el marco de las 
mesas interinstitucionales de políticas sociales. 


A nivel nacional, existen mesas interinstitucionales de políticas sociales en todos los departamentos. En el 
período pasado de gobierno, se centraron en el armado de agendas estratégicas. Inclusive, se hizo una 
publicación al respecto que daba cuenta del diagnóstico social de cada uno de los departamentos. 


En esta etapa, en un nuevo período de gobierno, pero continuando con lo que se venía realizando, nos 
propusimos planes de acción en cada uno de los departamentos en torno a las políticas sociales. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Sebastián Andújar) 


Eso quiere decir que en las mesas interinstitucionales de cada territorio, convocadas por la dirección del 
Mides, están presentes todas las instituciones de carácter nacional que tienen despliegue territorial. A su vez, 
tenemos la incorporación de las intendencias departamentales y de los municipios en estos ámbitos de 
articulación territorial. 


¿Por qué? Por lo que decía la ministra. No podemos pensar en un proceso solamente de desconcentración de 
territorio sin incorporar a esto mayores niveles de descentralización. Obviamente, la descentralización pasa 
por que los gobiernos departamentales y los municipios puedan incorporarse en una articulación o 
coordinación, pero también en la toma de decisiones y en la ejecución de políticas sociales. 


Este es un proceso iniciado y no acabado, que tiene niveles de complejidad bastante importantes. Lo que sí 
podemos adelantar es que hicimos convenios marco con gobiernos departamentales. Si bien lo hicimos 
solamente con cinco departamentos a 2015, este planteo fue realizado absolutamente a todos los gobiernos 
departamentales. 


En el marco de la gira de cuidados, nos reunimos con cincuenta y seis de los ciento doce municipios, 
planteándoles la posibilidad de avanzar en acuerdos que involucren la ejecución de políticas sociales a nivel 
territorial. 


Además de la fuerte impronta que le dimos a la incorporación de las intendencias y de los gobiernos 
municipales, a nivel de las instituciones nacionales planteamos que cada una de ellas, por resolución formal, 
incorporara un representante en territorio. ¿Por qué le damos importancia a esto y nos embarcamos en esta 
solicitud? Porque las instituciones a nivel de territorio enviaban a las mesas interinstitucionales de políticas 
sociales a representantes sin jerarquía, sin mandato directo de sus ministros, lo que generaba un ámbito de 
catarsis, más que de resolución política. Así lo hicimos, y la gran mayoría de las instituciones respondieron a 
este llamado. Quiere decir que quienes hoy representan a la instituciones nacionales en las mesas 
interinstitucionales de políticas sociales son jerarcas que tienen mandato político de sus ministros. 


Esto nos permitió que al día de hoy estemos terminando un proceso de elaboración de los planes de acción 
departamental. Sin ahondar demasiado en eso, quiero decir que cada territorio tiene su realidad particular, 
pero también una problemática que transversaliza a todo el país. 


El tema de salud mental está planteado. En ese marco realizamos una reunión del Consejo Nacional de 
Políticas Sociales. El Consejo Nacional de Política Social fue creado por ley. Después está la comisión 
territorial, de la cual participamos. Luego están las MIPS. 


En el Consejo Nacional de Política Social, están los subsecretarios de cada ministerio. Participó por primera 
vez en una reunión en el interior del país -en Treinta y Tres- en la Regional Este, compuesta por los 
departamentos de Treinta y Tres, Cerro Largo, Lavalleja y Maldonado. 


Ahí se presentó el avance de los planes que ya se habían enviado previamente a ministerios e instituciones, y 
se recibió una devolución. 


El tema de salud mental fue el de mayor envergadura presentado en esa Regional. Cuando vengan los 
representantes del Ministerio de Salud Pública, seguramente ahondarán en ese tema. Los porcentajes de 


suicidios en la Regional Este duplican la media nacional. Obviamente, hicimos énfasis en ese tema. El 
Ministerio de Salud Pública está trabajando en ese sentido, pero es importante trasmitir que con la 
elaboración de estos planes a nivel de territorio logramos identificar los problemas prioritarios que existen en 
el lugar en torno a las políticas sociales. 


El segundo tema que se planteó fue el de la vivienda; esta problemática no escapa a nadie. Obviamente, aquí 
aparecían los temas educativos y laborales 


Esta elaboración de agendas estratégicas en el departamento de Montevideo y Canelones es más lenta y 
compleja, pero lo hemos empezado a hacer. A nivel de Montevideo existen tres mesas interinstitucionales de 
políticas sociales. A través de una coordinación entre ellas, y a partir de una reunión con la Comisión 
Territorial del Consejo Nacional de Políticas Sociales, se ha avanzado en las primeras líneas de elaboración 
de un plan. Lo mismo pasa con el departamento de Canelones. 


En 2015 teníamos treinta y cinco oficinas territoriales. En 2016 ya tenemos treinta y siete, y esperamos llegar 
a las cuarenta a comienzos de 2017. Todo esto sin aumentar un solo peso los rubros que el Ministerio destina 
para ello. Eso implica acuerdos con otras instituciones para el uso de locales, redistribución de recursos 
humanos en territorio y también mucho apoyo en algunos lugares de la sociedad civil para el trabajo con las 
pequeñas localidades. 


Las oficinas territoriales del Ministerio de Desarrollo Social reciben una demanda muy importante. El 
despliegue territorial tiene como puerta de entrada las oficinas territoriales. Solamente en el año 2014, a 
través de la atención ciudadana, ingresaron 120.000 personas a las oficinas territoriales. Desde el año 2010 a 
la fecha fueron 492.000, y tuvimos aproximadamente 830.000 consultas. 


El concepto de atención ciudadana, que nosotros manejamos, es bien complejo; requirió de todo un trabajo 
técnico, además de perfeccionamiento. 


Nosotros definimos la atención ciudadana como el proceso que parte de una demanda y que supone la 
identificación de necesidades y/o riesgos para dar una respuesta integral a las personas. Eso quiere decir que 
nosotros construimos la demanda. La atención ciudadana no refiere a una duda puntual de un ciudadano, ni a 
una ventanilla de informes. La atención ciudadana busca un diálogo con la persona que se presenta a una 
oficina territorial del Ministerio de Desarrollo Social, a fin de ver sus necesidades, la problemática que está 
viviendo y qué otros servicios del Mides puede estar requiriendo. A veces es necesario derivarla a otra 
institución del Estado. En ese caso, la acompañamos porque este proceso es integral. 


Obviamente, esto requiere de un sistema de registro que se genera en el proceso de atención, que arranca con 
un diagnóstico y luego se va complementando con una entrevista y una revisión de antecedentes. En algunos 
casos, es absolutamente necesaria la entrevista en domicilio para definir algunas cuestiones que tienen que 
ver con la materialidad de esas familias. 


Después, se procede al armado de una estrategia de trabajo, con una orientación, asesoramiento -en caso de 
ser necesario, con la derivación-, seguimiento, coordinación y articulación con otras instituciones. Eso con 
respecto a la atención ciudadana. 


En un estudio hecho por el BID, en el año 2014, aparece el Ministerio de Desarrollo Social como la oficina 
pública con mejor evaluación por la ciudadanía; los grados de satisfacción de atención están entre el 80% y el 
90%. Esto tiene que ver con la oficina territorial y con los Socat. 


Los Servicios de Orientación, Consulta y Articulación Territorial -Socat- están en línea con la organización 
de la sociedad civil; se ha llamado a licitación, etcétera. 


Ese Servicio tiene tres componentes que me gustaría destacar. Uno tiene que ver con la atención, que es 
complementaria a la oficina territorial. ¿Por qué complementaria? Porque los Socat no están cerca de la 
oficina territorial, sino que están enclavados en los territorios de mayor vulneración social. Al igual que la 
oficina territorial, los Socat realizan atención descentralizada. Si tomamos la atención descentralizada que 
hacen las treinta y siete oficinas del Ministerio en territorio y le agregamos la atención descentralizada que 
hacen los Socat, tenemos más de doscientos puntos en todo el país donde el Mides está presente. Si lo 
pudiéramos graficar, sería como una telaraña que llega a todo el territorio. 


Como otro componente, tenemos la articulación territorial que realizan los Socat en el marco de las mesas de 
coordinación zonal. Existen ochenta mesas de coordinación zonal en todo el país, donde las instituciones, las 
organizaciones de la sociedad civil y los vecinos se nuclean para discutir la problemática del barrio. 


A través de los fondos de iniciativa barrial, logramos que la participación sea más efectiva en torno a la 
discusión de las propuestas y de la ejecución de proyectos. Tanto es así que, trascendiendo la rendición de 
cuentas 2015, pero teniendo una perspectiva en esta etapa de gobierno, es muy valioso para nosotros el 
enclave territorial que tienen estos servicios, porque son el único dispositivo a nivel territorial que logra 
reunir instituciones, organizaciones de la sociedad civil y vecinos en torno a los problemas sociales del 
barrio. Tanto es así que estamos pensando, conjuntamente con la Secretaría de Cuidados, ejecutar a nivel de 
territorios, en esta nueva etapa, proyectos de participación social para que el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados crezca de pie. O sea que haya un involucramiento muy importante de la comunidad en una clave de 
derechos y promoción de corresponsabilidad. 


También quiero decir que los Socat convocan a los nodos temáticos. La mayor parte de estos nodos temáticos 
refieren a educación y a familia. Son ciento cincuenta en todo el país y buscan que los técnicos que están en 
territorio discutan la problemática y busquen propuestas, sobre todo vinculadas con la educación y la familia. 
Estos son los principales temas que estos nodos temáticos discuten; convocan y articulan los servicios 
territoriales. 


Voy a pasar a comentar lo que el presidente de la República llamó Gobierno de cercanía y los Consejos de 
Ministros que se realizan en el interior del país. Nuestro ministerio ha estado presente en cada uno de ellos. 
Es importante decir que la ampliación de la agenda que se ha logrado con la sociedad civil ha sido 
fundamental.Eso significa que previamente trabajamos en la construcción de esa agenda. El Ministerio de 
Desarrollo Social se relaciona en todo el país con más de seiscientas organizaciones de la sociedad civil. En 
ese marco, las reuniones previas a los Consejos de Ministros son de muchísima utilidad para articular, 
coordinar, establecer recursos en común a la hora de ejecutar las políticas y para pensar en el futuro. 


Nos parece muy acertada la decisión del presidente en cuanto al Gobierno de cercanía, a los Consejos de 
Ministros, en cada uno de los departamentos. La agenda que se genera allí la trabajamos posteriormente con 
todas las direcciones del Ministerio y la articulamos con las demás instituciones. 


Con respecto a las políticas de frontera, en el Consejo de Ministros de Artigas se planteó que era necesario 
pensar en las políticas públicas, transversalizadas por el eje de frontera. Eso no nos parece menor. El 
presidente de la República recogió esa solicitud. Nosotros participamos de una reunión, que se convocó a 
pedido nuestro a través de la Cancillería y de la OPP, con las intendencias departamentales y los diputados de 
todos los partidos que viven en los departamentos de frontera. 


La temática de frontera es muy importante en torno a las políticas sociales. Nos preocupan varios temas que 
hemos venido trabajando. Uno de ellos es el de trata. En un proceso que comenzó en 2015 y que terminó de 
afirmarse en 2016, en abril de este año, en Brasilia, participamos de una reunión entre los gobiernos 
uruguayo y brasileño, en la que acordamos la capacitación de los funcionarios públicos de frontera en la 
temática de trata en los tres niveles de gobierno. A su vez, hablamos de la posibilidad de sensibilizar a las 
empresas, sobre todo a las de transporte y carga, en la temática de frontera, porque tienen mucho que ver en 
esto y podrían jugar un rol diferente al que tienen hoy. Otro punto es la sensibilización de los medios de 
comunicación a nivel local. La temática de trata no tiene que ser invisible. Muchas veces se trata desde otro 
ángulo, que no nos parece adecuado desde una perspectiva de derecho. 


En ese marco de las políticas de frontera, nos preocupa mucho la documentación de los uruguayos que viven 
del lado brasileño. Hay un tratamiento diferencial del gobierno brasileño hacia los uruguayos que están en 
situación de vulneración social porque para tramitar la documentación tienen que pagar timbres. En cambio, 
los ciudadanos brasileños que están del lado uruguayo están exonerados de esos costos. En esta reunión de 
Brasilia, planteamos la reciprocidad del gobierno brasileño con el uruguayo en la materia. 


Por otra parte, tenemos un convenio con el Centro de Estudiantes de Derecho en cuanto a los consultorios 
jurídicos. La consagración del derecho de acceder a la Justicia en base a un sistema democrático de desarrollo 
del estado de derecho, respecto a los derechos humanos, es fundamental para nosotros. Nos parece que con 
este convenio avanzamos en ese sentido. A su vez, es esencial como garantía de la igualdad ante la ley. Me 
refiero a una conceptualización integral del acceso a la Justicia, que derribe la barrera de la inequidad 


territorial y que dé la posibilidad de que todas las personas puedan acceder a ella. Se trata de obtener 
conocimiento en el ejercicio y defensa de los derechos y las obligaciones, a través de un servicio de justicia 
que sea accesible para los usuarios y centre sus servicios en la necesidad de las personas, reconociendo su rol 
e incorporando a los sectores más vulnerables. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Óscar Groba) 


Esto, para nosotros, tiene una alta relevancia política. Tanto es así que las consultas que recibe el 
Ministerio de Desarrollo Social en las oficinas territoriales, a través de este convenio, han generado una gran 
demanda de la ciudadanía. Obviamente, los consultorios son del interior del país, no de Montevideo, donde 
se accede de otra forma a los servicios jurídicos. Los consultorios jurídicos con los cuales conveniamos a 
nivel territorial trabajan la temática de la familia. La tutela de los derechos vinculados a la familia, sobre todo 
a los menores de edad, es absolutamente relevante. Además, el cumplimiento de las pensiones alimenticias no 
solo es un derecho que se debe otorgar, sino una obligación de quien lo otorga. Esto también se vincula con 
las situaciones de frontera. Muchas veces, hay padres que cruzan la frontera para no pagar la pensión 
alimenticia; en esto también estamos trabajando con el gobierno de Brasil. También trabajan en el régimen de 
visitas, de la tenencia, de la investigación de paternidad, de la declaración de incapacidad. Dentro de la 
materia civil, también se trabajan los desalojos y los lanzamientos. El acceso a la documentación de la 
población indocumentada también es muy importante. El servicio de consultorios jurídicos aporta mucho al 
respecto. También se trabaja en la rectificación de las partidas de nacimiento y en el proceso de cambio de 
identidad, algo no menor, que es un derecho consagrado. Si no generamos el proceso de cambio de identidad, 
esto no se puede ejercer. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Nos hemos extendido mucho. Pido disculpas al 
director nacional de Evaluación y Monitoreo porque haré una síntesis al respecto. 


Hablar de evaluación y monitoreo es hablar del nacimiento del Mides. Lo hemos dicho más de una vez. En 
contrario a lo que piensa mucha gente -a veces, uno mismo lo mira con dudas-, tener una evaluación, un 
monitoreo y un análisis de los resultados dentro de la propia institución, no sería la práctica más adecuada 
porque se corre el riesgo de la autocomplacencia o de pensar que los datos dan siempre favorables con lo que 
desean la jerarca de turno o el gobierno de turno. Nos enorgullecemos de tener una Dirección Nacional de 
Evaluación y Monitoreo, que nace evaluando y monitoreando la ejecución del Plan de Atención Nacional a la 
Emergencia Social, y continúa y se desarrolla. Hemos visto crecer, desde el punto de vista de la edad y 
profesionalmente, a decenas de científicos sociales, economistas, a distintos técnicos, trabajando 
colectivamente con la Universidad de la República y con la Ucudal. Las miradas externas de organismos 
internacionales y de la Universidad, así como la mirada muy estricta y rigurosa de nuestra evaluación y 
monitoreo, nos permiten continuar, trabajar, ver las necesidades de las visitas y la evaluación y monitoreo de 
las cuarenta y ocho líneas programáticas del Mides, aquellas que implementamos directamente o 
colmplementamos. 


En 2015, se realizaron 34.481 visitas a hogares en todo el territorio nacional, con el objetivo de apoyar la 
gestión y focalización de distintos programas del Mides o del Estado en general. Nos habíamos propuesto 
como meta realizar 35.0000 acciones. El Sistema Integrado de Información del Área Social -SITAS-, que 
incorpora en sus registros al 92% de la población con alguna prestación social activa de todo el Estado, 
incluyó en 2015 a las instituciones ya federadas; se incluyó el Instituto Nacional de Estadística y el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Allí surge el cruce de salud, educación, vivienda, prestaciones sociales, 
es decir, todos estos datos. 


Por otra parte, en el marco del observatorio social, se consolida la versión 2.0 que incorpora dos nuevos 
subportales: juventud y adulto mayor. Asimismo, se actualiza y se pone a disposición la guía de recursos que 
cuenta con información correspondiente a doscientos siete recursos sociales, gestionados por veinte 
organismos de alcance nacional y asociados a más de cuatro mil quinientos centros de acceso 
georreferenciados en el Sistema de Información Geográfica del Mides. 


Dejaremos este material en poder de la Comisión. Sin embargo, los invitamos a entrar a la página del 
observatorio. Pueden buscar por departamento, por localidad; niños de cero a cuatro años que tienen algún 
problema de emergencia habitacional; niños que tienen asignación familiar contributiva; niños o adolescentes 


que tienen asignación familiar con el Plan de Equidad; quiénes tienen tarjeta de alimentación. La 
transparencia -que hace a la democracia- de los recursos del Estado está ahí, con sus avances y sus retrasos. 


Este es un trabajo permanente, sumamente dedicado e intenso. Ustedes verán a los equipos técnicos por todo 
el país, con sus Ceibalitas, yendo casa por casa, a trabajos de todo tipo. También trabajaron cuando, por 
ejemplo, todos resolvimos ayudar a Dolores. Todos los funcionarios estuvieron a disposición. Había que ir y 
hacer un trabajo técnico en profundidad; allí estaba la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo. Si hay 
que ver qué pasa con las personas que sufren inundaciones, también está la Dirección, puerta por puerta, casa 
por casa, viendo la situación, evaluándola, ingresándola y ajustando los parámetros con otras instituciones del 
Estado y los formularios. 


En 2015, dijimos que el Programa Jóvenes en Red vería a los chicos que se anotaron en la educación pública 
y hoy no aparecen en las instituciones. Allí trabajaron duplas de Jóvenes en Red por un período. Esto, a su 
vez, tuvo apoyatura técnica, rigurosa y evaluada por todos lados; esto está en el SITAS y figura en el 
observatorio. Si lo desean, a través de la página web del Mides, pueden entran a: documentos y evaluaciones, 
análisis de datos, a una cantidad de elementos que hacen a la rendición de cuentas. Esto hace de soporte 
fundamental a todo el trabajo que hacemos. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En la pantalla podrán observar cuadros que resumen las 
presentaciones anteriores y muestran la ejecución del Mides en el año 2015. 


Lo que vemos en la imagen muestra el crédito vigente, lo que ejecutamos y cuál fue el porcentaje de nuestra 
ejecución. En gastos de funcionamiento ejecutamos el 99,5%, $ 4.273.000.000; en suministros 99,6%. En el 
rubro 0 es donde la ejecución es más baja: ejecutamos $ 293.000.000 que equivalen a 63%. 


En el cuadro que se está proyectando se muestra en qué gasta el Mides el dinero que le asignan para 
funcionamiento. El 41% de nuestro presupuesto se destina al pago de tarjetas Uruguay Social. El 13% 
corresponde a recursos humanos. Parte de los recursos humanos del Mides salen de los gastos de 
funcionamiento, pero estamos gestionando cambios para que queden dentro de recursos humanos. El 4% de 
gastos varios corresponde a logística, proveeduría y transporte. O sea que en gastos tenemos 13% 
correspondiente a recursos, más 4%; el resto corresponde a programas. Por ejemplo, Uruguay Trabaja, 8%; 
Emprendimientos productivos, 2%; Jóvenes en Red e INJU, 3%; Asistencia a la Vejez, 6%; Programas de 
Calle, 10%. Dentro de varios quedan programas que son transversales a todos como los trabajos de rectorías 
o Inmujeres. 


En la gráfica que estamos viendo se pintaron los principales programas para que ustedes puedan ver el monto 
total gastado en cada uno. Marcamos los más altos. La ministra me acota que las transferencias directas 
serían éstas más la asistencia a la vejez que equivale al 5,9%. 


Nuestra ejecución en gastos de funcionamiento fue casi total. 


En la imagen vemos se hizo una separación de los proyectos de inversión. El sistema de protección y 
atención al embarazo y primera infancia son inversiones que se hace a través de un préstamo del BID. 
Equipamiento inmobiliario, inversión en informática, inmuebles y vehículos son las típicas inversiones de 
todos los Ministerios. Gastamos $ 36.000.000 en inversiones; la mayor parte está destinada a inmuebles. El 
Mides tiene gran despliegue en oficinas territoriales además de locales centrales. Esto corresponde, 
principalmente, al arreglo de todos estos inmuebles. Tenemos una ejecución en inversiones de 96,4%, o sea 
que nos queda un poquito por debajo de la de funcionamiento. No se ejecutó una parte en vehículos debido a 
que hubo un accidente con un auto y cuando el Banco de Seguros del Estado devolvió el dinero, por un tema 
de papeles, no pudimos pasarlo a Rentas Generales; por eso no ejecutamos el 100%. 


Nuestra ejecución más baja es en recursos humanos, donde tenemos 63%. La explicación es la existencia de 
vacantes, tanto de ingreso como de ascenso. Esta es la ejecución de 2015; nosotros recién ingresamos en 
marzo de 2015 y el armado de esto llevó un tiempo. Ustedes saben que nosotros tenemos un plan para 
regularizar nuestros recursos humanos. Hay aproximadamente 80 vacantes de ascenso -se están realizando 
los concursos en este momento- y 40 de ingreso que no se ejecutaron. 


Voy a explicar brevemente los dos artículos que presentamos. Ambos están vinculados con el Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. 


El artículo 100 crea ocho cargos de ingreso: seis profesionales, un técnico y un administrativo para el sistema 
de cuidados. En la Ley de Presupuesto se había asignado créditos para el cargo de director de la Secretaría de 
Cuidados y para una creación de cargos. O sea que el crédito ya estaba asignado, pero no se habían creado 
estos cargos. Por lo tanto, proponemos la creación para poder hacer los llamados de manera que el Sistema 
Nacional de Cuidados mantenga una estructura mínima de cargos para su funcionamiento. 


El artículo 101 plantea que el programa de asistentes personales para personas con dependencia severa que se 
ejecutaba por ley a través del Banco de Previsión Social, una vez creado el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados y, en particular, el decreto que reglamenta a los asistentes personales, sea ejecutado a través dicho 
Sistema. Por lo tanto, se pasa de un organismo a otro una partida de dinero que ya existía. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a la señora ministra y a la delegación que la 
acompaña. 


Hemos escuchado una larguísima exposición, muy bienvenida. Sin duda, ha sido muy completa e interesante, 
pero despierta una gran cantidad de inquietudes y motiva a que formulemos algunas preguntas. Pero es 
imposible detenernos en todos y cada uno de los puntos que nos interesaría profundizar con la señora 
ministra. Voy esforzarme y trataré de preguntar sobre los temas que nos parecen más relevantes. 


Voy a empezar por un tema recurrente, que hoy está en los medios de comunicación y al que la ministra hizo 
referencia al comienzo de su intervención. Me refiero al programa de asignaciones familiares. Me gustaría 
saber cuántas asignaciones se están sirviendo mensualmente. Se dijo que serían 375.000, pero me gustaría 
que me confirmaran ese dato. La ministra señaló otro aspecto que tiene que ver con esto: las 
contraprestaciones y su efectivo contralor; los requisitos que establece la ley a la hora de otorgar estas 
prestaciones. La señora ministra decía que sobre esto tal vez sea conveniente reabrir la discusión. Yo seguí 
muy atentamente los trascendidos de prensa de esa actividad académica que se cumplió en el día de ayer; 
obviamente, este no es momento para discutir el tema. 


La ministra tiene una posición muy nítida, que ha expresado con mucha claridad, y me apresuro a decir que 
no es coincidente con la posición de su propio gobierno, entre otras cosas, porque el gobierno en función de 
lo que establece la ley vigente, ha dado pasos que establecen mecanismos y protocolos para hacer efectivo el 
cumplimiento de estas contraprestaciones. 


Creo que la ministra en el día de ayer -al menos es lo que recogieron los medios de comunicación- cambió el 
eje de la discusión, porque dijo de manera resignada que no se puede pedir contraprestaciones porque 
después no hay cupos en el sistema educativo. Me parece que el verdadero debate no es ese, sino la 
legitimidad, la conveniencia de que efectivamente existan esas contraprestaciones y se hagan efectivas. Yo 
creo que deben hacerse efectivas, seguramente, en función de un punto de vista que no es aquel con el que la 
señora ministra difiere, porque yo no tengo un concepto de las contraprestaciones en términos de que sean 
una suerte de costo o gravamen que se le hace pagar al beneficiario de la transferencia monetaria, sino que 
me parece que es parte de la política social, en cuanto a establecer mecanismos que son complementarios -las 
transferencias monetarias y las contraprestaciones en términos de la asistencia al sistema educativo y la 
cobertura de salud- para posibilitar la promoción social de los beneficiarios y su definitiva inclusión. Que la 
ministra atribuya esto a ese comentario resignado de que el sistema educativo después no tiene cupos 
suficientes, me parece que indica una crítica muy severa a la situación actual del sistema educativo y a una 
suerte de crisis de la educación que aparentemente tendríamos. Si el sistema educativo no es capaz de 
responder a la demanda de quienes se encuentran en etapa escolar o liceal para que puedan asistir a la escuela 
o el liceo, el sistema educativo está muy mal o las autoridades de la educación discriminan entre quienes van 
en nombre de los planes sociales porque reciben una asignación familiar, y el resto de la población. Supongo 
que no es el caso. Pero esto es parte de otra discusión. 


Le voy a pedir a la ministra que nos diga qué se hizo en cuanto a la aplicación del Decreto 239 de 2015 por el 
que se establece un procedimiento para hacer efectivo el cumplimiento de las contraprestaciones. El literal B) 
del artículo 1% dice que el Ministerio de Desarrollo Social deberá tomar contacto con los atributarios o 
administradores de los beneficios, es decir, padres o tutores de los menores a efectos de asegurar su 


concurrencia al sistema educativo. ¿Qué se ha hecho en relación a esto? El decreto establece dos períodos 
ventana en julio y noviembre a efectos de realizar el relevamiento correspondiente. En 2015 debió haberse 
hecho uno de estos relevamientos en el mes de noviembre, y supongo que también en 2016. En los últimos 
días se ha mencionado que hay 16.000 beneficiarios de asignaciones familiares que se encontrarían en esta 
situación a los que se iría a buscar con la policía. Me parece que quizá sea una exageración. Eventualmente, 
el BPS dejaría de servirles el beneficio en función de esta realidad. 


La segunda pregunta tiene que ver con los programas de primera infancia, a los que aquí se hizo referencia, y, 
concomitantemente, con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. En el proyecto de Rendición de Cuentas 
y Ajuste Presupuestal que estamos analizando, en el artículo 6 hay un abatimiento de determinadas partidas 
presupuestales -no abriremos la discusión acerca de si es abatimiento, postergación o recorte- que exceptúa al 
sistema de cuidados en forma genérica. Sin embargo, después exceptúa a determinados programas del INAU, 
por ejemplo, vinculados con la minoridad infractora, sin hacer la más mínima referencia a los programas de 
primera infancia. 


Me preocupó mucho lo que se nos transmitió el viernes pasado por parte de la delegación del sindicato del 
INAU a partir de expresiones del señor José Lorenzo López -quien estaba sentado en el mismo sillón que hoy 
ocupa la señora ministra-, en el sentido de que, en función de ese recorte, se podría resentir el plan de 
construcción y ampliación de los centros Caif e, inclusive, la contratación de personal para su atención. Por 
añadidura, terminaría por afectar a los programas de primera infancia en general. Esta es una consulta 
estrictamente presupuestal, sobre la que pretendemos escuchar alguna definición. 


El tercer lugar, el artículo 101 refiere al programa de asistentes personales, al traspaso del programa que hoy 
administra e implementa el Banco de Previsión Social, que es histórico, al sistema de cuidados. Hay una 
dotación presupuestal adicional, a través de una partida anual de $ 230.000.000, para la contratación de 
asistentes personales. 


Aquí hay un tema medular. Hoy se habló reiteradamente y con acierto de la vulnerabilidad, que es un gran 
desafío perentorio que tiene nuestra sociedad, que va bastante más allá de la exitosa reducción de la pobreza 
que se ha producido en los últimos años. La señora ministra seguramente conoce, como conozco yo y todos, 
el Informe Regional del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, que se hizo público hace pocas 
semanas, que trae datos de Uruguay que yo considero, por lo menos, preocupantes, fundamentalmente, sobre 
el segmento de la población que está en condición de vulnerabilidad, cercano al 30% de la población, 
porcentaje bastante mayor a la realidad que teníamos en los años noventa. Así lo señala el informe del 
PNUD. 


Traigo esto a colación porque el propio PNUD, y todos sabemos que es así, vincula el tema de los cuidados 
directamente con ese segmento de la población, porque el sistema de cuidados está pensado y concebido e 
impulsado para los sectores que se encuentran en condición de vulnerabilidad. 


Con toda honestidad quiero decir que reconozco el esfuerzo que se está haciendo. Lo he dicho hasta el 
cansancio, lo dije la semana pasada y lo reitero hoy: tengo una enorme confianza personal en el sociólogo 
Bango, desde el punto de vista de su capacidad profesional y de su honestidad, pero también advierto -lo digo 
con la misma honestidad- que los avances son bastante lentos en cuanto a los resultados. Digo que son lentos 
porque el proceso de capacitación de estos asistentes personales, a los que refiere el artículo 101, según se 
nos ha dicho, estará pronto a fin de año. El año que viene empezaríamos por determinados grupos de la 
población, básicamente los adultos mayores de 85 años y los menores de 29 con algún tipo de discapacidad. 
En función del relevamiento que se ha hecho a partir del portal de cuidados y de los distintos mecanismos por 
los que se ha tomado contacto con la población -y la población con el sistema de cuidados-, se nos informaba 
que se habrán de incorporar 1.050 beneficiarios a fines del año que viene, cuando esté terminado el proceso 
de capacitación de los cuidadores, que se agregan a los 2.500 adultos mayores y discapacitados que vienen 
del Banco de Previsión Social. 


Sé que si no se ha llegado más lejos es porque la realidad es mucho más avara, limitante y severa que las 
intenciones y el ánimo con el que se hacen las cosas, pero es la realidad que tenemos. 


Me preocupa esa suerte de desfase que se produce entre la realidad social a la que nos enfrentamos y el 
avance de esto que es, sin duda, un derecho que todos reconocemos como indispensable, a los efectos de 
atender la situación de vulnerabilidad que padece una parte importante de la población. Lo que me preocupa 


especialmente es que perdamos esa carrera o que este fenómeno tienda a agravarse, en función de que el 
proceso económico parece haber entrado en una fase bastante más complicada en cuanto a la generación de 
recursos y al crecimiento económico, y que las políticas sociales no sean todo lo eficaces que deben ser o no 
lleguen a tiempo. 


Dos preguntas específicas. Con relación al artículo 100, quiero saber cuál es el sentido de la creación de estos 
nuevos cargos, qué condiciones técnicas tendrán esos profesionales, para qué los estamos contratando, a qué 
se dedicarán. En cuanto al artículo 101 -algo adelanté al sociólogo Bango-, me preocupa que estos asistentes 
personales -los contemplados en el artículo 101 y los que ya estaban considerados antes para cuidar a los 
beneficiarios del sistema- no tengan, como se nos ha dicho, una relación laboral directa con el Estado. Se nos 
ha dicho que habrá una suerte de triangulación, que la contratación será hecha por organizaciones no 
gubernamentales y cooperativas a las que se transferirían los recursos del sistema, estos que estamos 
disponiendo a través del artículo 101 de la Rendición de Cuentas. 


Si esto es así, como yo tengo entendido, solicito que se nos diga cuál es la previsión legal respectiva, porque 
yo no la he encontrado. Esto le consta al sociólogo Bango, a quien no estoy tomando por sorpresa, porque ya 
se lo había adelantado. En la ley del sistema de cuidados no está. El artículo 14 hace referencia a los aspectos 
presupuestales, en cuanto a las directrices que el sistema de cuidados debe comunicar a los distintos 
organismos que lo integran, a la hora de la conformación del presupuesto. Pero previsión legal para transferir 
recursos públicos a personas privadas, como las cooperativas u otras organizaciones civiles o no 
gubernamentales, yo no encontré; quizás la haya, pero en la ley del sistema de cuidados no la encontré. Creo 
que debería haberla, porque estamos hablando de recursos del presupuesto nacional. 


Por último, la señora ministra insistió mucho, y fue uno de los tres ejes en los que estructuró su exposición, 
con la vulnerabilidad vinculada con los temas de género. A fines del año pasado, en el lanzamiento de un plan 
que el Gobierno y el Mides impulsaron con relación a estos asuntos, transmitió una preocupación muy 
concreta en cuanto a las dificultades que el Ministerio estaría enfrentando con las casas de estadía breve para 
mujeres y niños víctimas de violencia familiar. La señora ministra transmitió esto en términos de alarma, en 
cuanto a que había una lista de espera muy grande -lo que no nos sorprende porque lamentablemente el 
fenómeno de la violencia doméstica crece de manera exponencial- y una dificultad de acogimiento de parte 
del Ministerio para hacer frente a las víctimas de este fenómeno. 


Esto se planteó a fines del año 2015; capaz que ahora se corrigió. Me gustaría saber qué valoración se hace 
sobre esto, porque no apareció en la exposición anterior. Tal vez ya sea un tema resuelto, pero me gustaría 
recibir una respuesta concreta y adicional al respecto. 


SEÑOR SANABRIA BARRIOS (Francisco).- Somos conscientes de que en el noventa y pico por ciento 
de los casos no habrá un gasto adicional, ya que habrá redistribución de partidas, en lo que se 
denomina partida global. En cuanto a los cargos profesionales, quiero saber de qué disciplina son, qué 
régimen de contratación tendrán y qué modo de ingreso tienen previsto para ellos. A su vez, por qué es 
necesaria la creación de cargos, fundamentalmente de asesores, a tan poco tiempo de las previsiones 
presupuestales con destino al Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- El Ministerio de Desarrollo Social tenía una partida de $ 4.000.840.435 
para ejecutar, pero solo ejecutó $ 4.000.649.000. Hay una economía de $ 190.882.942. ¿A qué se debe 
esa no ejecución? ¿Fueron estas economías decididas por el Inciso? 


En segundo término, desagregando los gastos del Mides, en cuanto a salarios y demás, ¿cuánto del total de su 
presupuesto dedica pura y exclusivamente a las políticas sociales? 


En tercer lugar, el Ministerio tiene una serie de planes con los que atiende a su población objetivo; muchos 
son de carácter monetario, otros alimenticios, etcétera. ¿El Ministerio lleva un control, a través del 
cruzamiento de información, de cuántas personas o núcleos familiares reciben más de un plan? ¿Es posible 
determinar cuánto recibe el núcleo familiar en dinero, en alimentación o en otras prestaciones? Si en este 
momento no tienen la información, nos la pueden hacer llegar por escrito, para no enlentecer el 
funcionamiento de la Comisión. 


En cuarto término me gustaría saber cuántas organizaciones no gubernamentales o asociaciones civiles tienen 
algún vínculo con el Mides y, a través de es vínculo, cuánto dinero se les destina. Lo consulto porque me ha 
llamado poderosamente la atención la cantidad de observaciones que el Ministerio de Desarrollo Social 
recibe del Tribunal de Cuentas. Francamente, ese es un elemento que en algunos casos es natural que suceda, 
pero el Ministerio de Desarrollo Social es la cartera de la Administración Central que más observaciones 
recibe del Tribunal de Cuentas. En algunos casos, esas observaciones me han llamado la atención y me 
gustaría que se me explicara. Me refiero al amparo que el Ministerio de Desarrollo Social hace del artículo 33 
del Tocaf, numeral 20), literal C), que es el que permite las contrataciones abreviadas por hasta $ 7.855.000. 


Lo que me preocupa es que parece ser que lo que se está haciendo a través de este mecanismo es el 
fraccionamiento de las partidas -si no es así, me gustaría que se me dijera cuál es el motivo- de algunas 
cooperativas que tienen un vínculo de mucho tiempo con el Ministerio para no llamar a licitación pública. Me 
surgen por lo menos cuatro cooperativas: Arquitectas en la vida, Coochofa, Panacea y Dar. Me gustaría que 
se me explicara la función que cumple Coochofa, que sería una cooperativa de choferes que cumple una 
misión dentro del Ministerio de Desarrollo Social. En este sentido, la señora directora general informó sobre 
una partida de $ 3.264.000 ejecutados, relacionada con la compra de once vehículos. Me gustaría saber 
cuántos vehículos componen la flota que tiene el ministerio y si esta nueva compra es para aumentarla o para 
renovar la existente. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Quiero darle la bienvenida a la señora ministra y a su equipo. 


Me gustaría hacer alguna reflexión y formular algunas preguntas sobre la rendición de cuentas. 


En la presentación pudimos apreciar todo el despliegue territorial que tiene el Ministerio de Desarrollo 
Social, que compartimos, porque su plan de acción tiene que incluir a todos los orientales que necesitan de él, 
se encuentren donde se encuentren. 


Nos llama la atención que analizando la rendición de cuentas en lo que tiene que ver con la ejecución 
presupuestal de inversiones, se ejecutaron $ 36.000.000 que, básicamente -como decía la economista- están 
destinados a la compra software, de equipos de informática y arreglo de inmuebles. El 99,5% de esas 
inversiones se ejecutó en Montevideo, y el medio por ciento en el interior. Me gustaría saber cómo se 
distribuyen en el territorio los diferentes programas que tiene el Ministerio, que han sido expresados con lujo 
de detalles. Revisé la documentación, pero no encontré ese dato, pero puede estar porque la información es 
muy abundante. Es decir, me gustaría saber cómo se distribuyen territorialmente las distintas tarjetas y 
programas que se financiaron; cuánto en Montevideo y cuántos en el interior. Si pudieran darme esa 
información sería muy útil para mí, pero si no la tienen ahora, me la puedan alcanzar en otra oportunidad. 


SEÑOR LAFLUF HEIBEICH (Omar).- Le doy la bienvenida a la señora ministra y a su equipo. 


Me sumo a las preguntas que han hecho los compañeros diputados, pero me quedó una duda sobre el salario 
del asistente personal, que se dijo ascendía a $ 6.000 líquidos por mes. Hice un pedido de informes y al 
respecto se me contestó que hay un máximo de doce partidas por año destinadas a la contratación de un 
asistente personal, en relación de dependencia, por un mínimo de setenta horas mensuales. Quiere decir que 
hay una dependencia de quien lo contrata. No me queda claro si lo contrata la persona, o va a ser como acá se 
acaba de plantear, a través de alguna ONG. 


También, ante otra pregunta que hice en ese pedido de informes, se me contestó que el 55% del presupuesto 
del Sistema Nacional de Cuidados será destinado a la primera infancia y el 95% para obras de infraestructura. 
Según los planteamientos que se han hecho en cuanto al destino de las inversiones en la educación, me 
gustaría conocer su opinión acerca de cómo se va a instrumentar esta y si hay algún recorte en esta rendición 
de cuentas. 


Otra respuesta que obtuve de mi pedido de informes fue que en ningún caso los asistentes personales 
establecen un vínculo laboral con el Estado. Las personas que quieren cumplir tareas como asistentes 
personales deben registrarse en el BPS, pero son las familias las que siempre seleccionan el asistente personal 
que las asistirá. 


Con respecto al Sistema Nacional de Cuidados, voy a reiterar lo que planteé en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda y después en el plenario. 


Creo que la mejor forma de instrumentar este Sistema Nacional de Cuidados es a través de las doscientas 
organizaciones civiles que ya existen en el país, que funcionan en condiciones de una precariedad económica 
tremenda. Me refiero a las comisiones que organizan y dirigen esos centros de cuidados de niños 
discapacitados, y también a una cantidad de hogares de ancianos que funcionan haciendo una rifa por mes, 
porque no tiene posibilidades. En el incendio que hubo hace poco tiempo quedaron en evidencia las carencias 
edilicias que tienen esos lugares, que no necesitan millones de pesos para acondicionarlos. Estas partidas 
están contempladas en el Rubro Subsidios y Subvenciones del presupuesto. Estos centros piden $ 150.000 
por año y se van encantados. Allí se atiende a miles de personas que están en situación de vulnerabilidad. Me 
gustaría saber si el sistema prevé dar una mano a esas organizaciones, porque tienen problemas hasta para 
contratar un fisioterapeuta o cualquier técnico. Esto no tiene solución porque no tienen plata. 


Esto no lo digo como una crítica, sino simplemente como un aporte, pues la sociedad civil organizada está 
trabajando y se la puede ayudar mucho con muy poca cosa. 


Por otra parte, quiero señalar que trabajé diez años con el INDA, que siempre funcionó muy bien y los 
recursos estaban en fecha, pero en este momento, por lo menos en mi departamento, está funcionando muy 
mal; no llegan los recursos ni los alimentos. Hemos tenido problemas en los CAIF, en el liceo y en varios 
lugares, donde ha tenido que salir el propio director a conseguir leche en polvo. 


Por último, quiero referirme a la tarjeta de alimentación que se le da a la gente, tema que planteé en la 
Cámara hace unos días. En el medio rural es muy difícil que existan comercios que puedan vender con la 
tarjeta. Por ejemplo, en el pueblo Sarandí de Navarro de mi departamento, una persona recibe una tarjeta de 

$ 800, pero no puede comprar en el único boliche que hay y tiene que ir a Paso de los Toros, y el pasaje le 
cuesta $ 300. Enterado el Mides de Río Negro de esa situación, contestó que se le daba la plata para el pasaje. 
Yo no quiero que le den la plata para el pasaje; quiero que esa persona compre en el pueblo y que esos $ 300 
en vez de gastarlos en el pasaje, los gaste en alimentos. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me sumo a los saludos de bienvenida a la delegación. 


Quisiera hacer dos consultas. En primer lugar, con relación al Programa “Uruguay social”, me interesa saber 
-si no tienen los dados ahora, me lo pueden enviar más adelante- su distribución geográfica porcentual; es 
decir, cuántas tarjetas se distribuyen en cada departamento. En el censo que nos mostraron no se podía ver 
esa parte y creo que es importante, sobre todo cuantitativamente por departamento. 


En segundo término, me quiero referir a una de las placas que habla de los hogares residenciales de adultos 
mayores. Coincido con la señora Ministra en cuanto a que no deberían llamarse casas de salud. En esa 
mención estadística no se tiene en cuenta lo que ocurrió este año, que quizás ha sido una de las tragedias más 
grandes que ha tenido este país. Me pregunto si se puede hacer diagnóstico de las condiciones en las que se 
encuentran las casas de salud de este país. Para ello, deberíamos saber cuántas son, cuántas se clausuran, 
cuántas se habilitan; es decir, tener una evaluación detallada. 


Cuando pasó esta tragedia en una casa residencial causó un shock impresionante, pero luego se apagó y no se 
habla más del tema. En este sentido, me gustaría saber quiénes son los responsables de hogares, quiénes van 
a habilitar, quiénes van a clausurar, porque es algo que está en duda y no se conoce cabalmente quién tiene la 
responsabilidad. Es un tema importante, no solo por lo que sucedió; eso fue la gota que derramó el vaso. 
Estos hogares nuclean a mucha gente y de contextos sociales muy críticos. Por lo tanto, es importante 
conocer cuál es la política que va a implementar el Ministerio, si es que le corresponde esa responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos recordar que estamos analizando la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal 2015 y, a su vez, los dos artículos que han sido presentados y sobre 
los cuales se han hecho preguntas puntuales. También se han hecho consideraciones generales y 
algunos comentarios sobre declaraciones de prensa del día de ayer o antes de ayer, que si no están 
enmarcadas en la Rendición de Cuentas de 2015, agradecería centrarnos en el orden del día, sin 
perjuicio de que la señora ministra quiera hacer alguna consideración. SEÑORA MINISTRA DE 


DESARROLLO SOCIAL.- Gracias, señor presidente. Voy a tener muy en cuenta la advertencia que ha 
hecho. Si bien creo que nos debemos ceñir al tema que nos convoca, voy a hacer algunos comentarios. 


Es bueno que abramos un debate, pero no referido a trascendidos de prensa -en ese caso sonamos todos los 
que estamos acá, sin importar el sector- ni a cadenas de Twitter, que suelen desatar debates que no tienen 
nada que ver con la realidad. 


Existe un protocolo del año 2015 -del cual soy firmante-, vinculado a las asignaciones familiares, al Plan de 
Equidad y a las mal llamadas contraprestaciones. 


En el día de ayer participamos de un seminario académico. En ese ámbito se vertieron opiniones que no 
invalidan mi respeto, defensa y compenetración absoluta con el gobierno del cual soy parte; más bien, todo lo 
contrario. 


Aquí hay muchos que me conocen bien, empezando por el señor presidente. Pertenezco a una fuerza política 
que tiene un programa con el que estoy absolutamente compenetrada y que defiendo. Eso obviamente no 
implica que no tenga -al igual que los que estamos acá y los que están afuera- opiniones sobre los debates de 
fondo. 


Como muy bien decía el diputado Abdala, el verdadero debate es sobre la legitimidad. Yo los invito -no para 
hoy, porque estamos analizando la rendición de cuentas- a dar ese debate. No importa cuál sea la postura que 
predomine. Lo mejor que podríamos debatir es qué pasa con las transferencias monetarias en el Uruguay. 
¿Cuáles son las transferencias que el Estado hace a las familias a través de asignaciones familiares, del Plan 
de Equidad, de las asignaciones familiares mal llamadas “contributivas” o de las deducciones por hijo o hija? 
Está claro que cada uno que paga IRPF está recibiendo dinero desde el momento en que el Estado está 
resignando recaudar. También podemos hablar de las transferencias que se hacen a la educación pública y a la 
privada o de lo que recibimos de transferencia en otro tipo de políticas sociales, que son muy amplias. 


Los invito a dar ese debate. Es una lástima que en el día de ayer no hayan participado -sé que estaban 
desarrollando esta tarea- de ese seminario tan interesante y discutido, al que asistieron técnicos de todo tipo. 
Es parte de la labor de nuestro Ministerio participar de estos eventos, donde muchas veces nos critican 
duramente; creemos que eso también es muy bueno. 


Entonces, el verdadero debate es sobre los derechos de las personas. Es más: el verdadero debate también 
debería ser sobre -perdóneme, señor presidente, que haga referencia a estos temas, pero me obligan a hacerlo- 
en la sociedad del siglo XXI podemos aplicar incentivos o estímulos que aparentemente funcionaron en el 
siglo XX, en otra sociedad y en otra situación. 


Aclaro, además, que los incentivos los generamos nosotros. Digo esto porque la ley la escribimos nosotros; 
yo soy parte de la escritura de esa ley así como soy parte y firmante del decreto reglamentario de 2015. Todo 
lo demás que pueda decir la prensa, no corre por mi cuenta. 


Reitero que con mucho gusto invito al diputado y a quien él quiera a discutir esto en el Ministerio de 
Desarrollo Social. 


Por otra parte, digo rotundamente que en esta rendición de cuentas no hay abatimiento de ninguna especie. 
Así lo dijeron con toda claridad el señor Presidente de la República y el Ministro de Economía y Finanzas. 
Entonces, aquí no hay abatimiento de ninguna especie que esté vinculado a la atención de la primera infancia 
ni a los centros de protección de primera infancia, llámense CAIF, Centros de Atención Primera Infancia - 
CAPI- o casas de cuidados comunitarios, de las cuales hablamos largamente en la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo. Existe la versión taquigráfica de esa sesión. Estuvimos cinco horas conversando 
sobre el Sistema Nacional Integrado de Cuidados; concurrió parte del directorio del INAUÚ, encabezado por la 
presidenta, que es una persona muy seria, profesional y comprometida. Quisiera que los diputados que no 
integran esa Comisión o los que no estuvieron presentes repasen todo lo que dijimos. Ahí está todo explicado 
y queda absolutamente claro. El presidente del sindicato del Suinau no es parte del gobierno. No sé qué fue lo 
que dijo; en todo caso, está mal informado. 


Por otra parte, sí tenemos datos sobre todo lo que tiene que ver con los cuidados y la vulnerabilidad. Por eso 
los invitaba a revisar la información; entiendo que hablamos mucho, y eso cansa. Ustedes pueden encontrar 


los datos que quieran y hacer los cruzamientos que prefieran. Pueden ver quién recibe, cuánto recibe, en qué 
departamento; pueden sumar, restar y ver los acumulados. Esa información es pública y está a disposición de 
todos. 


En los pedidos de informes, muchas veces, por lógica, los legisladores preguntan lo mismo. En la Comisión 
de Población, Desarrollo e Inclusión del Senado pedimos a la presidenta, la senadora Verónica Alonso, que 
repartiera las respuestas a todos los pedidos de informes que hicieron los senadores, que contenían preguntas 
muy similares. Esas respuestas están por escrito y tienen mi firma y sello; o sea que respaldo esa 
información. 


Corresponde aclarar que no tenemos problemas con las casas de breve estadía. Sí tenemos problemas con las 
instancias posteriores. Ya planteamos ese tema; el director Guarinoni también se refirió a él. 


Las casas se denominan de breve estadía porque van mujeres con riesgo de vida. En consecuencia, nunca 
damos a conocer el lugar, no se comunican por teléfono y, los niños no van a la escuela ni salen a la calle. 
Esas personas no pueden vivir permanentemente allí porque sería como una prisión. Deben tener una casa 
habitación y un trabajo que les permita lograr autonomía económica. Ese camino es muy complejo. Es bueno 
precisar que este sistema se utiliza con todas las mujeres y los niños, no solamente con las que no tienen 
recursos económicos. Recuerdo con mucho dolor el caso de una abogada en Paysandú. En aquel momento no 
había tobilleras. Ella tenía que seguir trabajando. Uruguay no es como otros países donde a estas personas las 
cambian de estado, le cambian el nombre y demás, para protegerlas. Nuestro país es demasiado pequeño para 
eso. Lo cierto es que la abogada tenía que seguir trabajando y, en un minuto de descuido, el agresor la mató. 


Reitero que en las casas de breve estadía no tenemos problemas. Si bien estamos hablando de 2015, 
aprovecho la oportunidad para pasar un aviso: en 2016 tenemos otra en convenio con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es muy linda. 


Después podemos hablar de la población objetivo. Me gustaría que el Director Nacional de Evaluación y 
Monitoreo, el sociólogo Labat, les muestre esta información. Además, les puede decir cómo acceder a todos 
los datos y hacer las consultas que quieran; verán que el sistema es amigable. Es bueno que cada uno tenga su 
herramienta y la pueda manejar. Cabe aclarar que esa información se actualiza de manera permanente. 


Luego, la Directora General de Secretaría hará referencia a las observaciones del Tribunal de Cuentas. Sí 
digo que en muchos casos tenemos observaciones que vienen de lejos. Como en un momento se observó por 
alguna razón, se repite. Esas son parte de las observaciones que tenemos. En otros casos, tienen que ver con 
algunas cooperativas. Un ejemplo que conozco muy bien es la cooperativa “Arquitectas en la Vida”. Se trata 
de una cooperativa social integrada por son mujeres que salieron del Panes. Son esas mujeres de las cuales la 
gente dice: “¡No quieren trabajar! ¡Viven de la plata del Mides!”. Esas mujeres se organizaron en 
cooperativas de cuidados que trabajan en hogares de personas que tienen problemas de salud mental y no 
pueden seguir en el Hospital Vilardebó o en las colonias -además, no queremos que estén allí- ni están en 
condiciones de ir a su casa. Esas personas están en una casa asistida. Con el equipo de salud mental del 
Ministerio de Salud Pública las hemos ido capacitando permanentemente para desempeñar, no una labor 
sanitaria, sino una labor de cuidados y acompañamiento. 


Como dijo un señor diputado, el artículo 33 del Tocaf tiene varios literales. Uno de ellos habilita la 
contratación de cooperativas sociales. Además, la ley de cooperativas sociales plantea, entre otras cosas, esa 
posibilidad. 


Para terminar con el análisis económico-financiero, me gustaría que hiciera uso de la palabra la Directora 
General de Secretaría, economista Graciela Mazzuchi. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Voy a contestar las preguntas relativas a la ejecución, a las 
observaciones y demás, es decir, a la parte que tiene que ver con la Dirección General de Secretaría. 


En primer lugar, voy a referirme a la subejecución. 


Del total de $ 190.000.000, $ 170.000.000 se explican por la subejecución en recursos humanos. Me refiero a 
las ochenta vacantes de acceso -en 2015 no las llenamos, pero ahora estamos haciendo concursos- y a las 


aproximadamente cuarenta vacantes de ingreso. En esto está lo importante de la subejecución. Efectivamente, 
eso fue subejecución. 


Lo que tiene que ver con los otros $ 20.000.000 nos va a pasar siempre lamentablemente, porque nos gusta 
gastar todo. Tiene que ver con eso de que está afectado, está obligado y, en el trámite, siempre hay una parte 
que queda sin hacer aunque estaba iniciada. 


Entonces, la explicación de esto básicamente son los recursos humanos. La señora ministra me acota 
correctamente que el Mides fue exceptuado del artículo relativo al abatimiento de los recursos humanos 
debido al proceso de regularización que estamos llevando adelante en este momento. 


Con relación al peso que tiene en nuestro presupuesto lo que va directamente a la gente y lo que se usa en 
funcionamiento, deberíamos ver cómo hacemos la cuenta. En grandes números diría que un 20% o un 25% se 
destina a gastos o recursos humanos y el resto va derecho a la gente, pero ¿cómo entendemos esto último? En 
el caso de la tarjeta Uruguay Social resulta muy fácil, porque implica dinero que va directamente a la gente. 
Hay muchos programas del Ministerio que ya fueron explicados en los cuales los recursos humanos son la 
parte sustancial. Como ejemplo puedo citar el programa Cercanías, las duplas de Uruguay Crece Contigo, 
Jóvenes en Red, ya que en gran parte de estos programas está centrado en los recursos humanos que son los 
que van a buscar a los gurises, a las familias, a las embarazadas. Si se desea, puedo enviar un cuadro con 
mucho más detalle porque esos son recursos humanos, pero implican atención directa, a diferencia de los 
recursos humanos de Digese, por citar algún ejemplo. Por eso mencioné los porcentajes de 25% y 75%. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Como la directora general ha dicho tan amablemente que enviará un 
material, le aclaramos que necesitamos la desagregación de los datos porque nos interesa conocer de 
ese 75% qué porcentaje se puede interpretar como asignación directa para los beneficiarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información que se enviará resultará útil y hay consenso entre los 
legisladores para que así se actúe. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Enviaremos esa información y seguramente debamos enviar 
alguna adicional ya que puedo brindar algunas respuestas en este momento pero deberé buscar otra 
información en el Ministerio. 


En relación a las organizaciones sociales que contratamos puedo decir que tenemos dos grupos. Como saben, 
algunas representan nuestros recursos humanos, aunque son pocas ya que nos encontramos en el proceso de 
regularizar los recursos humanos. Por otra parte, tenemos un montón de organizaciones sociales que figuran 
en un listado que puedo dejar. En él no figura la suma total, pero sí aparecen detalladas programa a programa. 
Por ejemplo, en el programa Calle contratamos 37 OSC que implican 945 recursos humanos contratados, y 
tengo un listado en el que figuran todas las OSC. 


Con respecto a cuánto dinero gastamos en estas OSC podrá ser parte del informe que puedo preparar por lo 
que mencionábamos en cuanto a que alguno va directo y otro no. De todos modos, cuando desagreguemos el 
informe relativo a gastos en recursos humanos o no, podremos aclarar cuánto se destina específicamente a las 
OSC dentro de los programas. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL .- Simplemente a modo de explicación podemos 
decir que nosotros tenemos un dispositivo de atención a la violencia basado en género que se ocupa de 
atender a la mujer y a la familia. Por eso es muy difícil responder cuánto es el dinero que se dedica a 
políticas sociales. Si tenemos una abogada que orienta para un juicio desarrolla una política directa. 
Por concepción y convicción no queremos que los dispositivos de atención de violencia estén a cargo de 
funcionarios públicos con dependencia directa sino que tengan la independencia técnica de trabajo 
para atender estos casos. Por otra parte, los refugios -tanto los de veinticuatro horas como los 
nocturnos- son atendidos por organizaciones de la sociedad civil que se ocupan del conjunto de la 
atención a las personas. La supervisión, el control y los requisitos son llevados adelante por el 
ministerio, pero son servicios que estamos convencidos de que no deben pasar a ser desarrollados por 
funcionarios públicos. Menciono estos casos porque son ejemplos de políticas. 


Como decía la directora general, cuando una partera, una pediatra, una asistenta social o una psicóloga 
trabaja con la familia que tiene un bebé en situación de riesgo, su trabajo podrá ser desarrollado por 
funcionarios públicos pero, en realidad, el trabajo de la partera, de quien está controlando el embarazo, o de 
quienes están en el móvil de asistencia, implica políticas directas y no transferencias. Por eso cuando se 
mencionan los planes que da el Mides debemos preguntarnos de qué estamos hablando. Una cosa es lo que se 
da en dinero, otra es la asistencia que se brinda, y otra la relacionada con los procesos de acompañamiento. 
Por ejemplo, en el caso de Uruguay Trabaja se hace un acompañamiento y una capacitación. Este es un 
trabajo que se realiza siguiendo a las personas. Entonces, debemos tener en cuenta ese dato que tenemos 
desagregado. 


También se preguntó cuál es la población objetivo y debo decir que somos todos los uruguayos, porque hay 
políticas sociales focalizadas y universales. La salud, la educación, la vivienda, el medio ambiente y todos los 
derechos consagrados en la Constitución implican políticas sociales. La economía de un país es su gran 
política social. Esto lo dice siempre el ministro de Economía y Finanzas, que habla de la economía para el 
desarrollo, porque se trata de la economía en función del desarrollo de la sociedad uruguaya. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradezco mucho la aclaración de la señora ministra. Personalmente, 
quiero conocer esa desagregación porque me imagino que también debe haber una política de 
evaluación de las organizaciones. Voy a poner un ejemplo ridículo: si tenemos una organización que 
tiene quinientos integrantes y el público objetivo es de veinte personas, evidentemente tenemos un serio 
problema. 


La señora ministra se refirió a las OSC y también agradecería mucho que se nos informara si el Ministerio 
establece en las partidas lo que debe destinarse al pago de salarios en estas organizaciones. Quisiera saber si 
eso lo tienen tarifado, por decirlo de una manera muy poco ortodoxa, y nos interesaría mucho que se nos 
remitiera esa información. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- La directora general hizo referencia a 36 ONG, aunque tal vez 
entendí mal. Asimismo, mencionó el número de personas que integran las ONG pero no lo pude 
escuchar. 


Por otra parte, querría saber si en la primera aproximación que se mencionó, relativa a un 20% y un 25% 
destinado a recursos humanos, figuran estas ONG. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Aprovecho estas nuevas preguntas para aclarar algunos temas. 
Tomando en cuenta el listado que mencioné puse un ejemplo de la cantidad de ONG contratadas para 
el trabajo en refugio en los programas de calles. Por ejemplo, 37 ONG trabajan en ese tema. En las 
distintas páginas figuran las ONG programa por programa. No las sumé pero deben ser cientos. Las 
personas vinculadas a estas OSC son aproximadamente 2.300, pero puedo dejar el listado -que ya se 
está repartiendo- porque reitero que lo hicimos programa por programa y no sumamos el total del 
Mides. 


Con respecto a cómo llegan estas OSC a trabajar con el Mides podemos decir que lo hacen a través de un 
proceso de licitación. En el pliego por el cual llamamos OSC para que gestionen refugios en Montevideo, por 
ejemplo, está estipulado cuánto dinero debe destinarse a recursos humanos, cuánto a materiales de limpieza, 
cuánto a mantenimiento del hogar, así como los sueldos. Podemos adjuntar el pliego de una licitación 
cualquiera para que vean las características de los llamados. 


También se preguntó por qué hubo tantas observaciones del Tribunal de Cuentas si nosotros licitamos cada 
uno de nuestros servicios. No sé cuáles son las observaciones puntuales porque los ejemplos Arquitecta de la 
Vida y Panacea son cooperativas sociales de servicios de acompañantes en casas que tienen enfermos 
psiquiátricos o en nuestras casas asistidas y nosotros podemos contratar directamente a las cooperativas 
sociales. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera aclarar a la señora directora general que la observación viene 
porque lo que se establece es la reiteración permanente del gasto que sumado supera lo establecido en 
el literal C) del artículo 33. Por lo tanto, lo que el Ministerio debería hacer para lograr regularizar esa 


situación es hacer una licitación que podrá ganar Arquitectas de la Vida, por ejemplo; nadie se opone a 
ello. Por el contrario, si cumple una labor importante podrá acceder a ella. Lo que no se puede -porque 
no lo permite la ley- es fraccionar el monto para que de esa manera se pueda exceder a lo establecido 
en el literal C) del artículo mencionado. Me queda claro lo relacionado con Arquitectas de la Vida y tal 
vez las demás cooperativas también sean buenas, como la cooperativa de choferes Coochofa, pero lo 
que nos preocupa no es la organización. Lo que señalamos es la sucesiva observación que se hace como 
consecuencia del fraccionamiento del gasto, por lo que el Ministerio debería utilizar otro mecanismo, 
como por ejemplo el llamado a licitación. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Tanto en el caso de Coochofa como en el de las otras cooperativas 
quiero aclarar que, en general, nosotros llamamos a licitación. Seguramente debamos mejorar nuestros 
procedimientos administrativos -no lo discuto- pero en todos los casos se realizan licitaciones abiertas. 
Simplemente -esta es la explicación de Coochofa que es una cooperativa de choferes que maneja los 
autos del Ministerio-, las licitaciones tienen distintos tiempos o mecanismos; nos las devuelven con 
observaciones y hasta tanto no logremos culminar el proceso de licitación debemos continuar con 
nuestros servicios. Es por eso que contratamos directamente y por eso se nos observa el gasto, pero se 
trata de un tema que tiene mucho que ver con los servicios del Mides. Nosotros licitamos todos los 
servicios, pero cuando estos procesos se interrumpen, se frenan o vuelven, debemos continuar y aclaro 
que nos pasa más de lo que la directora general desearía porque preferíamos evitar observaciones al 
gasto. 


Una de las preguntas pendientes se vincula con el tema de los autos. Tengo en mi poder el listado de los autos 
del Ministerio de Desarrollo Social, algunos de los cuales fueron ingresados en 2016 -es decir que no figuran 
solo los relacionados con la rendición de cuentas-, y podemos dejarlo. Tenemos una flota de setenta y dos 
autos de los cuales treinta y uno están en el interior y el resto en Montevideo. Aclaro que los sumé ahora 
porque tampoco tenía las sumas hechas. En el listado figura claramente en qué departamento y ciudad se 
encuentran. Como fue explicado, tenemos muchos servicios a nivel territorial y quiero aclarar que en esta 
flota de autos, en algunos de los cuales se invirtió en este año para renovar la flota -en general son para 
renovar la flota y a veces para la compra de nuevos-, tenemos un sistema de trabajo distinto a otros 
ministerios que conozco, aunque no sé si es muy particular. Estos autos se usan para hacer las recorridas en la 
calle, en la noche. Son autos que están acondicionados especialmente para mantener la seguridad de nuestros 
choferes y de nuestros funcionarios. Son los que van de noche por la vereda, buscando gente. 


Hay autos de Uruguay Crece Contigo que trabajan en todos los barrios. Se usan para supervisar 
emprendimientos. Todo nuestro trabajo está absolutamente descentralizado. Estos autos trasladan equipos de 
trabajo concreto. 


Voy a dejar a la comisión un listado con el detalle de cada auto, con la chapa, el modelo, el año en que fue 
comprado y la localidad en la que se encuentra. 


Además del detalle de gastos directos o gastos en recursos humanos enviaremos a la Comisión la información 
relativa a la distribución de las inversiones. Si bien una compra se puede hacer en Montevideo, se 
descentraliza en todo el país. Nosotros rendimos cuenta de esto a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
Tenemos la información de cuántas computadoras y cuánta plata se destina a inmuebles en el interior. No es 
que toda la plata de inversión se quede en Montevideo; se compran las computadoras y después se las lleva a 
otro lado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Usted nos repartió el resumen de las organizaciones que tienen 
vinculación con el Ministerio, pero no encuentro a Coochofa. Lo digo para que se nos envíe también 
esa información. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que se repartió el listado de los vehículos y el otro 
a que hacía referencia el señor diputado Penadés. 


SEÑOR LABAT (Juan Pablo).- Con respecto a las preguntas relacionadas con medición de pobreza, 
vulnerabilidad, sistemas de información, información disponible, apertura de datos, asignación de 
transferencia, distribución geográfica de las mismas, y capacidad de apertura en la distribución de las 
prestaciones, quiero plantear que Uruguay ha avanzado muy significativamente en este proceso de 
construcción de información social y se han desarrollado un conjunto de sistemas que nos permiten dar 
respuestas. Muchas veces lo importante es tratar de orientar la discusión conceptual sobre la 
información que queremos tener, porque a veces nos tapa y no somos capaces de procesarla o de 
acceder a ella en forma rápida. 


El observatorio del Ministerio tiene un conjunto de pestañas que permite ver los módulos y los temas. Uno de 
ellos es el Mides. Pueden recorrer cualquiera de los otros para ver lo que contienen, que pueden ser de 
interés. Esto permite un reporte departamental con un conjunto muy importante y variado de indicadores, que 
puede dar un panorama completo de la situación y, además, de la evolución en el tiempo. Eso es una 
novedad, no solamente porque podemos mirar la pobreza, la indigencia -cuestiones que históricamente se 
miraban agregadas en el Uruguay y que hoy se pueden ver a nivel local- sino un conjunto de informaciones 
que tienen que ver con las prestaciones de las distintas sectoriales que no tienen nada que ver con el Mides - 
inclusive, alguna de ellas tienen indicadores de otras áreas de la política-, que pueden ser compendiadas en 
un reporte que pueden construir ustedes mismos, imprimirlo o mirarlo en un mapa o en un gráfico. 


Por ejemplo, en el caso de las transferencias, hay un conjunto de reportes. Pueden hacer la apertura 
departamental y ver la evolución de la Tarjeta Uruguay Social en el lugar que quieran, simplemente entrando 
por los mapas del observatorio. A través del observatorio pueden acceder a un conjunto de indicadores que 
reportan sobre diferentes temáticas en el departamento o bien clickeando en el departamento pueden entrar a 
los temas que les interese. Allí están todas las transferencias del Mides y algunas políticas y programas que 
son de habitual consulta de muchas personas y de interés público. 


El sistema integrado de información del área social brinda información de diecisiete instituciones y más de 
cincuenta programas, y se puede ver persona por persona. Ahora estamos trabajando en una aplicación para 
ver la confluencia de prestaciones en los hogares, más allá de la unidad de análisis, que es la persona, y su 
evolución en el tiempo. A partir de eso se puede hacer una desagregación, no solo por departamento, sino por 
localidad, para ver cómo están distribuidas las prestaciones. 


En esta iniciativa federada, en la que todas las instituciones del Estado colaboran, no necesariamente tenemos 
toda la información que desearíamos de cada uno de los prestadores de servicio, pero se trata de un proceso 
de acumulación que lleva ocho años, en el cual se van incluyendo datos sobre la cobertura de los distintos 
programas que permiten ver diferentes indicadores. Como novedad latinoamericana -por la cual el año 
pasado recibimos un premio internacional de la OEA-, podemos decir que permite hacer el cruce de todas las 
instituciones del área social y tener longitudinalidad, es decir, un análisis a lo largo del tiempo, que tiene que 
ver con el acumulado histórico. Si nos vamos atrás, solamente veremos los primeros socios, BPS, Mides y 
algunos más, pero a medida que vamos evolucionando el número aumenta, así como también las 
prestaciones. 


Este es un instrumento que se viene utilizando fuertemente para el diseño de las nuevas políticas en términos 
de que mejora mucho la eficiencia y da la posibilidad de focalizar especialmente una visión multidimensional 
de la vulnerabilidad. 


Voy a ingresar en la apreciación que hacía el diputado Abdala sobre el tema de los indicadores que refleja el 
informe PNUD sobre la pobreza, que tiene que ver con este desfase que se ve en todos los países 
latinoamericanos; tiene que ver con lo que sucede en las poblaciones con nivel de carencia cuando hay un 
incremento muy importante en los ingresos reales, que permite una mejora en esa dimensión, mucho más 
generalizada en la población que lo que hace a otros atributos, que son mucho más lentos en su evolución. 


Esa doble entrada de ser pobre -como decimos a la uruguaya- por NBI y por pobreza a la vez se ha reducido 
significativamente en la parte pobreza pero no tanto en la parte de NBI. Por lo tanto, la cantidad de gente que 
es vulnerable en términos de variables más estructurales crece en términos relativos, porque un montón de los 
que eran así de pobres, pero además pobres por ingresos, dejaron de serlo por ingreso. Esto no se da 
solamente en Uruguay. En buena medida, esa mejora muy significativa en el nivel de ingresos no está 
acompañada de una mejora del mismo nivel de significación en las variables estructurales. Por lo tanto, hay 


un crecimiento en ese cuadrante de los que son pobres por una sola de las dimensiones, que son estructurales. 
Cuando se miran las dos dimensiones agregadas no hay un crecimiento. Si bien Uruguay no tiene una medida 
de pobreza multidimensional oficial, implementamos todas las medidas de pobreza multidimensional que 
haya porque nos parece una buena forma de comparar con el resto de los países que hacen este ejercicio. 


Por último, en términos históricos -es un desempeño histórico que hay que entender; son cosas que nuestras 
sociedades van aprendiendo a través de la implementación de políticas- tenemos que observar esta discusión 
que sale mucho en la prensa, y que inauguró la sesión de hoy, y que refiere al problema de las 
contraprestaciones o de las contrapartidas, un problema que fue puesto en la ley por el propio Frente Amplio, 
que no escapa a un análisis histórico de lo que estábamos discutiendo. 


Ayer hicimos un seminario con aportes académicos varios. Trajimos a uno de los especialistas más 
importantes del mundo en transferencias monetarias, el señor Fabio Veras Soares, quien aportó experiencia 
muy rica y compleja sobre América, Asia y África, lugares muy distintos donde se aplican estas cosas de 
formas muy diferentes. Son idiosincrasias muy diferentes, por lo cual no son totalmente comparables. Existen 
ciertas apreciaciones sobre Latinoamérica y ciertos resultados empíricos, que cuando se escribió esto en el 
2008 no se conocían. Me refiero a lo señalado por la literatura académica en cuanto a la contradicción entre 
los objetivos que implican los programas de transferencia condicionada, y a esa concurrencia de mejorar, por 
un lado, los ingresos para los estratos más bajos y, por otro, el capital social. Si bien las dos cosas son 
deseables, a veces son incompatibles, en el sentido de que si yo estoy muy preocupado por dar los ingresos, 
no estoy tan preocupado por lo que se hace, porque quiero intervenir en esa dimensión de derecho, y le aplico 
la condicionalidad después, pasa lo que pasa hoy que es que de alguna manera estoy desprotegiendo donde 
están las peores ausencias del sistema educativo, es decir, en el primer decil de ingreso. Entonces, esas dos 
cosas que la teoría ya señalaba que podían ser contradictorias, concretamente en América Latina, muestran 
serlo. También muestran que los resultados de revinculación educativa, el sostenimiento en el sistema 
educativo que dan las evaluaciones de impacto -estamos hablando de evaluaciones de impacto repetidas en 
muchos lugares- muestran que los resultados de retención en el sistema educativo que producen las 
contraprestaciones a nivel de asistencia -no estamos hablando de logros sino de haberse vuelto a inscribir en 
el liceo- son muy magros, entre el 2% y el 3%. Y si vamos a los resultados, desaparecen. Estamos 
efectivamente enfrentados a una contradicción, producto de una reglamentación en su momento bien 
inspirada y acordada entre todos, de la que hoy hay prueba empírica que hay que revisar. No tiene sentido 
querer hacer las dos cosas a la vez cuando una inhabilita a la otra. 


Desde nuestra perspectiva existe evidencia empírica para reforzar que la transferencia de ingreso 
efectivamente mejora el nivel de ingreso, pero no necesariamente tiene esta otra condición, es decir, que con 
esa magra transferencia se logre cambiar una situación social para que se dé la revinculación educativa 
exitosa, o sea, aquella que no solamente vincula sino que produce permanencia y resultados. Hoy, existe 
prueba empírica para discutir eso. Ayer, cerramos el seminario diciendo que lo abríamos porque tenemos la 
impresión de que hay que volver a tener esta discusión. Pero quiero resaltar el carácter histórico, no 
necesariamente ideológico -que lo tiene-, porque hay determinadas cosas que debemos mirar a la luz de los 
años, cuando las políticas evolucionaron y se ven los resultados. 


Rescato, de nuevo, el papel de la evaluación para poder discutir las cosas. De lo contrario, seguiremos presos 
de afirmaciones que solamente tienen carácter ideológico -que son bienvenidas-; hay que reflotar la prueba 
empírica. 


SEÑOR SANABRIA (Francisco).- Infiero que cuando el director preopinante dijo que quienes estamos 
aquí nos preocupamos más por el dinero que por las tareas que se desarrollan, no se refería a nosotros. 


Agradecería que lo aclarara. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco al director Labat la reflexión que acaba de realizar, porque es 
bien estimulante y aporta a este debate que es muy desafiante. Es necesario que estos temas no sean 
motivo de debates esporádicos, sino de debates continuos, ya que son muy dinámicos. Hoy, no vamos a 
entrar en eso. Creo que esto tiene que ver con el enfoque multidimensional de la medición de la 
pobreza y la inclusión y, por lo tanto, de la respuesta que damos desde el Estado, a partir de las 
políticas sociales, que tampoco puede ser unidireccional. 


Mientras eso no se procesa, tenemos a la ley vigente y al decreto vigente, lo que fue una suerte de 
ratificación. En 2008, se aprobó la ley, pero el decreto es de 2015. Quisiera preguntar concretamente -si no 
tienen la información disponible, con mucho gusto nos la pueden hacer llegar-, en función de la aplicación de 
este decreto, cuál fue la conducta del Ministerio de Desarrollo Social en cuanto a lo que dispuso el presidente 
de la República con respecto a que el Ministerio tomara contacto con los beneficiarios y cuál fue el resultado 
de las altas y bajas. Quisiera saber esto, por lo menos del año 2015, ya que debemos ceñirnos al período que 
estamos analizando. 


SEÑOR LABAT (Pablo).- No hice ninguna alusión al Cuerpo. Me refiero a una cuestión básica sobre la 
literatura de transferencias monetarias. Las transferencias monetarias condicionadas tienen dos 
orientaciones. Una es fortalecer el vector de ingreso de los hogares y otra es fortalecer el capital social. 
Esas dos dimensiones, que fueron la hipótesis originaria que masificó estos programas en el mundo, en 
arreglo a los instrumentos que se usaron para aplicarlas -las culturas y las idiosincrasias-, tuvieron 
distintos resultados. Hoy, en Uruguay y en Latinoamérica existe prueba empírica que muestra que 
sobre una de esas dimensiones se han portado bien y sobre la otra, no. 


(Diálogos) 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Con respecto a la pregunta del señor diputado 
Abdala, estamos rindiendo cuentas de 2015. También lo podríamos hacer de 2016, pero no lo voy a 
hacer ahora porque el presidente me solicitó que solo hablara de 2015. 


En 2015, discutimos duramente sobre si se aplicaban o no las condicionalidades y sobre si había que hacer un 
decreto reglamentario interpretativo o no. Esas son las cosas interesantes que discute el Consejo de Ministros, 
que nadie se entera. A veces, se enteran de cosas de los Consejos de Ministros en los que yo no estuve. Dimos 
esta discusión -que es buena- sobre políticas, desarrollo social y estrategia. Discutimos dentro y fuera del 
Consejo de Ministros y seguimos porque estamos compenetrados con el destino de las personas, con el 
desarrollo de la sociedad uruguaya y con los cambios a favor de los derechos y su ejercicio. 


El sociólogo Labat habló de la evidencia empírica. Nosotros, en 2015, fuimos a buscar a los chicos. A veces, 
hay cosas que uno no enuncia porque las conoce y da por sentado que el otro las sabe. Ya hablamos del INJU 
y de que Jóvenes en Red es un programa muy específico que nace para los famosos ninis. Detesto este 
término; lo he dicho en encuentros del Banco Mundial y en presentación de libros, donde uno puede opinar 
con otra libertad. Para mí no existen. Este es un tema de discusión teórica y práctica. El Programa Jóvenes en 
Red nace en el quinquenio pasado para buscar a aquellos chicos de catorce a veintinueve años, que no 
estudian ni trabajan. Quedó demostrado -me refiero a la evidencia empírica porque sabemos cómo se llaman; 
los fuimos a ver- que, por ejemplo, uno está cuidando a la mamá que está enferma. No es que no estudia ni 
trabaja; trabaja, pero no le pagan. Y tal niña está en la casa cuidando a los hermanitos. El 36% de los jóvenes 
ninis cuidan. Eso está demostrado; tenemos los nombres, los datos y dónde viven. 


A fin de año, hicimos una evaluación del programa y sacamos varias conclusiones. Una cosa es si la niña 
tiene entre catorce y dieciocho años y otra es si tiene entre dieciocho y veinticuatro años. En un caso, 
nosotros querríamos que estudiara y, en el otro, quizás ya tenga un bebé y tendría que entrar en el mundo del 
trabajo. La conclusión es que muchas veces no es verdad que no trabajen. Trabajan mucho y por eso no 
estudian. No figuran como que trabajan porque no aportan a la seguridad social. Para las estadísticas de 
trabajo, uno trabaja cuando aparece aportando o cuando declara que trabaja. 


Todas las duplas de Jóvenes en Red, con el apoyo de todas las oficinas del país -acá está el listado que nos 
pasa Anep-, salieron a buscar, casa por casa, a estos chicos a ver qué pasa. Tenemos ese resultado. El 48% de 
los que encontramos terminaron primaria y no aparecieron en ningún establecimiento de Educación Media. 
Sin embargo, encontramos a ese 48% en pequeños colegios, en localidades. Esos listados no aparecían en la 
estadística de la Enseñanza Media; eso ahora se corrigió. Nosotros los teníamos como que no asistían, pero sí 
lo hacían. Insisto en que eso lo podemos demostrar con nombre, apellido, situación familiar y visitas de 
trabajadores sociales y psicólogos, describiendo la situación. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- El dato que acaba de dar la señora ministra es muy relevante. Quiero 
saber si entendí. ¿El 48% de los que figuraban como que habían terminado primaria, pero no habían 


ingresado a ningún instituto de educación secundaria, ingresaron a instituciones privadas de las cuales 
no se llevaba un recuento oficial? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Me referí al 48% de la cohorte 2015. 
(Diálogos) 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Se refiere al 48% de quienes el Ministerio fue a relevar en cuanto a 
cuál había sido su destino? ¿Esos son los que estaban yendo a instituciones y no se tenía la información 
oficial? ¿A cuánto asciende ese universo del 48%, proporcionalmente? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL .- Insisto en que estoy hablando de la cohorte 
2015. Empezamos a trabajar por segmentos. Se trata de aquellos niños que, terminado sexto año de 
escuela, no aparecían en la Enseñanza Media. Ahí hay distintas cuestiones técnicas a resolver. El 
Programa Gurí de primaria es excelente. Nosotros podemos saber, día a día, si el chico fue o no fue a la 
escuela; podemos saber qué pasó. A nivel de Educación Media, sucede que las grandes instituciones 
privadas dicen: “Yo tengo el programa A -no me pregunten desde el punto de vista informático- y no el 
B, que es el que tiene la Anep”. A mí me enseñaron que hay planillas Excel. En mi época, había 
cuaderno y lápiz; podríamos poner las cédulas y pasar la información a la Anep. En esas cosas se va 
avanzado. 


Disculpen que mencione el año 2016. Ahora, viene esta nueva apertura, como dijo el señor diputado Abdala. 
Durante sesenta días, dos veces al año -conjuntamente con Anep y ASSE-, todos los recursos humanos del 
Mides de todas las oficinas y todos los dispositivos del país, excepto los de soporte -de ahí los autos y una 
cantidad de cosas-, tienen que ir a buscar la lista de los chicos de primer año de escuela que nos pasó 
primaria. En el departamento tal, la lista es esta; en el departamento cual, la lista es esta. Con esta apertura, se 
muestra una luz roja por faltas y/o resultados académicos, si se puede hablar de resultados académicos en el 
primer año. Eso nos está diciendo que hay que ir a ver qué pasa. Cuando vamos a hacer la entrevista a la 
familia, encontramos algunos elementos comunes. En algunos casos, Primaria inmediatamente toma las 
medidas para que pasen a escuelas especializadas; otros vienen de las escuelas Aprender. Como ustedes 
saben, las escuelas Aprender tienen dispositivos para los chicos con dificultades de aprendizaje. Algunos 
casos requieren de atención psicopedagógica o de otro nivel, y por eso es necesaria la participación de ASSE. 
“Tengo problemas con el niño en la clase; hay que mandarlo al psiquiatra”. No es compartido por la 
Administración de Educación Pública, como corresponde. Entonces, primero vemos con el maestro 
especializado; con el psicólogo; hacemos un diagnóstico. Para ello, precisamos a ASSE como aliada. Hemos 
encontrado algunos casos en los que ha sido necesario tomar medidas específicas debido a problemas de 
aprendizaje. 


Asimismo, nos hemos encontrado con chicos en su etapa adolescente -uno de los dos momentos 
determinantes en la vida de un ser humano para su desarrollo, junto con la primera infancia- que nos dicen 
que están esperando a cumplir 15 años porque quieren ir a Jóvenes en Red o al Cecap para ir a aprender. 
Podemos dar todo tipo de ejemplo porque nosotros vemos persona por persona. A veces, buscamos de forma 
aleatoria una cédula para ver en qué situación está la persona, y nos encontramos con una chica que nos dice 
que quiere estudiar peluquería y no enseñanza media porque cree que no le da la cabeza. La situación es 
mucho más complicada. No se trata simplemente de ir y decirle que le vamos a sacar la asignación familiar 
para que rápidamente vuelva a clase porque en la casa esos cuatro pesos son muy determinantes. Bajar la 
pobreza y comer mejor -a través de transferencias monetarias- tienen que confluir con el aumento del capital 
social y que aprendan y se desarrollen y se potencien al máximo sus capacidades; no pueden ser 
contradictorios. Esta es una parte del debate que queremos abrir. 


Yo vengo de la época en que éramos oposición, y en plena crisis de 2002, a pedido del gobierno del doctor 
Batlle, todos votamos con mucho gusto el HMR, como le dicen en el BPS. Era una ley de asignación familiar 
para hogares de menores recursos que después derogamos cuando se aprobó el plan de equidad. Queríamos 
reforzar la transferencia monetaria a los hogares desprotegidos, que no tenían trabajo, para que los niños 
comieran mejor. 


Voy a plantear una pregunta a los legisladores para que se queden pensando: ¿no tenemos que ir a un solo 
régimen, como ayer decía la doctora Carmen Midaglia, politóloga, estudiosa de todos temas? Tenemos una 
tercera transferencia que es la que se le descuenta del IRPF a quienes están sentados acá y tienen hijos. 


Entonces, cuando juntamos las tres, prácticamente el 85% de los menores de 18 años del país tienen 
cobertura y transferencia. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera hacer una consulta en relación este tema. 
SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Sobre este tema puedo hablar horas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No quiero estimularla, solo dejar constancia de que lo que ha dicho ha sido 
muy ilustrativo. 


En realidad, creo que nos ha dado un rango de cómo se viene aplicando el Decreto N* 239 con relación a lo 
que se está haciendo ahora, en este mismo momento; creo que se trata de una información muy valiosa. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- También hice referencia a lo que se hizo el año 
pasado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Por supuesto, y por ello quiero pedir información sobre el dato final. 


Anteriormente consulté sobre la cantidad de asignaciones que se están sirviendo en este momento, y no se me 
contestó. Por ello quiero saber si es correcta la cifra de 375.000. Pero también quiero saber qué pasó en 2015 
-como un dato o antecedentes- en cuanto a altas y bajas, y a la cantidad de asignaciones que se pagaron ese 
año; quisiera contar con el dato estadístico. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- El dato es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de cederle la palabra al señor Bango, quiero informarle que ya llegó la 
delegación del Poder Judicial, por lo que le solicitamos que sea breve. 


SEÑOR BANGO (Julio).- La cohorte de niños de 2015 es de aproximadamente 48.000 y la cobertura 
del sistema educativo en primaria es de alrededor de un 98%. Asimismo, el 5% de esos niños, como 
dijo la ministra, son los que se “perdieron” -entre comillas- en el pasaje a primaria, lo que da una cifra 
aproximada de 2.350 o 2.400 niños. Y el 48% son unos 1.130 niños que, en realidad, no están perdidos, 
sino que estaban registrados y están asistiendo a distintos servicios educativos de la órbita privada. 


A continuación, voy a agrupar las consultas realizadas por los señores diputados Abdala, Lafluf y Andújar en 
relación al Sistema Nacional Integrado de Cuidados, para no ocupar tanto tiempo. Pero antes quiero dejar una 
constancia: algunas de las preguntas y consideraciones políticas que se realizaron obedecen al 
funcionamiento del sistema en 2016, y ahora estamos haciendo la rendición de cuentas del año 2015. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- A lo señalado por el sociólogo Banco tengo que hacerle una salvedad. Es 
cierto que la rendición refiere al año 2015, pero el ajuste presupuestal es para el futuro, y por ello 
ocasionará modificaciones en el programa de asistentes personales lo que, obviamente, está relacionado 
con el 2016, porque tiene que ver con el 2017. 


SEÑOR BANGO (Julio).- En rigor, en el presupuesto no hay modificaciones, salvo que este Cuerpo 
considere realizarlas. En realidad, en la asignación presupuestal realizada por el Poder Ejecutivo no se 
prevén modificaciones para ninguno de los programas del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Por otra parte, el artículo 100 prevé la provisión de aproximadamente ocho cargos. Como ustedes saben, la 
Secretaría Nacional de Cuidados se conformó luego de la existencia del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados. Por lo tanto, el año pasado no tenía presupuesto porque no existía, ya que la ley que establece su 


creación se aprobó el 18 de noviembre de 2015. Entonces, durante ese año, la Secretaría funcionó con pases 
en comisión y con algunos funcionarios y funcionarias del Ministerio que fueron cedidos, generosamente, por 
algunos compañeros directores. Por lo tanto, quien habla comenzó a cumplir funciones, y a erogar gastos del 
Estado como responsable de la Secretaría Nacional de Cuidados desde el 15 de febrero de este año, aunque 
durante todo 2015 llevó adelante las competencias que le fueron delegadas por la ministra de Desarrollo 
Social. 


Entonces, la Secretaría necesita integrar personal, y para ello hemos realizado algunos llamados a concurso. 
Como ustedes saben, entre las fuentes de financiamiento del presupuesto nacional para el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, además de los dineros de Rentas Generales, hay un contrato de préstamos con el 
Banco Interamericano de Desarrollo. Por tanto, por esa vía se fueron realizando concursos y contratos, pero 
nosotros pretendemos que hacia 2020 -en la medida en que el Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
continúe-, se vayan realizando los concursos públicos necesarios para ir construyendo la plantilla de 
funcionarios públicos que integrarán la Secretaría Nacional de Cuidados. Además, en la medida en que los 
contratos de préstamos se terminan las personas dejan la Secretaría, ya que no son funcionaros públicos. 


Es claro que la construcción de una política pública de cuidados requiere de un organismo, pero como ya 
dije, por mandato de la ministra será muy austero en sus recursos humanos. En ese sentido, la Secretaría 
Nacional de Cuidados actualmente cuenta con treinta y seis funcionarios y, por mandato de la ministra, no 
vamos a incorporar más recursos humanos en el resto del país, ya que aprovecharemos lo que hay en nuestro 
Ministerio de Desarrollo Social. Como dije, esto se hará para mantener la austeridad y por un problema de 
eficiencia en la gestión de los recursos humanos; esa es la explicación. 


Por lo tanto, en próximas rendiciones de cuentas, seguramente, en la medida en que vayamos eliminando 
contratos, vamos a ir solicitando al Parlamento que incorpore nuevas creaciones de cargos para ir definiendo 
el perfil institucional -como debe ser- de una Secretaría que está en un Ministerio del Estado. 


Por otra parte, no voy a responder a las opiniones políticas porque, obviamente, no compartimos que el 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados vaya lento. De todos modos, voy a realizar algunas precisiones. 


En aras de la brevedad, voy a solicitar -si la Comisión lo entiende conveniente- que se incorpore a la versión 
taquigráfica de esta sesión las palabras pronuncias por mí, hace una semana, en la Comisión de Población y 
Desarrollo Social. En esa oportunidad dimos cuenta de todo el desarrollo del sistema. De esa forma, cuando 
los señores diputados estudien las eventuales modificaciones o acciones podrán contar con esa información. 
Por supuesto, ya está disponible, pero si se la incorpora a la versión taquigráfica de la Comisión de 
Presupuestos integrada con Hacienda del día de hoy puede ser más práctico para los señores diputados; por 
supuesto, ustedes lo resolverán como mejor entiendan. 


La señora ministra me acota que en esa versión taquigráfica figura una muy extensa exposición de la 
presidenta del INAU sobre los temas de infancia, la que también valdría la pena incorporar. 


Por otro lado, se consultó si hay o no respaldo normativo respecto de la transferencia de los subsidios que se 
van a realizar a través del BPS a las personas que contraten asistentes personales. La repuesta es que lo hay. 
En ese sentido, voy a dejar en la Comisión el Decreto N* 117/016, de 25 de abril de 2016, que es el que 
reglamenta el nuevo programa de asistentes personales y prevé y dispone las formas en las que se van a 
realizar las transferencias de los subsidios. 


En realidad, vale la pena aclarar cómo se va a realizar, y lo voy a hacer rápidamente; con esta información 
también voy a contestar las preguntas realizadas por el señor diputado Lafluf. 


En primer lugar, ya no hablamos de $ 6.000, y en el Decreto se define el sistema de franjas y subsidios. 
Entonces, cuando una persona llame al portal de cuidados, se le hará una entrevista y se le aplicará el baremo 
de la dependencia. Por tanto, si se advierte que se encuentra en una situación de dependencia severa, podrá 
contar con un asistente personal. 


Por otro lado, el nuevo programa de asistentes personales, en lugar de hacer una transferencia de $ 6.000 -que 
después se actualizó a $ 10.000-, realizará una transferencia por ochenta horas mensuales, en lugar de setenta. 
Por tanto, el asistente personal que tome el subsidio del 100% -hablamos de cuatro horas al día y ochenta 


mensuales-, percibirá $ 11.862, lo que se traduce en un líquido de $ 9.356, a $ 143 la hora, nominal. Por 
supuesto, a esa suma se le deberá agregar el pago por concepto de aguinaldo y salario vacacional. 


Quiero agregar que muchas personas que cobraban una pensión por invalidez, en cumplimiento de la ley de 
discapacidad, no se acogieron al programa porque no podían hacer frente al pago de aguinaldo y al salario 
vacacional, pero eso está contemplado en el nuevo decreto, el que podrán analizar en profundidad, 
considerando que ya fue entregado a la Presidencia de la Comisión. 


En realidad, el sistema es el mismo que llevaba a cabo el BPS en cumplimiento del Decreto N* 214/14 -que 
reglamentó la Ley N” 18.651-, que establecía la forma de transferencia. El procedimiento es el siguiente: se 
hace una cesión de pago de parte de la persona que contrata al asistente personal, eso se documenta, y luego 
el BPS le transfiere el monto correspondiente al subsidio. Pero como existe un mecanismo de financiamiento 
solidario y las personas pueden obtener un subsidio del 100%, 70% o 30%, la transferencia se hará en 
función del subsidio que le corresponda a cada una de ellas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Por supuesto, voy a leer con mucha atención el Decreto que el sociólogo 
Bango acaba de proporcionarle a la Mesa, pero quiero dejar constancia de que la asignación de 
recursos públicos y la forma de su imputación y destino requiere de una previsión legal expresa. No 
alcanza, por analogía, con aplicar una norma referida a la relación entre el BPS y las cooperativas. 
Aquí estamos hablando de recursos que la ley de presupuestos le asignó al Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados con una finalidad específica, pero yo no he encontrado en ninguna disposición, inciso o 
norma del presupuesto -tampoco en la ley de creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados- 
una habilitación legal para transferir recursos públicos a personas privadas -eso son las cooperativas o 
las organizaciones no gubernamentales- para que después estas contraten trabajadores con 
determinada finalidad. Sin duda, eso puede ser muy loable -lo es, y todos estamos de acuerdo con el 
Sistema-, pero creo que hay una debilidad jurídica, más allá de que voy a analizar los instrumentos. Es 
claro que no alcanza con que el Decreto establezca el mecanismo, ya que este tema debe ser resuelto 
por una ley. 


Solo quería dejar esa constancia, ya que no quiero abrir un debate. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Todo lo que ayude a dar seguridad jurídica a las cuestiones que estamos 
realizando viene bien. 


El Decreto emitido está respaldado con la opinión de juristas que fueron consultados, pero estamos a la orden 
para lo que el Parlamento entienda. Sin duda, si es necesario contar con un respaldo jurídico mayor, no 
tenemos inconveniente en propiciarlo, ya que será para bien del sistema. 


Como dije anteriormente, se habló de la supuesta lentitud en la implementación del Sistema, y se dijo que en 
el programa de asistentes personales se iba a incluir a 1.050 personas, lo que no es así. Por tanto, aunque ya 
lo hice el jueves pasado en la Comisión de Población y Desarrollo Social, voy a explicar cómo es el proceso. 


Hay entre 1.200 y 1.400 personas que ya tienen derecho a recibir un asistente personal; algunas ya lo tienen, 
pero con el régimen anterior, el que terminará debido a que el nuevo Decreto establece un nuevo programa y 
un régimen de transición. Por supuesto, quiero aclarar que todas las personas que estaban incluidas en el 
régimen anterior, si deciden continuar con esta nueva versión del programa no perderán sus derechos, ya que 
los tienen adquiridos. Además, contarán con aguinaldo y salario vacacional, recibirán asistencia por ochenta 
horas, en lugar de setenta, y no deberán cobrar ninguna prestación social por dependencia severa. Ahora bien, 
no se trata de que vienen 2.500 del BPS; vienen 1.200, que son los que se corresponden con el artículo 101, 
en el que se pide que la línea de base se traslade. Si hacen la cuenta que mencionaba para una transferencia 
de 100 subsidios, pueden observar que la transferencia que se solicita en el artículo 101 tiene que ver con la 
línea de base que va a permitir seguir financiando entre 1.200 y 1.400 personas que ya tienen asistente 
personal. O sea que lo que viene del BPS y se explicita en esta Rendición de Cuentas en términos 
económicos en la línea de base permite seguir solventando los compromisos ya contraídos. 


Además, hay 1.000 personas que fueron entrevistadas oportunamente y que por diferentes razones -la 
mayoría de ellas porque no podían hacer frente al pago del aguinaldo y del salario vacacional- no solicitaron 
este beneficio y que van a ser incorporadas este año. También serán incorporadas otras 1.000 personas; las 


1.050 a las que refería el señor diputado Abdala y, quizás, alguna más. De manera que en lo que resta del año 
2016 se agregarán 2.000 personas con dependencia severa en Uruguay que tendrán asistente personal. 


Por otra parte, durante el año 2016 ampliaremos las visitas a las personas menores de ochenta años, para que 
a partir de enero de 2017 se pueda estar en condiciones de ejecutar todos los créditos presupuestales que 
corresponden a la cantidad de gente que se puede atender con los recursos de que disponemos y que el 
Parlamento ha otorgado, que para el año que viene serán entre 4.000 y 5.000 personas en situación de 
dependencia severa. 


Esos son los números concretos, para que quede constancia, por si había algún error; que es natural, entre 
tantas cifras que manejan los señores legisladores. 


Creo que la respuesta a la pregunta del señor diputado Lafluf está comprendida, en parte, en esto que 
expliqué. No hay ni habrá asistentes personales estatales; no tendrán ninguna relación de dependencia con el 
Estado. Es más, en la versión anterior de este Programa se presentaron un par de juicios al BPS, intentando 
establecer una relación de dependencia con el Estado. Si bien no sienta precedentes jurídicos, la Justicia falló 
a favor del Banco de Previsión Social. A la hora de la construcción de este decreto tuvimos en cuenta los 
aspectos que se argúían en esos casos, de modo de perfeccionar este decreto y dejar absolutamente claro que 
los asistentes personales no van a tener ningún tipo de relación de dependencia con el Estado. 


Se preguntaba si había recortes en materia de infancia. La ministra ya respondió esa pregunta. No habrá 
ningún tipo de cambio en la asignación presupuestal planteada para la primera infancia. Había una sugerencia 
respecto a que el Sistema Nacional Integrado de Cuidados debería utilizar las capacidades de la sociedad 
civil. Nosotros no entrevistamos a 200 organizaciones de la sociedad civil; el año pasado, en dos meses, 
entrevistamos a 450 organizaciones de la sociedad civil. Entrevistamos también a los 19 intendentes y a 56 
alcaldes, como manera de incorporar al segundo y tercer nivel de Gobierno, además de la sociedad civil. Por 
supuesto, hay que aprovechar las capacidades instaladas. Voy a poner un ejemplo de ello. A partir del año que 
viene habrá 40 centros diurnos, que se empezarán a ejecutar progresivamente en todo el país entre los años 
2017 y 2020. El planteo que hicimos a las organizaciones sociales, a los alcaldes y a los intendentes es que no 
habrá plata para invertir en infraestructura física, es decir, en ladrillos para los centros diurnos porque, como 
bien decía el diputado Lafluf, el 95% o 98% de la inversión pública en infraestructura va principalmente para 
centros CAIF y jardines de la ANEP. Entonces, vamos a apelar a los activos que existen en la sociedad civil y 
en los gobiernos departamentales y municipales, de manera de hacer sinergia entre los recursos del Estado - 
pondrá recursos humanos- y las capacidades instaladas en la sociedad. 


Con respecto a lo que planteaba el señor diputado Andújar, quiero decir que no hay ningún margen para la 
duda respecto a quién le corresponde el control y cuáles son las competencias de los organismos con relación 
a las casas de larga estadía. No hay ninguna duda porque fue este Cuerpo el que aprobó, en el marco de la ley 
de presupuesto, las competencias que tienen el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Desarrollo 
Social en materia de habilitación y control de las residencias de larga estadía, como le llamamos nosotros, 
porque son servicios sociosanitarios. A partir de la ley que el Parlamento votó se está haciendo un proceso de 
reglamentación, estableciendo la operativa, es decir, cómo va a funcionar ese trabajo articulado entre el 
Ministerio de Salud Pública, que es el que da la habilitación final -repito, de acuerdo con las modificaciones 
que ustedes votaron, en el marco de la ley de presupuesto-, y el Ministerio de Desarrollo Social, al que le 
corresponde, a través de nuestro instituto de personas mayores, Inmayores, la fiscalización y control de los 
aspectos sociales, vinculados a la vida en las residencias. Los aspectos sanitarios y la habilitación final de 
cada una de las residencias corresponden al Ministerio de Salud Pública. Lejos de querer establecer un 
parteaguas, nosotros decimos que esta es una tarea del Gobierno y así la estamos pensando desde el Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, como una articulación entre Ministerio de Salud Pública y Ministerio de 
Desarrollo Social, más allá de las competencias que a cada uno define la ley. 


En este momento estamos prácticamente terminando con el proceso de reglamentación. Hay un equipo 
integrado por juristas y personal especializado de ambos Ministerios para hacer la nueva reglamentación. Por 


lo tanto, en los próximos días será presentada públicamente y decretada, como corresponde. 


Creo que es todo. Espero no haberme olvidado de nada. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Saludo a la delegación. 


Realmente, me quedó una duda con respecto a los subsidios que se pagan por las personas con 
discapacidades severas. No me queda claro quién sigue pagando estos subsidios; no sé si los paga el BPS o el 
Mides, habida cuenta de que el artículo 3” del Decreto N* 117 establece que pagarlos es cometido del BPS. 
Pido disculpas si ya lo dijeron, pero no me quedó claro. 


SEÑOR BANGO (Julio).- No es un mecanismo que innova, como me acota la ministra. En el caso de la 
asistencia a la vejez, opera de la misma manera. 


¿Cuál es el cambio que se introduce acá? Esto tiene que ver con el artículo 101. 


En la versión anterior del Programa, el BPS disponía los recursos; el BPS pagaba los subsidios y después 
rendía los gastos generados a la Contaduría General de la Nación. 


En la medida en que ahora la ejecución estará centrada en la Secretaría Nacional de Cuidados, se pasan los 
créditos presupuestales, se suman al incremento presupuestal definido por el Parlamento y el Ministerio de 
Desarrollo Social efectúa la transferencia de recursos al BPS para que este pague. Esa es la dinámica. 


Tengo un cuadro relativo al programa de asistentes personales. El incremental previsto para el año 2016 es de 
$ 146.000.000. La línea de base hoy es cero. La idea es que el año que viene la línea de base sea los 

$ 230.000.000 que ustedes votarían, de aprobarse el artículo 101. Se contaría con esa línea de base para pagar 
a los asistentes personales que vienen de atrás. La diferencia es que en lugar de que esa plata la tenga el BPS, 
se incorpora a los créditos presupuestales del Mides; el Mides, que ejecuta el programa, transfiere esos 
recursos al BPS y este funge como el que paga y transfiere los recursos por la vía del subsidio. ¿Qué hace la 
persona que es cuidada? Hace una cesión de derechos ante el BPS para que este traslade directamente al 
asistente personal lo que corresponda del subsidio, ya sea el 100%, el 70%, el 30%. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo nos resta agradecer la presencia de la señora ministra de Desarrollo 
Social, Marina Arismendi, y de todo su equipo, por todos los insumos. El trabajo realizado en el día de 
hoy será fundamental para el análisis del proyecto de Rendición de Cuentas por parte de esta 
Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda. 


Ha sido un gusto recibirlos en el día de hoy. 

(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Desarrollo Social) 

(Ingresa a sala una delegación del Poder Judicial) 

(Ocupa la Presidencia el señor representante Sebastián Andújar) 

SEÑOR PRESIDENTE (Sebastián Andújar).- La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación del 
Poder Judicial integrada por el señor ministro de la Suprema Corte de Justicia, doctor Jorge Chediak; 
el director general de los Servicios Administrativos, doctor Elbio Méndez, y la directora de la División 


Planificación y Planeamiento, contadora Luz Gonnet. 


Tenemos a estudio un articulado enviado por el Poder Ejecutivo, que comprende los artículo 102 a 110, y 
también el enviado por el Poder Judicial en la presentación. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Comienzo mostrando fotos de Maldonado por el cariño que le tenemos al 
nuevo edificio. Después haremos referencia a su construcción. Ya lleva más de un tercio de avance de 
obra y pensamos que va a estar pronto para la implementación del nuevo Código del Proceso Penal el 
16 de julio del próximo año. 


Voy a hacer unas breves referencias y luego el director general de los Servicios Administrativos y la directora 
de la División Planificación y Planeamiento evacuarán dudas de los señores legisladores. 


El Poder Judicial del Uruguay es consciente de la situación económica por la que está atravesando el país. 
Sin embargo, el proyecto de ley que se remite contiene algunas normas que incrementan el presupuesto 
vigente, pues la Suprema Corte de Justicia considera como impostergable la mejora en la prestación del 
servicio de justicia. 


Existe una razón de responsabilidad institucional, así como el imprescindible respeto y acatamiento de las 
sentencias judiciales y el principio de seguridad jurídica, que llevan a efectuar la previsión de condenas al 
Poder Judicial, en virtud de lo establecido en el artículo 9% de la Ley N* 19,310. 


Otra circunstancia es la inminente entrada en vigencia, el 16 de julio de 2017, del Código del Proceso Penal, 
aprobado por la Ley N* 19.293. Se han previsto inversiones mínimas y gastos necesarios en los términos que 
establece el nuevo régimen procesal en todo el país de forma simultánea. Esto implica grandes desafíos en 
cuanto a la preparación de los jueces y operadores, así como también en la gestión de todos los recursos 
humanos y materiales mínimos imprescindibles para una adecuada y satisfactoria aplicación del nuevo 
sistema procesal penal acusatorio y oral. 


Finalmente, se suma la entrada en vigencia del nuevo Código Aduanero, aprobado por la Ley N* 19.276, de 
19 de setiembre de 2014, cuya vigencia fue suspendida dos veces hasta el 16 de julio de 2017. 


Los fundamentos de las normas que contiene este proyecto se exponen a continuación y se basan en la crítica 
situación presupuestal de este Poder del Estado. El servicio de administración de justicia abarca 461 juzgados 
-se van a agregar 37 a partir del 16 de julio de 2017-, 17 centros de mediación, servicios de defensa pública 
con casi 230 defensores -que van a ser 300, dado que se incrementa en 68 el número de defensores en lo 
penal- y 66 procuradores. Asimismo, cumple funciones de registro civil en el interior del país y también 
servicios técnicos de apoyo a la labor jurisdiccional, como lo es el Instituto Técnico Forense. 


Para atender y sostener estos servicios instalados en más de 400 locales distribuidos por todo el país, no se 
otorgaron en el presupuesto quinquenal 2015-2019 partidas presupuestales para gastos de funcionamiento ni 
para inversiones, de forma tal que se acompase el presupuesto con el incremento del gasto por inflación y las 
nuevas sedes que se abrieron con las creaciones del período 2010-2014. 


Consideramos que un Poder Judicial confiable, eficaz y eficiente produce un efecto positivo sobre la 
actividad económica de un país, ya que brinda las garantías necesarias para atraer inversiones. Por ello se está 
realizando un esfuerzo para el mejoramiento de su organización y funcionamiento, pero se encuentra aún sin 
las herramientas necesarias para transitar el camino trazado en su plan estratégico 2015-2024, 


Todo ello ha redundado en una situación crítica que compromete seriamente la prestación de los servicios. A 
tales efectos, resulta imprescindible fortalecer al Poder Judicial dotándolo, al menos parcialmente, de 
recursos que permitan atender las necesidades más urgentes. 


Para facilitar la obtención de recursos se propone la utilización de parte de aquellos fondos que ingresan al 
Estado a través del servicio de administración que presta el Poder Judicial, tal como el producido por la venta 
de bienes confiscados y a disposición de la Junta Nacional de Drogas. 


En cuanto a la evaluación de la gestión de 2015, se cumplieron los desafíos previstos para ese año, logrando 
avances importantes en la gestión de los proyectos institucionales, mientras se fueron sorteando con éxito las 
dificultades encontradas fundamentalmente por la exigilidad del crédito asignado para gastos de 
funcionamiento, que debió ser reforzado por el Ministerio de Economía y Finanzas y con crédito de 
inversiones y de sueldos del Poder Judicial. 


Se realizaron talleres en Montevideo y en el interior del país con el objetivo de difundir el documento 
preliminar y recoger visiones sobre cómo debería el Poder Judicial llevar a cabo sus objetivos estratégicos, 
para culminar en mayo de 2015 con la redacción final del plan estratégico 2015-2024 que fuera aprobado por 
Acordada. 


Los principales desafíos para el año 2016 son los siguientes. Obtener las partidas para designaciones y/o 
contrataciones de cargos de magistrados, defensores y administrativos para la aplicación del nuevo Código 
Aduanero. 


Cumplir con el cronograma de obras establecido con la empresa Stiler, adjudicataria de la obra del Centro de 
Justicia de Maldonado. Se está cumpliendo con los plazos previstos y, en principio, antes de la entrada en 
vigencia del Código, en julio de 2017, debería estar en funcionamiento y amueblado. 


Lograr que lo recaudado por tasas del Registro de Estado Civil se transfieran al Poder Judicial en virtud de la 
actividad realizada por aquellas sedes del interior del país que la llevan a cabo, según lo dispuesto por el 
artículo 546 de la Ley N* 19.355, 


Continuar con la extensión del SGJM -es el sistema informático, que ha tenido varios nombres- en el cinturón 
metropolitano, brindando el soporte necesario a los Juzgados de Paz y Penales del interior, Civiles de 
Montevideo y eventualmente a los Tribunales y Juzgados de Adolescentes. Está instalado en las sedes penales 
y va a estar pronto en todas las que van a existir en julio de 2017 para la implementación del nuevo Código. 


Extender el sistema de videoconferencia a sedes departamentales de Río Branco, Paso de los Toros, Young y 
Bella Unión, y al establecimiento de reclusión de Punta de Rieles. Ha sido una aspiración del Poder Judicial 
que existan salas de videoconferencia en los establecimientos penales de detención de mayor porte, a los 
efectos de facilitar las visitas de los defensores públicos a quienes están privados de libertad, y agilitar el 
sistema de comunicación. El costo es muy bajo y la efectividad ha demostrado ser muy buena. Además, las 
salas de videoconferencia en todas las capitales departamentales y en aquellas ciudades que tienen juzgados 
letrados ha demostrado ser un mecanismo muy eficaz para multiplicar la capacidad de capacitación de los 
operadores judiciales y colegios de abogados locales a través de un medio que permite con poco costo 
difundir talleres y seminarios sin necesidad de pagar traslados y licencias. 


Otro de los desafíos es continuar con la incorporación de oficinas al sistema de telefonía IP, que es más 
barato que el normal. 


Instalar dos nuevas cámaras Gesell para reducir o evitar la revictimización en el proceso judicial, financiadas 
por la Asociación Mercosur de Magistrados de Infancia y Adolescencia y con fondos propios. 


Extender los sistemas de videovigilancia para optimizar recursos y reducir el gasto en contratación de 
empresas de seguridad. 


Poner en funcionamiento el nuevo Centro de Procesamiento de Datos ya adquirido. 


Continuar con la política de migración a sistemas de base de datos de uso libre gratuito a través de la 
reducción de contratos. Todavía tenemos pagos importantes anuales por licencias y utilización de software. 
Pensamos lograr su reducción y eventualmente descontinuarlos en el mediano plazo, a los efectos de que 
todo funcione con software libre y software propio. 


Poner en funcionamiento -ya lo está- el sitio web de la Cumbre Judicial iberoamericana, luego de que 
Uruguay pasara a ocupar la Secretaría Permanente a partir de abril de 2016. Es un orgullo para toda la 
República Oriental del Uruguay -lo hemos dicho en foros internacionales; es uno de los países más 
sobrerrepresentados del mundo en todos los foros- que ocupemos la Secretaría Permanente de la Cumbre 
Judicial Iberoamericana. Somos el primer país fuera de España que ocupa la Secretaría permanente, dado que 
ese país la ocupó durante veintiséis años. Cuando pasó el océano y vino a América, fuimos elegidos por 
unanimidad. 


Por último, queremos implementar en sedes piloto la solución informática que permita realizar las 
grabaciones de audiencias orales -Audire-, que se integra al sistema informático. Gracias a un aporte de la 
Presidencia de la República -que nos hizo entrega de forma gratuita el hardware- y por desarrollos propios, 
vamos a implementar el nuevo Código del Proceso Penal con grabación en audio de audiencias. 


La grabación en audio permite una inmediatez, una sencillez mucho mayor en el desarrollo de las audiencias. 
En las experiencias internacionales baja los tiempos de realización de la audiencia a la mitad y, por supuesto, 
en el caso de la apelación permite que los señores ministros que escuchen las declaraciones tengan una 
percepción mucho más clara que si estuvieran viendo resúmenes escritos. 


SEÑOR MÉNDEZ (Elbio).- Planteo a la Comisión que el régimen de trabajo sea diferente a las 
presentaciones de otras oportunidades en las que yo tomo la palabra y hago una relación artículo por 


artículo de los fundamentos. Para ahorrar tiempo a la Comisión, preferiría señalar dos o tres cosas que 
creo que ameritan alguna aclaración previa. Luego, los señores legisladores podrán formular las 
interrogantes que entiendan pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien. 


SEÑOR MÉNDEZ (Elbio).- Hay una disposición de carácter general -es para todo el Estado y, por 
ende, alcanza al Poder Judicial- que viene en el mensaje que remite el Poder Ejecutivo. Hablo del 
artículo 11, que hace referencia a los arrendamientos. Dice: “Los Incisos de la Administración Central 
y Organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, financiarán con sus créditos 
presupuestales, las erogaciones resultantes del arrendamiento de inmuebles, ubicados en el país, 
cualquiera fuera su destino.- Los créditos presupuestales destinados al pago de arrendamientos 
vigentes en el ejercicio 2016, tendrán carácter permanente”. 


Luego, se disponen una serie de derogaciones, entre ellas el artículo 473 de la Ley N* 16.736. Esta norma 
preveía que los arrendamientos se actualizaran año a año en función de lo que establecía la ley de 
arrendamiento. Esta disposición, al quedar derogada, implica -hablamos del Poder Judicial pero esto afecta al 
Estado en general- que no percibamos las actualizaciones. Por lo tanto, si el arrendamiento hoy sale $ 10, en 
enero, por más que salga $ 11, seguiremos teniendo un crédito por $ 10. 


Este artículo también tiene la contrapartida de que aquellos arrendamientos que demos de baja no vuelven a 
Rentas Generales como antes, sino que quedan como un crédito permanente para el Poder Judicial y con ese 
destino. 


En el caso del Poder Judicial no es fácil dar de baja muchos arrendamientos porque en Montevideo -salvo en 
dos excepciones grandes- estamos en edificios propios; en el interior -donde tenemos edificios o casas 
grandes arrendadas- es muy difícil dar la baja hasta que no se puedan construir sedes propias. Esto es más 
difícil porque los créditos para inversiones no son suficientes. 


Como señalaba el señor ministro superior de feria, tenemos por delante la creación de nuevas sedes, algo que 
va a implicar el arrendamiento de algunas sedes para alojar nuevos juzgados. Estos arrendamientos están 
previstos en los artículos que remite el Poder Ejecutivo en relación al Poder Judicial, con un incremento en 
las partidas. De todos modos, reiteramos la preocupación de que luego no se actualizarán. Por lo tanto, 
arrendaremos lo nuevo para el nuevo Código, pero esas cantidades luego no percibirán los arrendamientos 
que la ley de arrendamiento establece en forma imperativa y anual. 


Quiero dejar la salvedad de que, en algún momento, el Poder Judicial va a tener dificultades para el pago de 
los arrendamientos porque quedan a cargo de los créditos del Poder Judicial. En la medida en que no 
podamos hacer economías por otro lado, habrá dificultades para el pago de los arrendamientos. 


Por otra parte, quiero hacer énfasis en las disposiciones que la Suprema Corte de Justicia remite en materia 
de gastos de funcionamiento. No se trata de algo caprichoso y que el Poder Judicial quiera gastar más y que, 
por eso, pida que se incrementen sus rubros para gastos de funcionamiento. Si bien va a tener que gastar más 
-por lo que el doctor Jorge Chediak señalaba-, yo me quedo un paso antes: ni siquiera tenemos la 
actualización. Estamos con un crédito para gastos de funcionamiento fijado hace años que no tiene 
actualización por IPC. Entonces, no es que el Poder Judicial solicite más crédito para gastos de 
funcionamiento porque quiera gastar más, sino porque no logra siquiera acompasarlo con el ajuste por IPC. 
Por consiguiente, tenemos un gasto de funcionamiento congelado desde hace años y pagamos cosas cada vez 
más caras. Por ejemplo, en las empresas de limpieza -por la incidencia que tiene la suba del salario; 
bienvenida sea la negociación colectiva- se han incrementado los precios. Si no tenemos un ajuste en gastos, 
todo el incremento se paga con los mismos créditos. Por eso insistimos en el incremento para los gastos de 
funcionamiento. 


¿Cuál ha sido la manera de sobrevivir hasta ahora medianamente? El Poder Ejecutivo nos ha otorgado 
refuerzos. De todos modos, un refuerzo en los gastos de funcionamiento no es lo mismo que tener asignado 
presupuestalmente un determinado monto. El refuerzo depende de la disponibilidad del dinero en el 
Ministerio de Economía y Finanzas al momento de pedirlo. Lo ha hecho y es bueno señalarlo; no se 
concedieron los refuerzos solicitados, pero siempre se atendió los reclamos del Poder Judicial. Sería bueno 


que se incluyera en la línea de base de los créditos del Poder Judicial para gastos aquello que invariablemente 
el Ministerio de Economía y Finanzas nos ha venido otorgando. 


Quiero hacer una mención para evitar errores. El artículo 42 del proyecto que remite la Suprema Corte de 
Justicia plantea: “Sustitúyese el artículo 67 del Decreto Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el Artículo 68 de la ley N” 17.930 de 19 de diciembre de 2005 por el siguiente”. Allí hay 
un error en la redacción del mensaje del Poder Judicial, porque esa disposición está derogada. En realidad, 
pretender que se modifique una disposición que ya fue derogada es un error grueso que queremos salvar. Lo 
que la Suprema Corte de Justicia quiere, en definitiva -esto es lo que importa y pedimos al Parlamento que 
considere-, es que esta redacción que la Suprema Corte de Justicia pretendía por la vía de modificación de 
una disposición se consagre, lisa y llanamente, como una disposición de orden legal que refiera a los bienes 
que recibimos incautados por la Junta Nacional de Drogas. La Suprema Corte de Justicia propone que haya 
una distribución diferente a la que existe hoy. Esto no es caprichoso; es en función de que el Poder Judicial es 
una pata importante en el cumplimiento de las tareas que están a cargo de la Junta Nacional de Drogas. En 
función de eso, aspiramos a que se consagre legislativamente esta modificación, reitero, salvando el error no 
por la vía de la modificación de una norma que ya no existe sino de la sanción de una nueva que refiera a ese 
aspecto. 


Quiero hacer otra aclaración para evitar posibles errores del legislador al leer la exposición de motivos de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Al referirnos a los fundamentos de los artículos que van del 10 al 15 -esto se encuentra en la página 20 de la 
exposición de motivos del mensaje del Poder Judicial-, hay una parte que dice: “Se observa que el texto 
proyectado, no contempla la obligación de declinar competencia” -se refiere al texto del nuevo Código del 
Proceso Penal- “en caso de que el Juez disponga la prisión preventiva del imputado [...]”. Cuando el juez lo 
disponía, esto obligaba a declinar competencia y el caso pasaba a otro magistrado. Ello implicaba que había 
que prever una mayor cantidad de jueces porque iba a haber muchos magistrados impedidos de continuar con 
el proceso si habían dispuesto el procesamiento o el enjuiciamiento. 


En consecuencia se expresa: “Se observa que el texto proyectado, no contempla la obligación de declinar 
competencia en caso de que el Juez disponga la prisión preventiva del imputado, por lo que esta solución 
puede suponer una disminución del número de magistrados necesarios, con relación al Código aprobado”. 
Queremos que quede claro que esto se proyecta en forma paralela y en simultáneo con la negociación que se 
estaba llevando adelante en el Ministerio de Economía y Finanzas por parte del Poder Judicial. Esto se 
preveía con una determinada solución del código. Ahora, cuando arribamos al acuerdo con el Ministerio de 
Economía y Finanzas y cuando parece bastante cierto que hasta que el Parlamento no dé la última palabra 
esto no será así -que no vamos a volver a aquella redacción donde el juez quedaba impedido- dijimos que se 
pueden reducir los cargos; pero ya se redujeron en la negociación con el Ministerio de Economía y Finanzas. 
Por tanto, aquello que el ministerio establece como creación de cargos es lo mínimo imprescindible y 
acordado con la Suprema Corte de Justicia para que el nuevo código se pueda poner en funcionamiento. 


Queríamos señalar esto porque puede llevar a un error a un legislador que diga: “bueno, pero vienen tantos 
cargos de juez; de acuerdo con lo que dice la Corte, se podría reducir”. Y eso es imposible porque ya estamos 
en el mínimo de los mínimos. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Simplemente quería recalcar que de la misma manera que en algunas 
ofertas comerciales se dice: “el descuento ya está incluido en el precio”, en este caso, el descuento de la 
no necesidad de la declinatoria de la competencia, cuando un juez entienda que hay que privar de 
libertad -en determinadas circunstancias, con el nuevo código- a quien presuntamente ha cometido un 
delito, ya está incluido en los números que acordamos con el Poder Ejecutivo. Como dijo el señor 
director general, la negociación se llevó a cabo en setenta y dos horas, durante las cuales ambas partes 
redujimos drásticamente los números a los efectos de terminar, un día miércoles, en menos de la mitad 
de los costos de implementación que teníamos el lunes anterior, ya finalizando el mes de junio. 


Entonces, no hay posibilidades de reducir estos números acordados con el Poder Ejecutivo en la medida en 
que es el mínimo de jueces indispensable para poder implementar exitosamente el nuevo código. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MÉNDEZ (Elbio).- Por aquí cesaríamos los comentarios de orden previo y estaríamos a las 
consultas que quieran formular los señores legisladores en relación al mensaje de la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera dar la bienvenida al doctor Chediak y a la delegación de la 
Suprema Corte de Justicia que lo acompaña. Pido disculpas por la abreviación y por no referir 
personalmente a cada uno de sus integrantes, pero lo que aquí importa es la institucionalidad y, 
obviamente, para el Parlamento, recibir a la expresión del órgano jerarca del Poder Judicial es una 
instancia institucional de enorme significación e importancia, por razones que no es necesario que me 
detenga a enunciar. 


Quisiera hacer algunas preguntas con relación a lo que se nos ha venido trasmitiendo y con respecto al 
mensaje presupuestal de la Suprema Corte de Justicia, Poder Judicial. Obviamente hay un tema central en 
este análisis que tiene que ver con la implementación de las normas del nuevo Código del Proceso Penal que, 
sin ninguna duda, es una gran noticia, y creo que fue el resultado de la conjunción de esfuerzos de todos: del 
Poder Judicial, del sistema político, de los partidos políticos, del Poder Ejecutivo, del Parlamento y creo que, 
por fin, nos encaminamos a su definitiva vigencia. 


Lo primero que haría es una consulta de carácter general que se deduce de la propia relación de hechos. 
Partimos del supuesto de que los seis meses que van desde enero a julio serán suficientes para implementar 
todo lo que sea necesario, desde la designación de funcionarios de distinta naturaleza -jueces, defensores y 
funcionarios de otros escalafones- hasta la adecuación edilicia, física y de los sistemas de información que 
son indispensables para llevar adelante el cambio de paradigma que, sin ninguna duda, representa la 
aplicación del nuevo código. 


Sin perjuicio de ello, y más allá de la salvedad que se formulaba, que es muy atendible, en cuanto a que lo 
que viene en el mensaje del Poder Ejecutivo es la expresión mínima de lo necesario para avanzar en esta 
dirección, llama bastante la atención el mensaje del Poder Judicial, particularmente con relación a la creación 
de defensorías o designación de defensores, por ejemplo, a la designación de recursos humanos en el Instituto 
Técnico Forense donde, sin duda, hay una demanda adicional relativamente importante, o muy importante. 
Quiero detenerme en estas dos figuras de la administración de justicia: los defensores de oficio son de 
enorme importancia, y lo serán muy especialmente en el cambio de modelo -en lo que tiene que ver con el 
modelo acusatorio que ahora va entrar en vigencia-; y además, se agrega un elemento que representantes de 
todos los partidos políticos ya hemos estado analizando -y se abordó en el Senado- que es la atención y la 
asistencia a las víctimas. Obviamente eso va a implicar su defensa; se instrumentó una fórmula que 
implicaría utilizar o aprovechar la asistencia técnica del consultorio jurídico universitario, y eventualmente de 
los consultorios de las universidades privadas, pero el propósito, la voluntad política es que con el tiempo 
esto pueda quedar a cargo de los propios defensores. Y siempre hay una duda razonable -recientemente 
recibimos al gremio de los defensores de oficio- en el sentido de que en función de la demanda agregada y 
del incremento de trabajo, esta dotación sea relativamente suficiente o insuficiente: lo dirán las 
circunstancias. Sobre eso quiero preguntar específicamente para tener alguna otra precisión sobre cuáles son 
las perspectivas. 


Y tengo la misma inquietud con relación al Instituto Técnico Forense, porque ya en el debate presupuestal del 
año pasado recibimos a los propios interesados -y la Suprema Corte de Justicia se hizo eco de ello-, y en esa 
oportunidad estaba claro -y el Poder Judicial no tuvo incremento presupuestal de ningún tipo- que la 
situación de este Instituto era de importante fragilidad, fundamentalmente, en términos de la carencia de 
recursos humanos y, particularmente de los servicios técnicos. Advierto que en el mensaje del Poder Judicial 
se sugiere al Parlamento la aprobación de la creación de cargos de médicos, psicólogos, técnicos y 
profesionales de distintas disciplinas. Entonces, mi pregunta es si a la luz del nuevo escenario y de la 
implementación del nuevo código, el problema que ya teníamos el año pasado no se convierte en una 
situación bastante más agravada. En tal caso, las perspectivas pueden llegar a ser preocupantes, teniendo en 
cuenta que vamos hacia un modelo en función del cual las cosas van a suceder más rápidamente -porque para 
eso lo hacemos-, lo cual va a permitir una abreviación de los tiempos, pero eso implica que lo que antes se 
hacía durante un período más dilatado, ahora se tendrá que hacer en un lapso acotado. Por lo tanto, habrá una 
concentración, un aumento del trabajo y, en este sentido, la intervención de los técnicos forenses es muy 
notoria y evidente. Estas son las dos consultas que quería plantear sobre el Código del Proceso Penal. 


Ahora bien, quisiera agregar un par de consultas más: una de ellas tiene que ver con un tema respecto del 
cual todos los partidos políticos hemos simpatizado mucho en el Parlamento, que es el desarrollo de los 
Centros de Mediación, un programa muy exitoso que ha llevado adelante el Poder Judicial y que el año 
pasado también fue motivo de discusión en cuanto a que pudiera quedar trunco, o sufrir un rezago o retroceso 
importante, precisamente, por la falta de recursos. Advierto que esa discusión se reedita ahora, porque en el 
mensaje del Poder Judicial otra vez se introducen propuestas en ese sentido que no aparecen en el mensaje 
del Poder Ejecutivo. 


Otra consulta tiene que ver con el departamento de derechos humanos: creo que también hay unanimidad en 
el sistema político en cuanto a la importancia que tiene el tema de los derechos humanos en sí mismo. El año 
pasado debatimos sobre esto en la instancia presupuestal y no hubo recursos ni votos para que el Poder 
Judicial instalara este departamento. 


Entonces, quisiera preguntar en qué está esta situación: si este año la Suprema Corte de Justicia ha podido 
avanzar con los recursos que tiene y dar algunos pasos incipientes, aunque sean tímidos y, en qué medida, la 
ausencia de incremento presupuestal o de previsiones presupuestales con relación a esto retrasa un proyecto 
que todos reputamos como muy importante. 


Finalmente, nos alegra mucho que se introduzcan las previsiones presupuestales para la implementación del 
Código Aduanero. Recuerdo que hace algún tiempo hubo una reunión, que creo que fue definitoria, entre el 
señor presidente de la República y el señor presidente de la Suprema Corte de Justicia -quien, además, es el 
actual presidente- donde se garantizó que los recursos iban a estar -como aparentemente están- para que se 
implementara el código. En función de eso, en el Parlamento aprobamos sucesivas prórrogas para su 
vigencia, la última muy reciente: sinceramente, en este momento no recuerdo hasta cuándo decretamos esa 
nueva extensión. 


La pregunta es si los recursos que están planteados, y su vigencia a partir del mes de enero, serán suficientes 
para que no tengamos que aprobar más prórrogas y para que el código se aplique definitivamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En el mismo sentido del señor diputado Abdala, una de las preocupaciones 
centrales que creo que debería tener todo el sistema político, tiene que ver con la puesta en marcha del 
nuevo Código del Proceso Penal. Este tema dio lugar a un intercambio entre los distintos partidos; 
nosotros éramos partidarios de una solución que, en definitiva, es la que termina siendo contemplada 
en el acuerdo de los partidos en cuanto a que el nuevo Código del Proceso Penal entre a regir en su 
globalidad. En ese sentido, nos parece que se da un paso importante. 


Ese acuerdo, que ya ha tenido media sanción, supuso el compromiso por parte del Poder Ejecutivo en el 
sentido de que los recursos necesarios para instrumentarlo estarían presentes en esta rendición de cuentas. 
Ahora bien, quisiéramos tener una valoración de la Suprema Corte de Justicia para saber exactamente qué 
cosas quedan pendientes. Como señalaba el diputado Abdala, algunas se pusieron de manifiesto en esta 
instancia de rendición de cuentas, en particular, en lo que tiene que ver con los defensores de oficio. Este 
tema fue tratado y se buscó instrumentar una solución de carácter alternativo, no la más satisfactoria de todas, 
pero es una alternativa al fin. 


Entonces, sería bueno tener una visión de qué cosas entiende la Suprema Corte de Justicia que deberían 
instrumentarse de aquí en adelante, más allá de lo que hoy aparece con financiamiento expreso en la 
propuesta del Poder Ejecutivo. 


Hay que recordar, además, que cuando estaba planteado el tema de la mediación, nosotros insistimos en que 
se aprovechara la experiencia que había desarrollado el Poder Judicial. Nos parecía que no tenía mucho 
sentido hacer asignaciones a organismos que no tenían ninguna experiencia en esta medida, como 
eventualmente estuvo planteado en un inicio. Se habló del Ministerio del Interior o de la Fiscalía de Corte 
como alternativa; pero nosotros entendíamos que era necesario aprovechar la experiencia que se ha venido 
cosechando, a nuestro juicio exitosamente, por parte del Poder Judicial. Eventualmente, eso también supone 
una nueva tarea que se le asigna a estos Centros de Mediación y en ese sentido también quisiéramos tener 
una opinión por parte de la representación del Poder Judicial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Hago mías las preguntas formuladas por los señores diputados y 
quisiera agregar alguna más. La primera de ellas refiere a si la delegación del Poder Judicial nos puede 
informar si ha cuantificado en pesos la diferencia entre lo que el Poder Judicial solicita en su mensaje y 
lo que remite el Poder Ejecutivo en los artículos que el señor ministro Chediak refirió como “artículos 
espejo”. Además, quisiera tener algún comentario de la delegación del Poder Judicial con relación a 
cuáles entiende que son los artículos imprescindibles para su funcionamiento y que no fueron tomados 
en cuenta en el mensaje del Poder Ejecutivo. Sé que la respuesta será que todos -todos los años hacen lo 
mismo-, pero quisiéramos que este año nos pudieran decir cuáles de ellos entienden que podrían ser, 
necesariamente, prioritarios. 


La segunda pregunta está relacionada con las inversiones. En ese sentido, quisiéramos conocer si con los 
fondos previstos en el presupuesto nacional y en esta rendición de cuentas, por ejemplo, se va a poder 
finalizar el Centro de Justicia de Maldonado y se va a poder seguir con el plan de ejecución de obras; 
asimismo, cuáles son otras de las inversiones que el Poder Judicial pretende implementar en el correr de este 
quinquenio y si cuenta con los fondos para poder hacerlo. 


La siguiente pregunta está relacionada con la situación en que se encuentra la diferencia sustantiva que, en 
materia salarial, existía entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial desde hace ya un par de años. Me gustaría 
saber a cuánto ascendería al día de hoy, en términos constantes, producto de que, por lo pronto, no he leído - 
quizás me equivoque; en ese caso, necesitaríamos ser desmentidos y que se nos informara- si hay algún 
artículo por el que se proponga que se empiecen a acercar las situaciones que en materia salarial están 
existiendo, producto de que, en algún momento -si no es así, también pido que se me aclare-, el Estado va a 
tener que hacer frente a una deuda -calculo que, año tras año, se irá reajustando- entre el Poder Ejecutivo y el 
Poder Judicial. 


Por último me gustaría conocer si las disposiciones asumidas por parte del Poder Ejecutivo, en cuanto a que 
el Poder Judicial se hiciera cargo de las sentencias y de los fallos judiciales -en algún momento se había 
determinado que iba a ser responsabilidad del Poder Judicial tener que enfrentarlos-, hoy siguen estando 
vigentes y si se cuenta con las partidas presupuestales como para hacer frente a esos compromisos a los que 
ese Poder pudiera verse expuesto. 


Por ahora estas son las preguntas que quería hacer. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Los dos Códigos, tanto el del Proceso Penal como el Aduanero, entrarán 
en vigencia el 16 de julio del año que viene -la fecha es exactamente la misma-; entendemos que vamos 
a tener las condiciones mayoritariamente necesarias para su implementación. 


Con relación al número de jueces y de defensores públicos, entendemos que es adecuado. Como toda 
negociación, esto significó aproximar números encontrados y dejar algunas aspiraciones por el camino; se 
privilegió a aquellos operadores indispensables de la reforma, que son los jueces y los defensores públicos. 
Entendemos que treinta y siete jueces penales adicionales en todo el país, sobre un universo de sesenta y dos 
-un incremento de cerca de dos tercios-, es un número adecuado para acometer con éxito la implementación, 
y sesenta y ocho defensores públicos también. 


Tenemos claro, desde el inicio -en la comisión redactora del Código comenzamos a analizar la posibilidad de 
dar mayor participación a las víctimas-, que va a seguir siendo responsabilidad de la defensa pública el 
patrocinio de la mayoría de las víctimas, pese a las soluciones legales modificativas que se han establecido. 
Señalamos que, en principio, nos parece un número adecuado de defensores, aunque no van a tener 
experiencia como defensores públicos dado que deberemos pasar a implementar los concursos y los llamados 
para nombrar desde el exterior del Poder Judicial a estos sesenta y ocho defensores adicionales. 


Esta situación no se da exactamente así con los jueces. Tengamos en cuenta que al ser una pirámide, al ser 
una carrera vitalicia en el Uruguay, los que van a quedar libres en julio del año 2017, son treinta y siete 
cargos de base, de ingreso, de juez de paz en las últimas categorías. Los cargos adicionales de juez letrado en 
lo penal de Montevideo se llenarán con los actuales jueces letrados del interior y los cargos de juez letrado en 
lo penal del interior serán llenados con los actuales jueces de paz departamentales. Entonces, lo que va a 


haber es un corrimiento de la pirámide. En el caso de la defensa pública, esto no sucede dado que no hay una 
estructura piramidal análoga, entonces, van a ingresar desde afuera del Poder Judicial. Pensamos que el 
número es adecuado; vamos a ver cómo nos va con los llamados. 


Coincidimos -porque lo hace el Poder Judicial- con lo que ha señalado el señor diputado Pablo Abdala en el 
sentido de que celebramos el acuerdo de todo el sistema político. Creemos que es un orgullo para la 
democracia uruguaya que las tres ramas del Gobierno nos hayamos puesto de acuerdo en esta reforma. 


Con relación a los Centros de Mediación, verán que seguimos insistiendo, aunque bajamos un poco el piso. 
En vez de pedir los doce que faltan, pedimos cinco para ver si tenemos suerte. La aspiración desde hace 
largos años sigue siendo cubrir todos los departamentos del país, todas aquellas ciudades en donde hay 
Juzgados Letrados con Centros de Mediación, con el resultado de más del 95% de éxito en las mediaciones 
en el Uruguay, de la misma manera que en el ámbito internacional. En esto tenemos un debe. Es 
importantísimo avanzar con los Centros de Mediación, sobre todo cuando se piensa -inclusive- llevar la 
mediación al ámbito penal. Estamos totalmente de acuerdo con esto; creemos que en algún momento 
debemos lograr la implementación de esto en todo el país. En el departamento de Florida no hemos logrado, 
en acuerdo con la Intendencia, un local, así que todavía tenemos un Centro de Mediación aprobado que no 
está operativo, pero lo estará en un plazo muy breve. 


La aspiración es cubrir el país con Centros de Mediación. Lo vamos a seguir planteando de la misma manera 
en todas las instancias presupuestales sucesivas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¿Cuántos departamentos están cubiertos por este sistema y cuántos 
Centros de Mediación están funcionando actualmente? 


Le pido que no se olvide del Instituto Técnico Forense. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Tenemos la mitad del país cubierto. Faltan doce Centros de Mediación, 
de los cuales pedimos cinco para cubrir los diez departamentos que faltan con alguna ciudad adicional 
en los departamentos donde hay más de una ciudad con Juzgado Letrado y no solo la capital. 


Respecto a los gastos imprescindibles, le cederé el uso de la palabra a la directora de presupuesto para que 
haga referencia a las diferencias entre lo que logramos y aquello a lo que aspirábamos. 


Es verdad que la respuesta políticamente correcta es que todo lo que pedimos es imprescindible, pero con el 
mismo tenor de caballerosidad con que ha sido realizada la pregunta debemos señalar que lo que hoy es 
imprescindible para el Poder Judicial es elevar la línea de base para los gastos de funcionamiento. La 
situación se ha vuelto complicada para el pago de las cuentas de todos los días. 


Con relación al centro de Maldonado, se va a terminar el primero de tres edificios. Son tres módulos; el 
primero de ellos, que es para la Justicia Penal, está en acelerada construcción y va a estar pronto para la 
reforma del Código Penal. Estamos pidiendo fondos para los otros dos módulos. El total de la obra 
proyectada superaría los 10.000 metros cuadrados y el primer módulo tiene 3.600 metros cuadrados. De esta 
manera pretendemos solucionar el tema de la Justicia Penal de Maldonado; si no se nos habilitan los fondos 
en esta instancia presupuestal no podemos pensar en acometer los otros dos edificios. 


Se nos ha preguntado por parte de autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas por qué es una 
prioridad tan grande para nosotros terminar este magnífico edificio diseñado, desde el inicio, para la justicia 
penal. Queremos señalar que el Poder Judicial, el Estado todo -porque no lo pagamos nosotros de nuestro 
bolsillo-, gasta más de US$ 55.000 en arrendamientos en el departamento de Maldonado. Es extremadamente 
caro alquilar en Maldonado. Para nosotros va a significar un ahorro importantísimo; el hecho de pasar a ser 
propietarios en esa ciudad y de poder dar de baja a Juzgados que tenemos en arriendo en la ciudad de 
Maldonado va a mejorar nuestra disponibilidad cuando no tengamos que acometer con fondos propios los 
aumentos de los contratos de arrendamiento. De todas maneras, lo único que vamos a lograr terminar es el 
primer edificio; los otros dos dependerán, en su momento, de la habilitación de los recursos. 


Como señala el señor diputado Gustavo Penadés, un problema grave que tiene el Estado uruguayo es la 
liquidación de las diferencias salariales que se han venido generando desde el 16 de abril del año 2011. 


Estamos en la etapa final de la liquidación de la sentencia de condena más importante que tenemos en nuestra 
contra. Creo que más de tres mil setecientos funcionarios ganaron el juicio; por parte de nuestros servicios 
está pronta la liquidación -que, además, ha sido pedida uno a uno-; lo que faltan son los ajustes y los intereses 
los que, teniendo en cuenta los años transcurridos desde que se generan, probablemente lleven a un 
incremento del orden del 50% de la cifra calculada. En este momento no tenemos la liquidación, pero va a ser 
muy grande en esta primera sentencia. 


Una vez que quienes ganaron el juicio tengan la suma correcta, iniciarán las acciones para su cobro y por 
supuesto que nosotros no podemos afrontar esta situación. Queremos señalar que ahora se trata de una deuda 
de origen salarial, por lo cual rige la última modificación introducida en la Ley de Presupuesto, que señala 
que en estos casos se modifica el artículo 400. El mecanismo se vuelve un poco más largo, pero deja de estar 
a cargo del Poder Judicial. Cada uno de los organismos vuelve a tener, igual que nosotros, un pago por 
Rentas Generales; lo que se cambió fue la modalidad dado que en lugar de disponer el Ministerio de 
Economía y Finanzas el pago, debe procurar que el monto habilitante del mismo se incluya en la siguiente 
instancia presupuestal y en la instancia subsiguiente proceder a su pago, o sea que lo que se hace es demorar 
el pago. 


Los $ 21.000.000 que pedimos, que figuran en nuestro mensaje de rendición de cuentas, son nuestra 
estimación de aquellas condenas normales, de origen no salarial, que sí las tiene que pagar el Poder Judicial, 
porque esa solución general para todo el Estado de modificación del artículo 400 es solo para las deudas de 
origen salarial. 


La contadora Luz Gonnet podrá explicar las diferencias numéricas entre lo que aspirábamos y lo que hemos 
obtenido en el acuerdo con el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA GONNET (Luz).- En el proyecto que remitió el Poder Judicial, al final, en las páginas 81 y 
82, se resumen los totales. Allí hicimos una distinción porque hay dos capítulos que refieren al Código 
de la reforma aduanera y a la reforma procesal, que están resumidos. Van a ver que hay costos por 
año, porque hay partidas que no se repiten ni se acumulan. Por ejemplo, hay partidas específicas de 
gastos y de inversiones que son dadas en el año 2017 y 2018, y que luego en 2019 no se reiteran. 


Voy a hacer el comparativo con 2017, que es el año más próximo. 


Para la reforma aduanera se acordó un total de $ 21.920.132, que incluye servicios personales, 
funcionamiento e inversiones y para la reforma del proceso penal un total de $ 166.221.413, que incluye 
servicios personales, funcionamiento e inversiones. 


Esto, como dije, refiere exclusivamente al Código Aduanero y al nuevo Código del Proceso Penal. 


El total del proyecto del Poder Judicial, que incluye todas las normas del artículo 1* al 44, la mayorías con 
costos, representa $ 750.961.613, $ 469.000.000 para servicios personales -salarios; incluye una aspiración 
de los gremios a cobrar salario vacacional, que es lo que tiene mayor costo dentro de este monto-, para 
funcionamiento $ 170.760.636 y para inversiones $ 100.610.576. 


Este monto de $ 750.961.613 incluye lo acordado para aplicar el Código Aduanero y la reforma penal, y 
además dos partidas que solicita la Suprema Corte de Justicia para finalizar el edificio que se está exhibiendo 
en pantalla, que es el primer bloque. Siendo así, el Poder Judicial va a asumir con la partida permanente para 
inversiones la finalización de esa obra. El problema es que de esa partida permanente, más de la mitad se va a 
ir en la finalización del edificio, quedando menos para invertir en las demás obras, por ejemplo, en 
infraestructura informática. 


Por eso, la Suprema Corte de Justicia pide para 2017 la finalización del Centro de Justicia de Maldonado, que 
va a requerir unos $ 66.000.000. Dentro de esos $ 100.610.576 se incluye este monto. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Oscar Groba) 


Se prevé alguna inversión más para tecnología, para digitalizar todos los documentos que vienen en los 
expedientes penales. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradezco la información aportada. 


La contadora Gonnet quizás podría precisar -el señor ministro Chediak no pudo- a cuánto asciende la deuda 
generada por el conflicto salarial que se mantuvo en su momento que tendrá que afrontar el Poder Judicial o 
Rentas Generales, a través, como bien se dijo, de la aplicación del artículo 400 de la ley de presupuesto 
vigente. 


SEÑORA GONNET (Luz).- No calculamos el monto total, por las razones que explicó el ministro, ya 
que hay que calcular intereses y cada juicio tiene períodos diferentes y montos de reajustes que no 
están calculados. 


Lo que sí podemos decir es que este año hubo un incremento que llega a casi un 8% de aquel 26% que se 
estaba reclamando. Es decir, este año y en 2015 el Poder Judicial recibió un 8%, pero esto ya está incluido en 
el presupuesto permanente de sueldos. 


SEÑOR MÉNDEZ (Elbio).- Quiero complementar la información a propósito de los cargos técnicos del 
Instituto Técnico Forense. 


En el mensaje que envía la Suprema Corte de Justicia y en el que remite el Poder Ejecutivo, se contempla la 
creación de cargos técnicos, pensando, especialmente, en el interior, donde existen mayores dificultades. 


Entonces, a partir del artículo 10 del mensaje de la Suprema Corte de Justicia se prevé la creación de una 
serie de cargos, y concretamente en el artículo 11 aparecen cargos que tienen que ver con los servicios 
técnicos del Instituto, a saber: médicos psiquiatras, psicólogos, médicos forenses, químicos farmacéuticos, 
analistas químicos especializados y un intérprete gestual, que también depende del Instituto. Hoy el Poder 
Judicial tiene un único intérprete gestual; se estima que con juicios orales en materia penal, con un solo 
profesional será muy difícil. 


A su vez, en el artículo 3* la Suprema Corte de Justicia solicita: “Inclúyese en el régimen de Permanencia a la 
Orden establecido en el artículo 464 de la Ley N* 16.170,” -y remite a otras leyes- “los cargos de Médico que 
cumplan funciones en el Instituto Técnico Forense de acuerdo a la reglamentación que dicte la Suprema 
Corte de Justicia y que se enumeran a continuación:- 'Médico Psiquiatra, Médico Forense, Médico Clínica 
Forense, Médico Autopsista, Médico Anatomopatólogo, Médico Asesor y Médico Pediatra". Es importante 
obtener recursos para incluir a estos especialistas en un régimen de permanencia a la orden, por una cuestión 
muy clara que está en la definición: para tenerlos a la orden de la Justicia en cualquier momento. No 
hablamos de un funcionario que pueda cumplir un horario, como un administrativo, de 12 y 30 a las 18 y 45; 
probablemente, le sean requeridos sus servicios a la mañana, con posterioridad a las 18 y 45. Además, existe 
una razón de fuerza mayor. 


En el interior, aparte de que se necesitan estos cargos que vienen en el mensaje del Poder Ejecutivo, hoy 
tenemos vacantes que no podemos proveer, por una razón muy sencilla: no hay candidatos, porque el nivel de 
retribuciones de los cargos técnicos del Instituto Técnico Forense es muy exiguo, en comparación con lo que 
un médico gana con una simple guardia en una mutualista privada en el interior, o aun en los servicios de 
ASSE. 


Entonces, el Poder Judicial no puede competir en el interior, donde el medio es reducido, hay menos técnicos, 
existe una fuerte demanda de servicios de medicina privada y aun del Estado. No se trata de hacer una 
guardia de dos horas en una mutualista, sino estar seis horas quince minutos y, por encima de ese horario, a la 
orden, pudiendo ser convocados por un juez. Ese nivel de retribución explica por qué hacemos los llamados y 
no se presentan candidatos. 


En este momento creo que quedan tres candidatos en un concurso de médico forense, pero tenemos más de 
quince vacantes. 


Entonces, hay una imposibilidad material, y por más que se creen los cargos será imposible proveerlos en la 
medida en que no se mejore la retribución. 


El interés de la Corte en el artículo 3” es, por lo menos, para obtener este régimen de permanencia a la orden 
para que, en la medida en que se logre un mayor acercamiento a las otras retribuciones, la oferta resulte más 
atractiva. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Entonces, con este panorama lo que subsiste como duda es cuáles son las 
perspectivas, en función del nuevo escenario dentro de un año, porque si con lo que viene en el mensaje 
del Poder Ejecutivo y con lo que no viene, que fue lo que propuso la Corte y no fue contemplado, que se 
agrega a la realidad que se acaba de describir en cuanto al bajo nivel de retribuciones y el escaso 
interés, podría generar un cuello de botella, una dificultad a la hora de implementar el nuevo Código, 
que va de la mano con una intensificación de las tareas vinculadas con los procesos criminales. 


SEÑOR MÉNDEZ (Elbio).- La duda que plantea el señor diputado es más que razonable, y también la 
tenemos nosotros. Por eso estamos haciendo el esfuerzo y acudimos al Parlamento para lograr que se 
aprueben estos mecanismos para mejorar en algo. Tampoco creemos que sea la panacea, porque un 
30% de permanencia a la orden, aplicado sobre un salario que no es muy elevado, no va a cambiar la 
vida a ningún médico, pero es acercarnos un poco más. Tenemos nuestras propias dudas. 


Además, sé que no escapa al conocimiento de los legisladores que habrá una especie de doble demanda. 
Actualmente demanda el juez, pero con el nuevo proceso va a demanda el fiscal sobre esos mismos servicios 
técnicos. El fiscal tendrá a cargo la instrucción va a demandar del Instituto la presencia de funcionarios que 
hoy solo el juez demanda. El juez luego podrá demandar también en audiencia -porque vamos hacia un 
proceso en audiencia- y eventualmente que el técnico también concurra a la audiencia. 


En definitiva, no solo habrá un aumento de la demanda por lo que señaló el señor diputado en cuanto a que 
los procesos se acelerarán y se resolverán -como todos aspiramos- en menor tiempo -eso requerirá una mayor 
concurrencia de los servicios técnicos para asesorar-, sino que habrá otra institución, y si bien es cierto que el 
Poder Judicial dejará de instruir, creo que por el régimen en que se trabajará demandará más de los servicios 
técnicos. 


Reitero, habrá un demanda -se tendrá que ajustar sobre la marcha- de servicios técnicos, que son del Poder 
Judicial y que están sometidos jerárquicamente a él, de parte de un órgano externo al Poder Judicial. 


SEÑOR CHEDIAK (Julio).- Compartimos la inquietud del señor diputado. 


Es verdad que lo que requiera en la etapa instructoria la Fiscalía de Corte no lo requerirá el Poder Judicial, 
pero sin duda seguirán haciendo mismo trabajo que ahora. Lo que hoy hacen los técnicos en la etapa 
presumarial en el Poder Judicial, tendrán que hacerlo también en la etapa de indagatoria previa, cuando dirija 
la investigación el Ministerio Público. 


Además -agradecemos que se haya planteado la inquietud-, existirá el derecho de ambas partes, tanto del 
fiscal que esté actuando como de la defensa en la audiencia pública, de requerir la presencia del técnico para 
defender o cuestionar su pericia en la audiencia, que es la oportunidad en que se incorpora efectivamente la 
prueba con validez jurídica plena. 


Entonces, también se va a multiplicar el requerimiento, ya que no solo será necesaria la realización de 
pericias en la modalidad que ahora se realiza en materia penal, sino que, además, se agregará en muchos 
casos la necesidad de dar explicaciones, de defender, de contestar preguntas sobre la pericia, en la audiencia, 
que también va a llevar mucho tiempo del técnico y cuya presencia en la audiencia será preceptiva, porque 
todos los convocados deberán presentarse. 


Por lo tanto, es previsible un sobreincremento de la demanda de los técnicos. Además, debemos tener en 
cuenta lo que señalaba el doctor Méndez, en cuanto a la diferencia salarial con el sector privado en el interior 
de la República, que no hace atractivo el desempeño de funciones en el Poder Judicial por parte de los 
técnicos. 


No obstante, debo señalar que muchos de estos técnicos tienen puesta la camiseta. Siempre nos olvidamos de 
aquellos que sí prestan los servicios y que muchas veces no lo hacen por el beneficio económico, sino por 


compromiso con la institución. 


Reitero que en la negociación se privilegió a los actores indispensables de la reforma, a los jueces y a los 
defensores, pero no son los únicos actores necesarios para que funcione correctamente la justicia penal. 
Hubimos de privilegiar; se dejó por el camino otras pretensiones legítimas que hubieran sido importantes. 


Una vez que contrastemos el Código con la realidad, sabremos cuáles serán las posibles ventajas y las 
deficiencias. En la dinámica que tenemos que en esta bendita República, volveremos a tener todos los años 
instancias presupuestales y si se evidenciaran déficits importantes en determinados sectores de la prestación 
de servicios, trataremos de conversar con el Poder Ejecutivo y volveremos a plantear nuevamente a esta rama 
del gobierno nuestras necesidades. 


SEÑOR LAFLUF HEIBEICH (Omar).- Quiero saber por qué se están cerrando Juzgados de Paz, 
especialmente en el medio rural, porque todos conocemos la importancia que tienen en los pueblos el 
juez de paz, el comisario y la maestra. SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Agradecemos la pregunta del 
señor representante nacional. 


En realidad, esa es una política que ya se estaba aplicando en la Suprema Corte de Justicia, pero dadas las 
restricciones presupuestales que tenemos en la actualidad y la necesidad de administrar recursos que cada vez 
son más escasos se ha acelerado. 


En tal sentido, la Suprema Corte de Justicia -creo que en diez casos, pero hay otros pendientes- decidió 
eliminar Juzgados de primera y segunda categoría ubicados en el interior de la República, basándose 
exclusivamente en los números de su desempeño funcional. Por supuesto, en esas villas o pueblos no se 
elimina la presencia del Poder Judicial; simplemente, se hace una comunidad geográfica, y un juez tiene dos 
o tres secciones judiciales a su cargo. 


En realidad, las sedes judiciales que eliminamos tenían un costo muy importante de mantenimiento y no 
brindaban un servicio relevante a la población, ya que ni siquiera trabajaban en la función de registro de 
estado civil, debido a que no registraban nacimientos o defunciones y no celebraban casamientos; por lo 
tanto, nada ameritaba su existencia. Además, tampoco realizaban juicios, y no se ejercía la actividad de 
conciliador vecinal. 


Por tanto, la Suprema Corte decidió hacer esos recortes. Por supuesto, esos jueces continúan trabajando, ya 
que fueron adscritos a otras sedes de mayor categoría para que trabajen más y presten funciones en los 
juzgados letrados de la ciudad en la que funcionaban los juzgados de paz, o en el juzgado de paz 
departamental más cercano. 


En realidad, esa política no ha terminado, ya que comenzamos por aquellos juzgados que no tenían 
funcionarios, dado que la radicación del personal es compleja. Si en un pueblo se elimina un juzgado que 
tiene un funcionario que reside en el lugar, se le deben brindar los medios para que se traslade al juzgado más 
cercano, y para eso se requieren fondos presupuestales que no tenemos. 


Por lo tanto, nos vimos forzados a implementar una política para administrar recursos humanos, considerando 
las limitaciones presupuestales que tenemos y que son notorias desde el año pasado. Reitero que dicha 
política solo está basada en el informe de nuestros servicios inspectivos, que nos indicaron qué sedes -por 
ausencia de trabajo- debían ser eliminadas e incorporadas a comunidades geográficas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera que el Poder Judicial remitiera a la Comisión su tabla de 
salarios, desde los cargos más bajos hasta los más altos. Por supuesto, no es necesario que esa 
información se brinde en este momento; sin duda, la pueden enviar por escrito. 


SEÑOR CHEDIAK (J orge).- La contadora Gonnet me acaba de informar que contamos con la tabla 
solicitada por el señor diputado, y la podemos entregar en este momento. Además, también figura en la 
página web del Poder Judicial. En realidad, ante los medios siempre hago referencia a nuestra página 
web, ya que estamos tratando de cumplir con la transparencia; por esa razón tratamos de incluir en la 
página todo aquello que sea de interés público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a fotocopiar la información brindada por el Poder Judicial 
y a distribuirla entre los integrantes de la Comisión. 


Solo nos resta agradecer la presencia de los doctores Jorge Chediak y Elbio Méndez y de la contadora Luz 
Gonnet. 


Por supuesto, ha sido un gusto recibirlos en la Comisión, pero nos mantendremos en contacto, ya que todavía 
no comenzamos a discutir el articulado. 


SEÑOR CHEDIAK (Jorge).- Agradecemos a los señores legisladores por habernos recibido. Como 
siempre, ha sido un placer estar aquí. 


(Se retira de sala la delegación del Poder Judicial) 
(Ingresa a sala una delegación del Tribunal de Cuentas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación del Tribunal de 
Cuentas, integrada por su presidente, el doctor Siegbert Rippe, las contadoras Diana Marcos, Olga 
Santinelli y Amelia Boix, el señor León Lev, el ingeniero Ruperto Long, los doctores Oscar Grecco, 
Álvaro Ezcurra, Diego Guadalupe y Santiago Fonseca Muñoz, y los contadores Omar Zooby y Carlos 
Rivarola. 


Antes de cederles la palabra quiero agradecer al presidente del Tribunal de Cuentas, a los señores ministros y 
demás integrantes de la delegación, por haber enviado el dictamen con antelación -el que ya fue distribuido 
entre los integrantes de la Comisión-, ya que sabemos el esfuerzo que eso significa; además, el plazo no se ha 
vencido. 


Por otra parte, sabemos que el Tribunal realizará una presentación sobre el articulado, que ya fue analizado 
por algunos señores diputados. 


SEÑOR RIPPE (Siegbert).- No es una tarea fácil la que vamos a emprender en el día de hoy. 


En realidad -son palabras que yo asumo- no deja de ser un desafío, pero también es una oportunidad. 


Sin duda, lo sentimos como un desafío porque el Inciso 17, Tribunal de Cuentas, no ha sido considerado en el 
articulado presentado por el Poder Ejecutivo para la consideración del Parlamento nacional. 


Es un desafío aun mayor cuando se tiene la conciencia de la situación general y, a su vez, cuando se lee o 
escucha que la Rendición de Cuentas luce ser un capítulo cerrado, sin alternativa. 


Pero esta también es una oportunidad, tal vez única y última, para expresar la intención y voluntad del cuerpo 
de ministros del Tribunal de Cuentas. 


Seguramente, habrán advertido que concurrieron los siete ministros y todos los directores de división, lo que 
se debe a que tenemos consenso. Además, somos conscientes de que, más allá de las circunstancias anotadas 
anteriormente, tenemos que preservar la institucionalidad del Tribunal de Cuentas y defender, hasta la última 
instancia, el proyecto de necesidades presupuestales de dicho Tribunal, a fin de que pueda realizar, por un 
lado, sus cometidos constitucionales y legales y, por otro, continuar desarrollándose en el cometido de dichas 
funciones. De alguna manera, es nuestra intención y voluntad también introducirnos en el control de gestión. 
Hemos tenido alguna experiencia con el Poder Judicial en el sentido de tener que informar determinadas 
situaciones vinculadas con la intervención preventiva en materia de gastos y de pagos, pero no hemos podido 
contestarles qué pasó luego de la intervención preventiva del Tribunal, qué pasó con la gestión de los 
recursos aprobados o intervenidos. No es posible continuar con tal silencio, porque de alguna manera nos 
sentimos responsables. Muchos pensamos que tenemos la base constitucional para controlar la ejecución del 
gasto. 


Por otra parte -esto lo saben los señores diputados-, hay un conjunto de operaciones que son de pública 
notoriedad que se desarrollan bajos formas jurídicas de derecho privado y que, como tales, impiden la 
intervención preventiva del Tribunal. Me refiero no solo a las sociedades anónimas, sino también a los 
fideicomisos y otras formas jurídicas de manejar la hacienda pública. Es por eso que nosotros analizamos 
durante varias semanas qué clase de propuesta podíamos plantear al Parlamento Nacional, a ustedes, señor 
presidente, señores diputados, de la manera más clara, más precisa y más inmediata, para poder desarrollar 
nuestras actividades mínimas. 


Ustedes observarán que en el presupuesto quinquenal no se asignó presupuesto al Tribunal de Cuentas. Ahora 
estamos en la instancia de rendición de cuentas y ejecución presupuestal en la que tampoco se nos reconoce 
el más mínimo aporte para poder desarrollar tales actividades. No vamos a repetir lo que hemos dicho una y 
otra vez en los años que llevamos en la Presidencia de este Cuerpo. 


Tenemos una experiencia que no es buena. No es buena con el Ministerio de Economía y Finanzas -lo digo 
con el mayor respeto-; no es buena con el Poder Ejecutivo; pero hasta ahora tampoco ha sido razonablemente 
buena con el Parlamento, porque a pesar de sus posibilidades constitucionales en la materia, más allá de la 
comprensión que nos han manifestado una y otra vez, tampoco han podido superar la barrera que significa 
que no se consideren las necesidades presupuestales del Tribunal de Cuentas. 


Tengo que hacer una suerte de advertencia. Hemos leído y escuchado en oportunidades anteriores que al 
Tribunal de Cuentas se le asignó un 70% adicional de su presupuesto original. Esto no deja de ser una suerte 
de falacia, porque cuando se hace referencia a ese 70% no se considera que está vinculado estrictamente a la 
adquisición de un inmueble y a todas las tareas de ampliación de ese inmueble y que de ninguna manera 
implica un importe anual, para todos los años, durante todo el quinquenio, sino que es prácticamente por 
única vez. Así como se ha manejado, parecería que el incremento es anual: no lo es. Fue por una sola vez y 
con la particularidad de que no fueron necesarios recursos de Rentas Generales. Se recurrió a dinero que el 
Tribunal tenía ahorrado a lo largo de muchos años y del que no podía disponer porque no tenía abierto el 
crédito presupuestal. Tuvimos que trabajar intensamente para que se reconociera la necesidad de esa 
ampliación, la necesidad de tener el edificio y hacer todas la obras necesarias para poder ponerlo en 
funcionamiento, con recursos nuestros, no de Rentas Generales. En algún momento eso se entendió y se abrió 
el crédito solo a esos específicos efectos. Reitero: era dinero que tenía el Tribunal de Cuentas en sus activos 
en el Banco de la República. 


Ante esto, ¿qué es lo que estamos planteando, resumido en apenas tres artículos que el Tribunal siente que 
son estrictamente necesarios en su contemplación para que pueda razonablemente funcionar? 


Un artículo tiene que ver con una suerte de gerente general o director general ejecutivo. Recuérdese que 
nuestro organismo apenas maneja un equivalente a US$ 20.000.000 anuales -piensen qué rango tiene esto 
frente al presupuesto nacional- y poco menos de cuatrocientos funcionarios. En esas condiciones y dada la 
complejidad de las tareas sustantivas del Tribunal, hay tareas administrativas que en este momento cumple el 
Tribunal particularmente en la persona de su presidente, algunas en la persona del Vicepresidente -la llamada 
Mesa-, pero que podrían ser desarrolladas por un funcionario de alto nivel que estuviera a cargo de dicho 
trabajo. No es una innovación introducida por el Tribunal. Esto derivó de una consultoría que desarrolló el 
Banco Interamericano de Desarrollo hace varios años, en el marco de un convenio en el que también 
participaban otros órganos de contralor de la República, entendiendo como tales el Ministerio de Economía y 
Finanzas, la Contaduría General de la Nación, la Auditoría Interna de la Nación. El consultor no solo puso 
por escrito la necesidad de disponer de una gerencia general, sino que una y otra vez, en las múltiples 
reuniones de trabajo que con él tuvimos, insistía permanentemente en la necesidad de disponer de tal figura 
administrativa y funcional en el ámbito interno del Tribunal. 


¿Qué pasó? En su momento, propusimos una reestructura y establecimos su financiamiento, pero no hubo 
ninguna posibilidad de que fuera habilitada por el Parlamento nacional. 


Pensamos que estamos en condiciones de eventualmente transformar algunos cargos que tenemos vacantes 
para cubrir financieramente los costos operativos de un funcionario de estas características. Sin embargo, 
tenemos una limitante legal, que es lo que se le puede pagar a un gerente general. No soy la persona más 
adecuada para decirles cuánto gana un gerente general en distintos organismos del Estado; en los últimos días 
ha habido algunos ejemplos que son de público y notorio conocimiento. ¿Cuál es la limitante que tiene el 


Tribunal? La ley por la cual el salario de ningún funcionario puede superar el 90% del sueldo del jerarca, en 
este caso, los ministros del Tribunal de Cuentas. 


Sé que ustedes lo saben, pero tengo que repetirlo. Es curioso cómo se maneja el sistema, las autoridades, la 
sociedad. Hay quienes creen que como estamos hablando de un organismo que emana del Poder Legislativo, 
los sueldos de los ministros son equiparables a los de los legisladores. Hay quienes creen que como diversas 
leyes se refieren a los ministros del Tribunal de Cuentas, estos ganan por lo menos lo mismo que un ministro 
de Estado. Eso fue cierto hasta el año 2010; hasta entonces, los sueldos de los ministros del Tribunal eran 
equivalentes a los de los ministros de Estado, pero ustedes tienen presente que, por diversas leyes sustantivas 
o interpretativas, se determinó que los sueldos de los ministros de Estado son unos y los sueldos de otros 
ministros, en este caso, del Tribunal de Cuentas -hay otros ejemplos- no están amparados al incremento 
recibido por los ministros de Estado. 


Por lo tanto, el sueldo nominal de un ministro del Tribunal de Cuentas es exactamente $ 133.390. Esto es 
alrededor de $ 95.000 efectivos. Como ustedes comprenderán, si por ley un funcionario no puede ganar más 
que el jerarca, se le podría pagar $ 110.000 nominales y, real o efectivamente, alrededor de $ 85.000, con 
mucha suerte. Y nosotros no conocemos ningún ejemplo de gerente general en ningún organismo -ya no 
hablo de la actividad privada; me refiero a la actividad pública- que tenga ese tipo de ingresos. ¿Podremos 
contratar nosotros un funcionario -todos ingresan y ascienden por concurso de oposición y méritos- por un 
sueldo de $ 84.000 o $ 85.000 líquidos? Hay un ejemplo cercano, de pública notoriedad, de un gerente 
general de una entidad súper conocida que gana casi $ 500.000 mensuales. Nosotros no podemos competir 
con eso. ¿Cuál será el rango medio? Muy superior a esta cantidad, obviamente. Por $ 84.000 o $ 85.000 creo 
que difícilmente podamos contratar a un funcionario con las habilidades propias de una gerencia general. 


Por eso pedimos que no se aplique esta norma legal de carácter general para el caso específico de la 
contratación de un director general ejecutivo para el Tribunal de Cuentas. Esto es lo que pedimos en uno de 
los artículos proyectados, es decir, que ese límite -como ha pasado en otros organismos- no sea considerado a 
los efectos de tal contratación. 


¿En qué consisten los otros dos artículos a los que hemos limitado nuestra pretensión más inmediata? Nada 
que ver con lo que propusimos en oportunidad del presupuesto quinquenal, atendiendo a una serie de 
situaciones o circunstancias. 


Hay un primer artículo en el que se hace referencia a una partida anual de $ 9:000.000. ¿Cuál es la intención? 
Una realidad ya explicada anteriormente. El Tribunal de Cuentas, desde el punto de vista edilicio, duplica su 
superficie actual. Hoy en día tiene aproximadamente 4.000 metros cuadrados. Tengan presente que el nuevo 
edificio está prácticamente pronto, faltan algunas obras de ampliación y luego ponerlo en funcionamiento, si 
no, sería un edificio cáscara vacía; si no tiene recursos no puede operar, y con los actuales, ni siendo 
Mandrake se podrán duplicar gastos con recursos exactamente iguales. Por lo tanto, para que pueda funcionar 
mínimamente el Tribunal de Cuentas en sus dos edificios y habilitar el funcionamiento de su ampliación, 
necesita indispensablemente este dinero; de lo contrario, no puede operar. No hay forma de pagar la luz, el 
agua, los impuestos, es decir, todos los servicios vinculados con la operatividad de un organismo estatal, 
particularmente de las dimensiones del Tribunal de Cuentas. 


Por otro lado, el segundo planteamiento tiene que ver con todo lo que es la infraestructura informática. Los 
avances de la tecnología en la materia son a pasos precipitados. El Tribunal de Cuentas en los últimos años ha 
incrementado la tecnificación de sus servicios. No trabaja únicamente en el expediente electrónico en el 
contexto de Agesic, sino que además tiene un sistema denominado SICA, Sistema Integrado de Control de 
Auditorías, que nos habilitó la Contaduría General de Chile, para utilizarlo sin costos y que está en 
funcionamiento, pero debe ser ampliado cuando se tiene otro edificio que no sustituye el original, sino que se 
agrega a él. 


Por lo tanto, por consenso, limitamos nuestra pretensión a estas tres disposiciones. Una no tiene costo y las 
otras dos tienen un costo de $ 9.000.000 y $ 3.5000.000. Acudimos cuasi como en última instancia al 
Parlamento para que no solo nos entienda, sino que nos contemple, si realmente se pretende tener lo que es 
esencial en un Estado de derecho: un órgano estatal de control de la gestión de la hacienda pública. 
Prácticamente, no hay país en el mundo que no tenga tal tipo de entidad de control. Lo decimos con 
conciencia porque integramos, por un lado, un ámbito regional, que es la Olacefs y, por otro, un ámbito 
mundial, que es la Intosai. A puro título de ejemplo, la Intosai tiene cerca de doscientas entidades 


fiscalizadoras superiores correspondientes a doscientos países, y no son la totalidad. Es el organismo que 
tiene más representación nacional después de Naciones Unidas. 


Todo esto nos indica la importancia sustancial que se asigna a un órgano de control externo como es el 
Tribunal de Cuentas, único en su especie dentro de la República, para efectivamente garantizar el buen uso de 
los recursos públicos. No solo respondemos al Parlamento; respondemos a la ciudadanía. ¿Quién nos paga? 
En definitiva, es el contribuyente, y este tiene todo el derecho del mundo a saber qué se hace con los recursos 
que se sustentan en los aportes tributarios de sus ciudadanos o de sus residentes. 


Quisiera limitar mi exposición hasta este momento. Estamos, con todos mis compañeros y nuestros técnicos, 
a disposición del señor presidente y de los señores diputados de esta Comisión integrada para contestar las 
preguntas que correspondan, si así lo estiman adecuado. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Voy a repetir lo mismo que dije en la discusión del presupuesto, 
referido a la importancia de los órganos de control que tiene el Estado. En mi calidad de exintendente 
quiero trasmitir la seguridad que nos daba cada vez que venía un dictamen del Tribunal de Cuentas, 
porque nos sentíamos respaldados por una voz oficial que realmente controla; de eso doy fe. Después 
tendremos las discusiones que sean. En ese sentido, considero de importancia y de trascendencia que 
tengan los recursos necesarios para poder cumplir con la función. 


Voy a hacer dos referencias. Una tiene que ver con un artículo de la rendición de cuentas sobre el que ya 
estuvimos hablando y sobre el que ustedes hicieron un informe, que después se aprobó en la Cámara de 
Diputados, fue al Senado y se cambió. Quiero saber -por el cabeceo que me hacen sé que lo conocen- en qué 
quedó eso. 


El otro aspecto al que me quiero referir lo presenté cuando discutimos el presupuesto y hoy me da vergilenza 
volver a hacerlo después de la exposición del señor ministro en cuanto a que no les han dado recursos. Tengo 
la versión taquigráfica de lo que me contestaron, en el sentido de que estarían en condiciones de controlar lo 
que son las sociedades anónimas o las empresas que funcionan en el derecho privado pero que manejan 
fondos públicos. Quería saber si han adelantado algo; no me da para exigirles más porque sé que no pueden 
hacerlo. 


SEÑOR SANABRIA (Francisco).- Casualmente, en la línea del señor diputado Lafluf, quiero decir que 
recién venimos de la Comisión Especial de Lavado de Activos, donde recibimos a la Jutep y 
hablábamos concretamente de este tema. Hay varios proyectos de ley circulando vinculados al control 
de empresas que están en la órbita del derecho privado pero que son propiedad del Estado. Hay que 
buscar la forma de controlarlas de manera real, específica, concreta. Habrá que aunar los proyectos. 
Quiero aclarar que no es preocupación específica de una persona, sino de todo el Cuerpo. 


SEÑOR RIPPE (Siegbert).- En su oportunidad le pedimos en particular a la División Jurídica y a dos 
de nuestros ministros, que son abogados, colegas, los doctores Ezcurra y Grecco, que estudiaran con 
amplitud y profundidad lo vinculado con el artículo 48, así como lo que se introdujo en esta rendición 
de cuentas. Si me permite, pido que se les conceda la palabra a los ministros mencionados. 


SEÑOR GRECCO (Óscar).- En nuestra última comparecencia, con motivo del presupuesto 
quinquenal, este tema fue tratado, y explicamos en aquella oportunidad que el Tribunal de Cuentas 
hacía tiempo que venía con problemas de interpretación del artículo 48, porque se entendía que era 
una norma que, si bien se había promulgado con una intención, no lograba cumplirla. Si bien se quería 
dar celeridad a las contrataciones, se corría el riesgo, por aplicar en forma estricta la norma, de que tal 
finalidad no se cumpliera. Además, entre los ministros del Tribunal, en cada discusión que había sobre 
la aplicación del artículo 48, volvían a surgir las dudas acerca de si correspondía o no la aplicación 
estricta. Cuando prevalecía la aplicación estricta de la norma -lo que aconteció en casi todos los casos- 
nos veíamos a veces obligados, por imperio de la ley, a observar determinados requerimientos de los 
pliegos de condiciones que por lo menos en algunos casos nos parecían ajustados al sentido común, 
pero la norma nos imponía la obligación de observar. 


A la luz de ello, el Tribunal de Cuentas propone una modificación al artículo 48. La norma que estaba vigente 
decía que no se podía pedir al oferente nada de aquello que en definitiva no fuera sustancia para el objeto de 
la contratación y solo se le podía pedir eso al adjudicatario. Había una serie de documentos que si el pliego 
los pedía iba a salir observado, como por ejemplo acreditar la compra del pliego, el certificado del Banco de 
Seguros del Estado y otros. Entonces, al Tribunal se le ocurrió -Jurídica estuvo trabajando en el tema- que lo 
mejor era establecer en un artículo que no se podía pedir a los oferentes la documentación que debieron 
acreditar para su inscripción en el RUPE. Con esa norma, nosotros entendíamos que se aceleraba y se 
desburocratizaba el proceso de contratación, porque solo se podían pedir aquellos elementos que no debieron 
ser inscriptos en el RUPE. 


A su vez, había otra norma proyectada por el Poder Ejecutivo que se consagraba en el artículo 25, con una 
redacción diferente. Lo que aconteció fue que se aprobaron las dos normas: en el artículo 23 se aprobó la 
sugerida por el Tribunal de Cuentas y, en el 25, la otra propuesta. Eso creaba una contradicción que nosotros, 
como Tribunal de Cuentas, no podíamos salvar. La norma se aprobó y las licitaciones comenzaron a llegar. Si 
la licitación se había iniciado con anterioridad, se aplicaba la norma vigente anterior. Pero iba a llegar un 
momento -que ya está ocurriendo- en que las licitaciones se iniciaran con la norma en contradicción. 
Nosotros esperábamos que con esta rendición de cuentas ese aspecto pudiera salvarse. 


Ahora, hay una propuesta para el artículo 15, que pretende solucionar el problema. En lo personal -Jurídica 
también lo ha estudiado y entendido así-, la propuesta resuelve bastante bien la situación. De todas maneras, 
hay un tema que no está definitivamente resuelto y que quizás estemos a tiempo de salvarlo. La propuesta del 
artículo 15 dice: “En ningún caso el pliego particular podrá exigir a los oferentes requisitos que no estén 
directamente vinculados a la consideración del objeto de la contratación, a la evaluación de la oferta, o que se 
encuentren establecidos en alguna disposición legal que expresamente lo exija para la presentación de ofertas 


is 


Esto salva varias de las objeciones que nosotros veníamos planteando. Una de ellas es el certificado del 
Banco de Seguros del Estado, algo que está previsto en una ley especial; había dudas sobre su exigencia. 


Continúa: “[...] reservándose solo al oferente que resulte adjudicatario la carga administrativa de la 
demostración de estar en condiciones formales de contratar, sin perjuicio de las responsabilidades penales, 
civiles o administrativas que pudieran corresponder”. 


Luego, agrega: “No obstante podrán incluirse requisitos sustanciales necesarios para determinar la 
admisibilidad de la propuesta, tales como la acreditación de la personería jurídica y representación en tanto 
aún no se hayan acreditado ante el Registro Único de Proveedores del Estado (RUPE) de acuerdo a la 
reglamentación vigente”. Entonces, lo que debió exigirse en el RUPE no se puede pedir. Se puede pedir la 
acreditación de la personería jurídica y la representación en tanto no se hayan acreditado en el RUPE, algo 
está bien porque eso es imprescindible. De todos modos, para mí queda un flanco débil, que es el siguiente. 


La referencia de “tales como la acreditación” indica que lo que se puede pedir no es taxativo. Por lo tanto, 
hay otras cosas que se van a poder pedir y que no están dichas. ¿Cuáles son las que no se pueden incluir? Los 
requisitos sustanciales necesarios para determinar la admisibilidad de la propuesta. En ese caso, queda a la 
interpretación del Tribunal cuáles son los requisitos sustanciales necesarios para la admisibilidad de la 
propuesta. Algunos ordenadores -al momento de ordenar la elaboración de los pliegos- entenderán que algún 
requisito es sustancial y que otro no. Entonces, queda abierto el tema. La exhortación es que se considere la 
posibilidad de cerrar definitivamente el artículo en este aspecto, porque me parece que es el único elemento 
que deja sin solucionar el problema. De todas formas, tanto la División Jurídica como los ministros que 
hemos visto la norma entendemos que este artículo 15 resuelve casi todas las contradicciones planteadas con 
la vigencia simultánea de los artículos 23 y 25, que estarán vigentes hasta el 31 de diciembre, por lo menos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si tienen sugerencias respecto a alguna modificación o 
corrección sobre este problema. Si hubiera alguna iniciativa, sería bueno tenerla para considerarla 
oportunamente en la Comisión. 


SEÑOR GRECCO (Óscar).- La posición del Tribunal es mantener la redacción que enviamos; 
evidentemente, nuestra propuesta no tuvo mucho éxito. Vamos a tomar esta propuesta a consideración 


del Parlamento y nos comprometemos a que en pocos días la División Jurídica termine de redondear 
alguna pequeña modificación a los efectos de que pueda ser estudiada en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy buena esa posibilidad. Independientemente de lo que cada 
bancada pueda analizar, sería muy bueno recibir ese insumo; están a tiempo de hacerlo. 


SEÑOR EZCURRA (Álvaro).- Quiero referirme a las sociedades de derecho privado propiedad del 
Estado. 


Esto ya lo dijimos en anteriores oportunidades, pero es bueno expresarlo nuevamente. Es un hecho notorio - 
no requiere prueba alguna- que la gestión de los recursos públicos se vale, en estos años, de formas jurídicas 
muy diferentes a las de las décadas anteriores, y no solo tiene que ver con las sociedades anónimas propiedad 
del Estado, de derecho privado, sino que también tienen que ver con una cantidad de organismos 
paraestatales creados con mucha posterioridad y formas jurídicas como los fideicomisos, que implican una 
situación muy compleja de control. 


No se trata de que el Tribunal de Cuentas no tenga presente el problema. Mientras no se nos reconozcan 
posibilidades presupuestales vamos a tener ese problema. Se requiere una gran capacitación de los 
funcionarios y muchos recursos humanos para llevar adelante la tarea. De todas maneras, el Tribunal de 
Cuentas lo tiene previsto. De hecho, desde 2010 planteamos la necesidad de que el Tribunal pueda 
incursionar en las auditorías de gestión, algo imprescindible; hablo de procesos que llevan muchísimo 
tiempo. 


De ninguna manera el Tribunal de Cuentas olvida que esos fondos públicos deben ser objeto de nuestro 
control. Realmente, nos encontramos frente a un problema operativo. Necesariamente esto va a llevar un 
proceso de largo tiempo. Sin duda, vamos a necesitar apoyo del Parlamento para poder incursionar en esas 
tareas tan complejas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy clara la presentación y el comentario de los artículos. 
Todavía hay tiempo para que nos puedan acercar los insumos a los efectos de considerarlos en el 
articulado. 


El señor presidente del Tribunal de Cuentas sabe que ha sido muy importante su participación. A usted y a su 
delegación le agradecemos y le damos el reconocimiento por haber estado esta tarde con nosotros. 


(Se retira de sala la delegación del Tribunal de Cuentas) 


(Ingresa una delegación de la Universidad Tecnológica, UTEC) 


Continuando con el análisis de la rendición de cuentas 2015 en la Comisión de Presupuestos integrada 
con Hacienda, tenemos el gusto de recibir a la representación de la Universidad Tecnológica, UTEC, 
integrada por la consejera, licenciada Graciela Do Mato; el consejero, ingeniero agrónomo Pablo Chilibroste; 
el consejero, doctor Rodolfo Silveira; el secretario general, licenciado Marcelo Martínez, y por los asesores, 
contadora Rossana Santomauro, doctor Gabriel Delpiazzo y señor Ignacio Presa. 


Para nosotros es un gusto recibirlos en este ámbito. En verdad, todos los años que nos ha tocado estar en esta 
Comisión, los hemos recibido con el mayor agrado. En lo personal, siempre me alegro de que nos visiten, en 
la medida en que sus intervenciones y presentaciones son muy claras y beneficiosas para todos. Lo que 
plantea cada una de las delegaciones son insumos imprescindibles para el análisis del articulado, a los efectos 
de ir dando pasos y resolviendo lo más que se pueda, atendiendo a las solicitudes planteadas. 


Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR CHILIBROSTE (Pablo).- Muchas gracias, señor presidente. 


Realmente para nosotros también es un gusto estar aquí. Todas las instancias que hemos tenido a nivel 
parlamentario -ya sea en la rendición de cuentas o en visitas a las comisiones de educación, tanto de la 
Cámara de Diputados como del Senado- han sido muy importantes para la UTEC. 


Sabemos que hoy ha sido un día muy largo para ustedes y que están muy cansados, por lo que vamos a hacer 
una presentación breve a fin de dejar tiempo para las preguntas. El foco de la presentación es rendir cuentas y 
comentar lo que ha estado haciendo la UTEC. 


Quisiera hacer algunos comentarios sobre las decisiones que hemos ido tomando a nivel del desarrollo de las 
carreras. Ya en 2014 -recién estábamos comenzando-, decidimos iniciar con dos carreras: una en Paysandú y 
otra en Colonia La Paz. Allí se empezó a marcar la impronta de que la UTEC era muy solicitada y que era 
muy pertinente para la construcción de un sistema de educación pública. 


La licenciatura en Leche y Productos Lácteos, en Colonia La Paz, es una carrera que hasta hoy tiene egresos 
como los de la formación terciaria de UTU, por lo que existe una preocupación por la continuidad y la 
articulación de la formación en educación universitaria. 


La licenciatura en Análisis Alimentario de Paysandú puede continuar con egresos de tecnólogo químico, 
formación que hoy ofrecen en conjunto la UTU y la Udelar. Eso marca con claridad dónde fue poniendo la 
UTEC las prioridades de formación: áreas vacantes y áreas que le dan continuidad a la formación a cargo de 
otras instituciones. 


En 2015 aparece el Instituto Regional de Fray Bentos, donde se agrega la carrera de tecnólogo en 
Mecatrónica, que también surge del relevamiento que hicimos en la UTEC sobre la oferta y la demanda de 
educación terciaria en el territorio. 


El tecnólogo en Manejo de Sistemas de Producción Lechera es una formación en conjunto entre la UTU y la 
UTEC, que tiene lugar en la escuela de Colonia Suiza. 


Asimismo, tenemos una tecnicatura en Tecnología de la Información, que es la primera propuesta de UTEC 
de hacer un uso intensivo de la tecnología de la información. Es una carrera que se imparte en Durazno: la 
parte presencial tiene lugar en la Fuerza Aérea en base a un acuerdo que hicimos con esa institución, y recibe 
estudiantes de siete localidades. La modalidad es 70% presencial. 


A más de un año de comienzo de esa carrera podemos hablar con mucha satisfacción del buen nivel de 
progreso de los estudiantes y, visto desde otro lado, el nivel de deserción es extremadamente bajo para una 
formación a distancia. Por lo tanto, nos vamos convenciendo de que este es el camino a recorrer. 


En 2017 comenzará la actividad en Durazno, donde también se ha definido el Instituto Tecnológico Regional 
para la parte centro-sur, y una formación en energías renovables. El título de tecnólogo en Energía 
Renovables se obtiene en una carrera de tres años de formación, que luego tiene continuidad como ingeniero. 


En 2017 empieza a consolidarse la maduración de la UTEC. La oferta se multiplica en las distintas 
localidades. Fundamentalmente en la región centro-sur aparecen carreras en el área del medio ambiente - 
riego, drenaje y manejo de efluentes- y se continúa con las anteriores. Aparece una oferta en el tercer Instituto 
Tecnológico Regional, en Rivera, de ingeniero en Logística, con el mismo modelo de construcción de las 
carreras. Se tiene muy en cuenta lo que está pasando en el territorio y las demandas, pero siempre apostando 
a una formación modular. La duración va a ser de tres años, con una salida intermedia de tecnólogo y una 
continuidad educativa para poder lograr el título de ingeniero en Logística. 


También estamos explorando en Rivera la posibilidad de un tecnólogo en Mecatrónica Industrial, que tiene 
una raíz común con la de Fray Bentos pero con particularidades que responden a la realidad del norte. 
Esperamos que pueda ser una carrera binacional, una vez que se superen las restricciones normativas que 
existen para este tipo de acuerdos. 


Finalmente, en 2018 se consolida la oferta en todo el territorio. Se destaca un tecnólogo en Ingeniería 
Biomédica, que va a ser de UTEC pero que va a tener posibilidad de continuidad educativa en algunas de las 
ramas de la Ingeniería en la Universidad de la República. También se duplicarán algunas carreras en otras 
partes del territorio. 


Esto tiene que ver con el incremento gradual, paulatino pero muy preciso, de la oferta educativa en los 
territorios que hemos definido como prioritarios para el desarrollo de UTEC. 


El segundo aspecto tiene que ver con la infraestructura. Como comenté al inicio, UTEC comenzó sin 
presupuesto y sin infraestructura, pero igual ofreció carreras apoyándose en UTU, en la Universidad de la 
República y en los liceos. La licenciatura en Productos Lácteos se ha dictado en el liceo de Colonia Valdense, 
y Mecatrónica en el Liceo N* 3 de Fray Bentos. 


El apoyo de la enseñanza pública al desarrollo de este proyecto en el interior, felizmente ha funcionado muy 
bien. En Colonia La Paz se trabaja en un predio de la vieja destilería de Ancap. Se han hecho 800 metros de 
laboratorios, con fuerte participación de la Intendencia de Colonia y de los grupos de desarrollo del sector 
productivo de las distintas regiones del departamento. Hoy estamos formando en esas instalaciones, que 
pasaron de un estado precario de conservación a un proyecto donde participan otras instituciones. 


En el caso de Nueva Helvecia, hay una formación conjunta con UTU en el área de producción primaria de 
leche. También ahí se han hecho intervenciones edilicias para mejorar las capacidades. Las instalaciones son 
compartidas con UTU. 


En Paysandú, el predio queda al lado de las instalaciones de Ancap y de la planta de bioetanol de ALUR. En 
su momento Ancap lo cedió a UTU e hicimos una intervención conjunta. UTEC tiene una parte específica de 
2.000 metros cuadrados, pero todo el proyecto abarca 4.000 metros cuadrados. Hoy allí, en el área analítica 
de química, hay capacidades instaladas que son de primer nivel y se nos está permitiendo dar soporte a la 
Intendencia de Paysandú, en el área bromatológica, y a otros grupos industriales, en el área analítica. Por 
supuesto que esto articula con las capacidades que tiene instalada la Udelar en esa región. 


Además de estas intervenciones más puntuales que permitieron dar soporte, seguridad y calidad de enseñanza 
a la formación terciaria que fuimos proponiendo, un gran capítulo de nuestro proceso fue la decisión sobre las 
localizaciones. Como comenté, la UTEC hizo un estudio detallado de la oferta y de la demanda a nivel de 
todo el territorio nacional, primero analizando y procesando información secundaria, luego yendo al terreno y 
entrevistando a los actores. La primera decisión que tomamos fue priorizar la región centrosur, que 
comprende los departamentos de Río Negro, Soriano y Colonia, por detectar allí una altísima demanda, un 
gran número de jóvenes con secundaria terminada, sin opciones de formación terciaria y sin oferta de la 
universidad en esa región. Dentro de esa región elegimos Fray Bentos y dentro de Fray Bentos, el Anglo. 
Como esto es lo primero que definimos y estamos próximos a su inauguración, hicimos un video que nos 
gustaría compartir con ustedes. 


(Se proyecta video) 


——-A parte del ITR de Fray Bentos -al que le dimos este destaque porque la parte edilicia se inaugura en un 
par de semanas-, también estamos trabajando en la segunda definición que es la región centro-sur, que 
comprende los departamentos de Durazno -específicamente-, Flores y Florida. 


La foto de la izquierda es del viejo hospital de Durazno -lamento que no esté presente el señor diputado 
Benjamín Irazábal porque él participó y colaboró activamente en esto, como lo hicieron todos los intendentes 
con los que hemos interactuado-, que en este momento está en obras. Ya hay carreras en ese departamento y 
eso es posible por la posibilidad que tuvimos de utilizar capacidades que no estaban siendo ocupadas en su 
totalidad o porque encontramos la forma de darles un uso más intensivo para la educación superior; me 
refiero al acuerdo con la Fuerza Aérea. Por este motivo, se pudo comenzar la actividad ya hace dos años y 
hoy hay más de doscientos estudiantes, sin tener capacidad física; recién vamos a contar con la misma a fines 
de este año o en marzo del año que viene. 


En la imagen se puede ver la evolución de la matrícula. Vale la pena mirar los tres primeros años, en el 
sentido de que las metas que nos hemos ido proponiendo están cumplidas y los valores que figuran allí hasta 
el año 2016 son los reales, son los de hoy; no son los que se inscribieron este año, sino los estudiantes que 
hoy están activos dentro de la UTEC. Si comparan con el proyecto que presentamos, son números que están 
muy bien orientados. Lo que figura para el año 2017, en adelante, es lo que está proyectado; eso lo podemos 
volver a analizar, si es necesario, pero fue lo que la UTEC consideró realista, con impacto, en los tres 
departamentos que se incluyen. Nos parece que estos números, articulados con el esfuerzo que está haciendo 
la Udelar en el interior, son muy importantes para lo que significa la formación universitaria en el interior. 


Respecto al presupuesto -también aquí se mezcla lo histórico con la proyección-, queremos marcar qué es lo 
que naturalmente pasa en una institución en crecimiento, sobre todo en una Universidad Tecnológica. Al 
inicio hay un bloque de infraestructura, de servicios, de personal, que sí o sí hay que tener; entonces, cuando 
se compara la matrícula contra el presupuesto, claramente son dos curvas divergentes en sus tendencias. Los 
números de 2020 -los finales- ya nos ubican, en cualquiera de los indicadores, a nivel muy competitivo a 
nivel internacional y por supuesto a nivel nacional, lo cual nos da enorme tranquilidad a la hora de proyectar 
el uso de recursos y porque también venimos consiguiendo los objetivos que nos hemos venido marcando en 
materia de matrícula. 


Respecto a la ejecución presupuestal, en la imagen se muestran los números de 2015. En este año cerrado, el 
presupuesto que estuvo asignado a la UTEC fue de $ 384.000.000. Hemos tenido una política activa de 
buscar financiamiento externo, de dar soporte, acompañamiento, al financiamiento oficial, público, que es el 
que esperamos y en el que está basada la UTEC. En el año 2015 se ejecutaron $ 24.000.000 de fondos 
recibidos en carácter de donación y eso llevó a que ejecutáramos ese año $ 408.000.000; se ejecutó el ciento 
por ciento del presupuesto más ese adicional. 


Otra característica que nos gusta señalar de la UTEC, porque fue un compromiso que asumimos a distintos 
niveles, es que nosotros trabajamos con indicadores. Tenemos veinticinco indicadores seleccionados, que 
vamos revisando en tiempo real, sobre una base de cien. Tiene una unidad de vigilancia y de seguimiento de 
estos aspectos, quiere hacer compromiso en base a resultados y cada vez que se presente en sociedad quiere 
poder mostrar sus resultados, sean buenos o malos. A modo ilustrativo, seleccionamos algunos que nos 
parecen importantes; son el tipo de indicadores con los que se comparan, a nivel internacional, las 
universidades tecnológicas pero también las de orientación académica. Como comenté, a nivel internacional 
hay muchos más indicadores, y también nosotros los tenemos, pero lo que mostramos señala lo que nos 
propusimos para el año 2015, lo que efectivamente obtuvimos en ese año y cuál es el horizonte. Nos interesa 
marcar esto no solo porque nos parece importante desde el punto de vista conceptual, sino porque también es 
una forma de leer cuáles son las implicancias de ajustes o de recortes presupuestales. En el caso de la UTEC, 
una institución en crecimiento, es congelarla en un nivel de desarrollo que puede ser no deseable para nadie; 
son decisiones duras y de tomarlas pueden afectar el desarrollo del proyecto o su implantación, pero es 
mucho más sensato tomarlas en forma temprana y terminante que irlas tomando en el tiempo, al costo que 
sea, porque el costo puede llegar a ser muy alto. 


Para dar un ejemplo, hoy tenemos tres estudiantes por docente y no podemos bajar ese número, pero estas 
carreras ya en 2017 van a pasar a seis o siete estudiantes por docente y en 2020 a diez estudiantes por 
docente, que es el número que tienen como referencia los principales institutos tecnológicos a nivel 
internacional. Si ese proceso se corta, no va a ser cómodo venir acá a fundamentar que estamos trabajando 
con cuatro estudiantes por docente, y no lo vamos a hacer, no vamos a venir. 


Creemos que esta es una forma de poder presentar con claridad nuestra visión del tema presupuestal, no 
mediatizado ni en términos absolutos, de lo que va a pasar hoy, sino qué va a pasar en el proceso que viene y 
las consecuencias que puede tener en el proceso de desarrollo de la UTEC. 


Aquí se muestra el proyecto presupuestal que presentamos. Como pueden ver, la barra verde corresponde a 
inversiones -allí se involucra infraestructura, pero también equipamiento, inversión tecnológica-; la barra roja 
corresponde al gasto de funcionamiento y la azul a las retribuciones. Esa es la lógica de la construcción de un 
proyecto que comienza de cero, con un componente importante de gasto en inversiones que al tercer o cuarto 
año -en 2018- se empieza a equilibrar en los montos que asigna; son inversiones que hay que mantener año 
tras año en términos de reponer infraestructura, de hacer actualizaciones y nuevas inversiones. La masa 
docente y de funcionamiento va a tender a estabilizarse, al menos como lo tenemos proyectado nosotros. 


Sí miran el siguiente cuadro -entramos al tema que nos convoca hoy, que es la propuesta presupuestal para 
2016-, se plantea transferir $ 100.000.000 hacia 2017. Tenemos que mirar este cuadro y decir dónde vamos a 
afectar esos recursos porque, como mostré antes, venimos ejecutando el cien por ciento; no es que tengamos 
un problema de subejecución. 


Quizás en la discusión presupuestal $ 100.000.000 sea un monto menor, pero para los $ 386.000.000 
asignados a UTEC representa un 26%. 


En esta pantalla se muestra, en la línea superior, el dinero solicitado y, en la inferior, lo otorgado. Si todo se 
centrara en la transferencia de estos $ 100.000.000 del 2016 al 2017 -lo que iríamos a ejecutar del 2017 al 
2018-, el 75% del impacto lo sufriría la inversión en infraestructura y equipamiento, pero en realidad sería 
una demora o un retraso en la ejecución; el 25% del retardo de ese ingreso quizás afecte directamente la 
política de radicación de docentes de alto nivel y alta dedicación en el interior. Hablamos de los núcleos de 
investigación, con quienes vemos mejor capacidad de interactuar con Udelar y con el sector productivo. 


Si nos presentaran esta idea como una medida puntual, diría que UTEC podría hacer una reingeniería en la 
medida que no se afecte la cantidad de carreras, el relacionamiento con el sector productivo y el social y el 
ingreso de matrículas. Sin embargo, si los efectos se trasladan al 2018 y al 2019 y no se cumple lo 
proyectado, creo que se estaría pegando en el corazón del proyecto y sería una decisión que dejaría con 
mucho hándicap a un proyecto que ha arrancado muy bien, con mucha fuerza, con una orientación muy clara 
y que viene cumpliendo sus metas, y no podrían explicar los indicadores, que se pueden predecir ahora. En 
ese caso, ya no se trataría de demorar las inversiones en infraestructura o la instalación de algunos docentes, 
sino que las carreras que están comenzando hoy, de cinco años, quedarán por la mitad, o que la formación de 
tecnólogos, que queremos llevarla a ingenieros, también quedará por la mitad, faltando a la misión central de 
esta universidad, que es la formación de recursos humanos a nivel terciario y universitario en el interior de la 
República. 


Tratamos de que nuestra presentación fuera breve, conscientes del cansancio de los legisladores, pero 
queríamos brindar información útil para tomar decisiones. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En primer lugar, quiero saludar a la delegación y expresar mi 
alegría de que UTEC esté funcionando bien. 


Quiero ratificar algo que dijo el ingeniero agrónomo Chilibroste, y que es muy importante. Se discutió 
durante meses con las organizaciones, con los estudiantes, con todos los centros educativos, con las empresas 
hasta definir dónde se cursarían las carreras y cómo se trabajaría. 


Quiero reiterar la misma preocupación que a la señora ministra de Industria, Energía y Minería, porque se 
plantea crear una fundación con UTU para cursar mecatrónica. En ese momento, pregunté a la señora 
ministra las razones, teniendo en cuenta que una de las carreras principales que impartirá la UTEC, 
especialmente en Fray Bentos, es mecatrónica. 


Se me contestó que UTEC también podría integrarse a la fundación. Me parece que sería absolutamente al 
revés, en primer lugar, porque no sería necesario y, en segundo término, porque tendremos una universidad 
tecnológica de enseñanza terciaria en la que todos los estudiantes y quienes quieran podrán cursar la carrera. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Tenía una serie de preguntas para formular, pero hay que reconocer 
que la memoria anual remitida a la Comisión por UTEC es muy completa. Por lo tanto, no voy a 
preguntar. 


Igual me anoté por la misma inquietud que el señor diputado Lafluf Hebeich, que es conocer la opinión de la 
UTEC respecto de la idea del Ministerio de Industria, Energía y Minería de crear una fundación, que se 
denominará “Industria del futuro”, y que entre las instituciones que la integrarían, no está la UTEC. 


Lo más sorprendente -para decirlo de una forma más delicada-, es que hemos visto que UTEC tiene un curso 
de mecatrónica, pero la ministra en esta Comisión, cuando explicó el artículo 70, que es el que crea la 
fundación, centró casi toda su exposición en la necesidad de trabajar en la mecatrónica. 


En ese sentido, me gustaría conocer la opinión de UTEC, y desde ya adelanto que los legisladores del Partido 
Nacional vamos a plantear que en caso de que el artículo 70 se mantenga -preferiría que los recursos 
previstos para la fundación fueran enviados directamente a la UTEC-, se incluya a la UTEC como organismo 
central para participar en la fundación. 


SEÑOR SILVEIRA (Rodolfo).- El trabajo de mecatrónica lo estamos haciendo desde el comienzo con 
UTU. De hecho, la carrera de mecatrónica que se está ofreciendo en Fray Bentos, Río Negro, está 


coordinada entre ambas instituciones. 


Lo mismo sucede con el modelo que estamos montando sobre la carrera de mecatrónica industrial en Rivera 
para el próximo año. 


Quizás en ese caso lo más innovador sea trasladar exactamente la misma forma de trabajo en Fray Bentos a 
Rivera por ser más desafiante, y que la UTEC, fundamentalmente, gestione las carreras, utilizando 
infraestructura disponible en Rivera. 


Nosotros trabajamos con UTU codo a codo desde el principio, y realmente la fundación nunca estuvo 
presente en las discusiones de este Consejo. Es decir, no tenemos opinión porque el Consejo nunca lo 
discutió. Sí discutimos y elaboramos los programas con UTU, no solo en estas carreras, sino en otras que 
estamos ofreciendo, y realmente la coordinación desde el punto de vista operativo viene funcionando muy 
bien. Compartimos docentes, y lo mismo sucede con Udelar en algunos casos. 


El caso de la mecatrónica quizás sea el más claro de todos, porque UTU participa en los programas, en la 
coordinación, pero también UPM, ya que algunos de nuestros docentes son ingenieros que trabajan en la 
empresa. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Es decir, la UTEC nunca fue consultada ante la posibilidad de crear 
una fundación con las características a que hace referencia el artículo 70. 


SEÑOR SILVEIRA (Rodolfo).- Nunca fue consultada y este asunto nunca se discutió entre las dos 
instituciones. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero saber si la UTEC promociona los cursos que imparte, porque 
no se ha visto una campaña masiva para que la población en general, fundamentalmente la que es 
objetivo, conozca su propuesta. 


Por eso, quiero saber si el Consejo Directivo tiene partidas previstas para promover sus carreras para que 
estudiantes lo manejen como una opción más. 


SEÑORA DO MATO (Graciela).- En sus comienzos la UTEC mantuvo una actitud diríamos de 
prevención, pero hicimos estudios y nos dimos cuenta que el 80% de los estudiantes que ingresan - 
porque se lo preguntamos- se informan por la página web o medios electrónicos varios, actuales y muy 
utilizados por los jóvenes, redes sociales, etcétera. 


Si bien hemos participado en expresiones de difusión del sistema nacional de educación pública, en la radio y 
demás, entendemos que lo mejor para los jóvenes de hoy es la web y todo un sistema que diseñamos que se 
lanzará el próximo mes de redes sociales, que entendemos es mucho más barato y eficaz para nuestro público 
objetivo que lo que se ve en televisión, radio, etcétera. 


También vamos a aquellos lugares que puedan tener predilección por nuestras carreras, especialmente a los 
liceos. Asimismo, se hace difusión en medios específicos que atienden al sector de nuestras carreras. 


Es decir, no difundimos al barrer, sino que nos dirigimos a lugares de interés, y por eso no se ve tanto. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Precisamente, coincido con la señora consejera que la publicidad se 
debe hacer en las redes sociales, que es lo que más interesa a los jóvenes. 


Me alegra saber que a partir del mes que viene la UTEC lanzará una política de comunicaciones a través de 
las redes sociales y que cuente con fondos para hacerlo. Agradeceríamos que una vez que lancen la 
publicidad, la compartan con la Comisión, porque nos interesa mucho seguir de cerca cómo va progresando 
esta universidad en su captación de estudiantes en todo el país, especialmente en el interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido un gusto para nosotros recibir al Consejo Directivo de la UTEC, a la 
licenciada Graciela Do Mato, al ingeniero agrónomo Pablo Chilibroste, al doctor Rodolfo Silveira, al 
licenciado Marcelo Martínez, a la contadora Rossana Santomauro, al doctor Gabriel Delpiazzo y al 
señor Ignacio Presa. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 30) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


